	COMISIÓN DE TRANSPARENCIA
PODER JUDICIAL DE COSTA RICA

	SESIÓN ORDINARIA MES DE ENERO 2023 

	I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:

	FECHA
	LUGAR
	HORA INICIO
	HORA FINAL

	24 de enero  de 20232022
	Virtual, plataforma Teams
	15:00  horas
	16:15 horas

	ASISTENTES 
	
Comisión de Transparencia:
· Magistrada Patricia Solano, Salte Tercera (quien preside)
· Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional
· Sr.  Randall Zúñiga López, Director del Organismo de Investigación Judicial. 
· Sr. Juan Carlos Cubillo, Fiscalía General
· Sra. Estrellita Orellana, Presidenta del Tribunal de la Inspección Judicial
· Sr. Hermes Zamora, Jefe de la Oficina de Control Interno
· Sra. Dinorah Álvarez Acosta, Consejo Superior.
· Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación. 
· Sr. Juan Carlos Perez Murillo. Jefe de la Defensa Pública.  



Oficina de Cumplimiento 

· Sra. Kenia Alvarado
· Sra. Catalina Blanco Sánchez 
· Sr. Randall Zúñiga Palacios
No estuvieron presentes: 
· Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda no se pudo conectar a la reunión virtual. De igual forma se remitió agenda y propuestas de acuerdos y se le puso en conocimiento los temas. 

· Magistrada Damaris Vargas, Sala Primera, no se pudo conectar a la reunión virtual. De igual forma se remitió agenda y propuestas de acuerdos y se le puso en conocimiento los temas. 




	

AGENDA:

	Artículos:
1.-   Aprobación del acta de trabajo del mes de diciembre de 2022.
Puntos de agenda para someter a discusión: 
2.-mediante correo del 16 de enero de 2023, el señor David Cambronero, Jefe a.i Sección Administrativa  solicitó con urgencia recursos en la subpartida 10702 de actividades protocolarias para contrataciones del año judicial. Se indicó que desea saber si es posible que la Comisión de Transparencia les traslade en calidad de préstamo los recursos con el compromiso de devolverlos una vez que se aplique la modificación externa en marzo próximo
[bookmark: _Hlk119218611]3.-  en el mes de diciembre de 2022, mediante oficio N° 1574-122-IAC-APAI-2022 el señor Roberth García González, Director General, Auditoría Interna del Poder Judicial dio a conocer a los Integrantes de la Comisión de Transparencia el informe final referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, efectuado por la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, del Despacho a su cargo y se analizaron las cuatro recomendaciones giradas a la Comisión de Trasparencia. 
[bookmark: _Hlk111552988]Puntos de agenda para poner en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Transparencia. 
[bookmark: _Hlk124777826]4.-Informar a los integrantes de la Comisión de Transparencia que mediante el oficio 02-2023 se atiende el oficio N° 12769-2022 Carrera Judicial por medio del cual se solicitaba a la Comisión de Transparencia informar sobre los avances relacionados con el oficio Nº 6272-2022, lo anterior según lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II y que se relaciona a su vez la creación de una propuesta consolidada de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial
5.- Se pone en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Transparencia el informe del último Trimestre de 2022 para su aprobación y posterior envío a Corte Plena. 
 6.- Se informa a los integrantes de la Comisión de Transparencia sobre la confección y remisión  de oficio N°001-Com. Transp-2023 a la señora Lisa Lesage y Priscilla Hernández, ambas servidoras de INL de la Embajada de los Estados Unidos, en el que se les informa la elaboración del Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción del Poder Judicial -y que ya conoció el Consejo Superior-, como uno de los productos realizados en el marco de la cooperación internacional brindada por esa entidad.


	DOCUMENTOS:
	




[bookmark: _MON_1735730105]













[bookmark: _MON_1735988351]

	DISCUSIÓN:
	1.- Aprobación del acta de la sesión de trabajo del mes de diciembre de 2022. 

Documento fue remitido adjunto a la agenda de la reunión.
Todos los integrantes muestran conformidad y se aprueba. 

Acuerdo: Se aprueba el acta. Acuerdo unánime y declarado firme.

Puntos de agenda para someter a discusión: 
2.-mediante correo del 16 de enero de 2023, el señor David Cambronero, Jefe a.i Sección Administrativa  solicitó con urgencia recursos en la subpartida 10702 de actividades protocolarias para contrataciones del año judicial. Se indicó que desea saber si es posible que la Comisión de Transparencia les traslade en calidad de préstamo los recursos con el compromiso de devolverlos una vez que se aplique la modificación externa en marzo próximo.

Magistrada Patricia Solano: para actividades de capacitación, se nos asignan 520. 000 colones, en actividades protocolarias 147.600 colones y es precisamente en este rubro que nos están solicitando la colaboración. Don Randall Zúñiga puede hacer la explicación, por favor. 
Sr. Randall Zúñiga: la sub partida indicada es muy especifica y que por el tipo de ejecución y de las actividades que conlleva el despacho de la Presidencia, en el año judicial, es la que más ocupa siempre para ejecutar  las contrataciones durante esas actividades. Entonces, en el caso de la Comisión, el compañero David y el comprendiendo que casualmente el presupuesto de la Comisión de Transparencia está en el centro de responsabilidad del despacho de la Presidencia, quería autorizar para ver si podía hacer ese movimiento y luego se nos devolvería el recurso en el mes de marzo con la modificación que ya ellos remitieron, es a modo de traslado interno. 
Magistrada Patricia Solano Castro: yo en eso no encontraba ningún problema,  en algunas ocasiones, incluso dependiendo de cuáles son las actividades que se tienen en las diferentes comisiones  hemos cedido recursos y también nos han dado recursos para algunas otras actividades. No sé si estamos de acuerdo y en esto le pregunto a don Jorge para poder hacer ese es un préstamo. 
Magistrado Jorge Araya García
Sí, completamente de acuerdo, ningún problema. 
Magistrada Patricia Solano Castro
Pregunto si los demás integrantes están de acuerdo de que hagamos el préstamo en los términos señalados.

Todos manifiestan conformidad. 
Acuerdo: Se aprueba la gestión. 

3.-  en el mes de diciembre de 2022, mediante oficio N° 1574-122-IAC-APAI-2022 el señor Roberth García González, Director General, Auditoría Interna del Poder Judicial dio a conocer a los Integrantes de la Comisión de Transparencia el informe final referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, efectuado por la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, del Despacho a su cargo y se analizaron las cuatro recomendaciones giradas a la Comisión de Trasparencia. 

Como podrán recordar se han girado un total de 4 recomendaciones a la Comisión de Transparencia: 

5.1. Procurar las acciones respectivas orientadas a impulsar una estrategia que permita un abordaje más integral del tema de conflicto de intereses a nivel de la Institución considerando dentro de este, aspectos relacionados con capacitación y difusión por parte de las Unidades de Capacitación.  (Resultado 3.1)  A la fecha se ha enviado consulta a todas las unidades de capacitación de la institución con el fin de conocer si el tema es contemplado o no dentro de sus programas y tomar sus respuestas como punto de partida para cumplir con dicho punto. 

Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)

Magistrado Patricia Solano:  sobre este punto se les informa que se han girado las consultas correspondientes a las unidades de capacitación de la Institución para conocer cuál es el plan que ellos manejan respecto a la capacitación sobre este tema en particular, estamos a la espera de las respuestas para hacer un consolidado de las mismas y definir las acciones a implementar para poder cumplir con esta recomendación. 

5.2. [bookmark: _Hlk103786888][bookmark: _Hlk107318607][bookmark: _Hlk107318553]Analizar la posibilidad de promover la incorporación como parte del Plan Anual Operativo (PAO) y del Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI) de cada área funcional, respecto al cumplimiento de diversos aspectos contemplado en la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial” con el propósito de impulsar, de mejor manera, el fortalecimiento del abordaje de esta temática a nivel institucional.  (Resultado 3.2) .  

Magistrado Patricia Solano: con relación a este tema estimo que ya se tiene por cumplida la recomendación dado que, al ser ya una realidad la política anticorrupción. A la fecha se ha solicitado a la dirección de planificación la incorporación de planes anuales operativos relacionado con el reglamento para la prevención o abordaje de los conflictos de interés para el 2023 y 2024. Como podemos ver la política cuenta con toda un área temática sobre la prevención de los conflictos de interés en el poder judicial y que tiene por objetivo “asegurar la sostenibilidad de la ética y probidad en la función judicial, mediante la prevención y gestión oportuna de situaciones de conflicto de interés, para un Poder Judicial responsable, sostenible y sustentable.” Y por esto se estima que ya la recomendación apuntada se tiene por cumplida, dado que lo que corresponde ahora sería el tema de seguimiento de la política, para lo cual se tiene el área temática de Gobernanza Judicial, mecanismos de consulta. Nos hemos avocado a la divulgación de la Política Anticorrupción,  la semana me entrevistaron en el Diario Extra junto a doña Kenia y precisamente para darle difusión y explicar en qué consiste la Política anti corrupción en el Poder Judicial, cuáles son los objetivos y qué es la metodología utilizada. Doña Patricia sede la palabra a  Doña Nacira que estuvo muy involucrada como parte de la Directora de Planificación y qué recordarán que la construcción de la política se hace con la metodología de MIDEPLAN y que la Dirección de Planificación es quien nos ha dado la guía de cómo se hace. 

Sr. Nacira Valverde Bermúdez:  Buenas tardes, bueno, con el tema de la de la política y la propuesta que nos remitieron en la Comisión, nosotros también la compartimos en el sentido de que efectivamente ya existe un plan de trabajo que sustenta toda la  política y esta es más amplia, porque la recomendación se dirigía solamente al Reglamento, al tener la política, pues la política cubre tanto el Reglamento como también todas las otras áreas asociadas a lo que se quiere trabajar entonces, que desde nuestra perspectiva compartimos lo que se planteó en esta minuta.

Magistrada Patricia Solano Castro
Muchas gracias doña Nacira. El siguiente punto es el 

5.3. Impulsar las acciones correspondientes a nivel institucional para que se defina un órgano responsable del seguimiento sobre la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial” con la finalidad de identificar oportunamente cualquier incumplimiento, así como los aspectos susceptibles de mejora. (Resultado 3.2). 

Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)
Magistrado Patricia Solano: al igual como sucede con el punto anterior, se estima que en la práctica ya se tiene implementado, el órgano responsable está dado y lo aprobó Corte, es la Oficina de cumplimiento por que recordamos que cuando se hizo este informe la política aun no estaba aprobada pero ahora que ya es una realidad, este tema ya está cubierto. 
Se debe recordar que esto está vinculado con el control interno, y las líneas de defensa. Una de ellas es la jefatura, veamos: el articulo Artículo 46 del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial” que literalmente dice:  “Deber de seguimiento por parte de los órganos competentes Será responsabilidad del jerarca y de los titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. La Auditoría Interna deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.”
La tercera línea de defensa se tiene que es la auditoria, entonces se podría ver que lo que se pide por medio de esta recomendación que es de defina de forma concreta y por escrito cuál es esa segunda línea de defensa, pero ya eso esta solventado. 

Sabemos que la oficina de cumplimiento es el órgano rector que ha venido estableciendo mecanismos, procesos, capacitación y buenas prácticas y también atienden las consultas asociadas al tema de conflictos de interés, por lo cual se ve claramente que dicha oficina es la segunda línea de defensa, además es claro que la oficina de cumplimiento trabaja en esa identificación y gestión de este tipo de conflictos de interés, por lo cual ese órgano que se pide es claro que ya existe. 

Ahora bien, también no se debe dejar de lado que, debido a las limitaciones presupuestarias dicha oficina se ha tenido que limitar en los temas que abarca y es por esto que se debe poner especial atención a esta función que se le estaría otorgando de manera formal y el tema presupuestario.

Se debe asegurar además que, con relación al formulario de conflictos de interés, que es un tema preventivo, se implemente de forma obligatoria. Quizá Kenia nos pueda ampliar sobre el traslado de dicho formulario a Gestión Humana y la implementación del mismo y el punto en general y la limitada asignación de recursos. Comentar un poco sobre los resultados de los años anteriores, lo que tiene en sus PAOS y sus planes de acción en labor en torno a este tema.    Además, recordar que el órgano rector de la política es cumplimiento. 

Igual sobre el tema del seguimiento el mismo se pretende automatizar, se debe diseñar una herramienta tecnológica y eso está en el plan de acción de la política y está en camino, por lo cual también se tendría por cumplida esta recomendación. El siguiente punto es el 5.4 el cual dice de la siguiente manera: 
5.4. [bookmark: _Hlk107308889]Promover las medidas pertinentes con el fin de que la Institución tenga claridad de las instancias responsables del cumplimiento de todos los artículos contenidos en la Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. (Resultado 3.3) 

Magistrado Patricia Solano: se estima que este tema también ya está contemplado o abarcado, lo podemos ver en el plan de acción de la política, ya los mecanismos están dados. Por eso es que la propuesta de acuerdo que hicimos es que de la primera recomendación, cuando se tengan todas las respuestas por parte de las unidades de capacitación consultadas, tomar las acciones correspondientes para impulsar y fortalecer la meta, que es precisamente que la divulgación del Reglamento en los órganos auxiliares de la administración de Justicia y en las 3 restantes que en realidad ya las tenemos por cumplidas y que también que por medio del sistema team mate y por medio del oficio sobre el cumplimiento de las mismas, recuerden que las acciones también doña Fabiola, que es que nos colabora la letrada que nos colabora en esta Comisión, ingresará estos avances al sistema Team Mate, de manera que lo que vamos haciendo que haciendo el registrado en la plataforma. 
Sr. Kenia Alvarado Villalobos
Buenas tardes a todas y todos, me parece correcto Doña Patricia. La descripción, el resumen de la situación estoy totalmente de acuerdo.
Magistrado Jorge Araya García
Está bien, es decir, es una articulación que es necesaria hacer esta dada y es un gran esfuerzo que se hace por parte de la institución.

Sra. Nacira Valverde Bermúdez Es una observación muy puntual en relación a una de las recomendaciones de la auditoría, ahí se dice explícitamente si se debe valorar si se requiere incorporar en los planes anuales el objetivo específico a nivel de todas las operaciones, verdad? ahí la respuesta es lo que ya se conversó, dado que ya tenemos un plan avalado y que cubre todo lo que es la implementación de la política, sin embargo, nosotros hacemos ahí la observación de que si ustedes lo consideran a bien, asignen la laboral a la Oficina de Cumplimiento para que trabaje con nosotros para que evaluaremos si es conveniente que revisemos, si se tiene que establecer algún objetivo  institucional, de esos que hemos analizado de forma global, para replicar a nivel de todas las oficinas.  Entonces es adicional a la recomendación 5.2 que la Oficina de Cumplimiento como ente técnico de esta Comisión, coordiné con nosotros esa revisión por si hiciera falta que valoremos a nivel nacional alguna incorporación o, que ratifiquemos que efectivamente con el plan está completamente cubierto, pero nos parece que podríamos hacer esa revisión conjunta.

Sr. Hermes Zamora Atencio
 De hecho, cuando se tocó el punto y se dio porque la política cubría, bueno, yo igual estuve meditando. Es la primera vez que incorporo en sustitución del licenciado Hugo, pero en igual sentido lo que decía Doña Nacira  yo ahí le agregaría algo a la recomendación 5.2. tocan: 
1.-  planificación
2.- Oficina de cumplimiento en cuanto al tema del conflicto de interés y a la oficina en cuanto al tema riesgos y todo eso va ligado a través de los sistemas, precisamente entonces, si se define el objetivo, como se hizo, como por ejemplo con el objetivo de hostigamiento sexual, que se incorporó  en el PAO obligatoriamente, yo sugiero que se analice por parte de la Oficina de Cumplimiento, Planificación y Control Interno y en conjunto se defina  el riesgo y lo entreguemos listo  y todo lo que es la valoración, sí lo haga cada oficina, porque ahí sí sería tener insumos de parte de las oficinas, pero como que el nombre del riesgo, así como se le da en el objetivo, digamos, se lo debemos nosotros también preestablecido como como se hizo con seguridad la información, en el tema pérdida de información o de fuga de información que se le dijo las oficinas “valoren este riesgo…”. Podría ser muy beneficioso, donde va a ir un listado de posibles actividades de control y eso sí se puede luego replicar como una circular o verdad o como algo que salga ya de la Comisión.

Magistrada Patricia Solano Castro
Me parece este muy aceptada las dos opiniones y que también vienen claro y van dirigidas también porque están transversales con los planes, con el plan estratégico institucional en cuanto a la transversalidad de las acciones y lo que nos dice la auditoría, entonces vamos a modificar este incorporar esas observaciones, este que ustedes nos hacen, para incorporarlas en la respuesta que le damos a la auditoría.

Acuerdo: En torno a la primera recomendación, cuando se tengan todas las respuestas de la Unidades de Capacitación Consultadas, tomar las acciones correspondientes para poder impulsar o fortalecer la meta de formación estipulada. 
Se coordinaran las reuniones para poder llevar a cabo y valorar las recomendaciones de Doña Nacira y de Don Hermes, y de esta forma poder trabajar en los avances de las observaciones. Siendo que las dos se llevan a cabo en torno al punto 5.2 se informará por medio del Team Mate el avance en cuanto a este punto y los demás.  

Puntos de agenda para poner en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Transparencia. 
4.-Informar a los integrantes de la Comisión de Transparencia que mediante el oficio 02-2023 se atiende el oficio N° 12769-2022 Carrera Judicial por medio del cual se solicitaba a la Comisión de Transparencia informar sobre los avances relacionados con el oficio Nº 6272-2022, lo anterior según lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II y que se relaciona a su vez la creación de una propuesta consolidada de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.
Magistrada Patricia Solano: en este caso como recordarán se ha venido trabajando desde ya hace bastante tiempo para la construcción del formulario de declaración de intereses, y que las personas llenen ese formulario como una acción preventiva. Las sesiones de trabajo iniciaron en la última semana del mes de setiembre de 2022 y fueron convocados a este grupo i) la Dirección Jurídica, ii) la Sección de Carrera Judicial, de la Dirección de Gestión Humana, iii) la Oficina de Control Interno, iv) el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, y, v) la Oficina de Cumplimiento; personas integrantes quienes han participado activamente en las asignaciones. En total, se han realizado 10 sesiones intensivas de trabajo, donde el equipo de trabajo se ha abocado a cumplir con la solicitud de Corte Plena y del Consejo de la Judicatura. Derivado de estas reuniones, se han desarrollado los siguientes productos:   
Se generó el formulario de “Declaración de intereses”, instrumento de aplicación obligatoria tanto para personas aspirantes a un puesto, como a las personas responsables del nombramiento, así como de control cruzado en los procesos de selección y nombramiento de personas en cualquier puesto del Poder Judicial. Cabe indicar, que este formulario ha sido desarrollado con la finalidad de que sirva de herramienta en la prevención y adecuada gestión de potenciales situaciones de conflicto de interés, de conformidad con los artículos 13 y 16 de la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, en aras de determinar la idoneidad de las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial, incluida la judicatura, independiente de la condición a la que se postula. 

El pasado martes 17 de enero de 2023, iniciaron las reuniones de trabajo para analizar las propuestas de reforma. 
Sr Kenia Alvarado: nada más agregar que el miércoles de la semana pasada había solicitado una audiencia al Consejo de la judicatura y ellos me consiguieron la audiencia y les explicamos a los integrantes cuál era el sentido de bueno de la reforma y el formulario, y esto les pareció una buena mejora que hay que hacer con independencia de la reforma al reglamento de carrera, El Consejo está valorando finalmente otra vez, retomar la reforma completa de ese reglamento, porque ellos también coinciden que tienen una gran debilidades y problemas en los nombramientos que se están generando con mayor este frecuencia. Se ha determinado que personas que salieron de la institución sean como jueces, sean como técnicos están asumiendo nombramientos interinos y posterior a eso están llevando casos o procesos que ya antes habían tramitado, es un medio que han visto para hacer cartera, la situación es apremiante, hoy mismo se ha consultado a doña Roxana Arrieta, la directora de personal, quién es la persona que tiene que decidir cuál es la prioridad que le va a dar a este formulario para generar una mejora en el sistema y que se adicione a la plataforma o la PIN. Estamos pendientes de que ella nos dé esa respuesta, que nos conteste a ver qué soluciones puede tener a nivel de TI. Partiendo de que la dirección es la que pone las prioridades de mejoras del sistema, estamos a la espera para ver si es factible que prontamente se haga esa mejor. Entendemos que es rápida la mejor porque es muy sencilla, es generar un formulario, entonces es lo ultimo que tenemos que agregar. 
Magistrada Patricia Solano: se pretendía informar sobre los trabajos que se han ido realizando. La propuesta es tomar nota. La  Dirección de Gestión Humana, Sub proceso de reclutamiento nos consultó sobre el avance y entonces por medio de oficio se les está explicando por donde vamos.    Y además la consulta que se está haciendo a la dirección jurídica sobre el eventual caso de funcionarios que inserten información falsa en dicho formulario.
Magistrado Jorge Araya:  es importante que en el caso de este supuesto se debe dar seguimiento, es clara la intencionalidad de obviar datos de interés, este formulario es fundamental, y darle seguimiento en caso de dudas, las rigurosidades deben ser mayores, y las inconsistencias deben dársele mucha importancia. No se debe ceder en la lucha contra la corrupción. El país espera micho de nosotros y no los podemos defraudar.  
Acuerdo: se toma nota. 

5.- Se pone en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Transparencia el informe del último Trimestre de 2022 para su aprobación y posterior envío a Corte Plena. 

Acuerdo: se toma nota.  

 6.- Se informa a los integrantes de la Comisión de Transparencia sobre la confección y remisión  de oficio N°001-Com. Transp-2023 a la señora Lisa Lesage y Priscilla Hernández, ambas servidoras de INL de la Embajada de los Estados Unidos, en el que se les informa la elaboración del Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción del Poder Judicial -y que ya conoció el Consejo Superior-, como uno de los productos realizados en el marco de la cooperación internacional brindada por esa entidad.
Magistrada Patricia Solano:  la idea es informarles que la ayuda que nos dieron para poder construir este modelo dio sus frutos sino que se han dado acciones positivas que con la operación que nos han dado, logramos realizar este tipo de acciones, agradecimos la misma.  Se remitió la nota para informar los resultados con esa cooperación, para que sepan que nosotros sí optimizamos el recurso que nos dan para el trabajo, este en pro del Poder Judicial. Este modelo es sumamente importante dentro del trabajo que venimos haciendo. 
Acuerdo: se toma nota. 


 

 

	
	

Finaliza la actividad a las 16: 15  horas. 
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subpartida 10702 Actividades.msg
RE: Solicitud de recursos subpartida 10702 Actividades protocolarias 

		From

		Randall Zuñiga Palacios

		To

		Kenia Alvarado Villalobos; Fabiola Quesada Jimenez

		Recipients

		kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr; fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes, muy bien, para plantearlo en la próxima sesión de la Comisión.



 



Gracias



 



 







 



 



 



De: Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 17 de enero de 2023 11:44
Para: Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Quesada Jimenez <fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Solicitud de recursos subpartida 10702 Actividades protocolarias 



 



Hola Randall, en efecto, hay que consultar a la Comisión, con la condición de que sea en calidad de préstamo. 



 



Atentamente;



 







 



De: Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 17 de enero de 2023 07:10
Para: Fabiola Quesada Jimenez <fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr>; Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Solicitud de recursos subpartida 10702 Actividades protocolarias 



 



Buenos días



 



Me permito remitir la solicitud que realiza el Despacho de la Presidencia para los recursos que tiene la Comisión de Transparencia  en la subpartida de protocolarias en este 2023. Sería prestarles ese presupuesto para las contrataciones del Año Judicial que ellos realizan y en marzo devuelven el monto a la Comisión.



Para este año el presupuesto de la Comisión es el siguiente



 



Actividades de Capacitación    520.000



Actividad Protocolarias          147.600



Viáticos al interior                   317.400



 



Habría que plantear a la Comisión.



 



Quedo a la orden.



 



 







 



 



 



De: David Campos Barquero <dcamposb@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 16 de enero de 2023 16:23
Para: Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud de recursos subpartida 10702 Actividades protocolarias 



 



Buenas tardes Randall



 



Reciba un cordial saludo, el Despacho de la Presidencia requiere con urgencia recursos en la subpartida 10702 de actividades protocolarias para contrataciones del año judicial, es posible que la Comisión de Transparencia nos traslade en calidad de préstamo los recursos con el compromiso de devolverlos una vez que se aplique la modificación externa en marzo próximo?, muchas gracias. 
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[bookmark: _Hlk64390686]Estimada señora:





Para que se haga de conocimiento de las demás personas integrantes de la Comisión de Transparencia, se remite el informe final, referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, efectuado por la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, del Despacho a mi cargo



El objetivo fue verificar la existencia de medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, a la fecha de la evaluación.



En cumplimiento de lo instituido en numeral 2.10 de las Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público y 205 de las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, así como en artículo 51 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna del Poder Judicial[footnoteRef:1], los resultados, conclusiones y recomendaciones del estudio fueron presentados, en lo pertinente, a las distintas dependencias encargadas de la implementación de las acciones de mejora, precisándose plazos para su cumplimiento. Por lo anterior, se remiten copias del informe para la aplicación respectiva, según lo acordado. [1:  Publicado en el Diario Oficial La Gaceta 163 del 25 de agosto de 2021.] 




Además, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría efectuará oportunamente un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por las instancias competentes, se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos. 



Finalmente, en caso de facilitar este documento a partes externas del Poder Judicial, se deberá prever lo establecido en la Ley 8968 Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales.





Atentamente,











Roberth García González

Director General

Auditoría Interna del Poder Judicial





[bookmark: _Hlk64390834]c:  Consejo Superior

     Dirección de Gestión Humana 

     Departamento de Proveeduría

     Licda. Silvia Navarro Romanini

     Oficina de Cumplimiento

     Sección de Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación

      Archivo. – (SAFJP-03-2022)
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[bookmark: _Toc120631439][bookmark: _Toc44897644][bookmark: _Toc293405767][bookmark: _Toc293406869][bookmark: _Toc293407057][bookmark: _Toc376937149][bookmark: _Toc376938107][bookmark: _Toc376938422][bookmark: _Toc376939194]RESUMEN EJECUTIVO

Esta auditoría de naturaleza especial tuvo como objetivo verificar la existencia de medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, a la fecha de la evaluación. El período de alcance fue del 1 de marzo de 2020 (entrada en vigencia de la regulación) al 31 de mayo de 2022 (fecha de corte). 



Dicho documento fue aprobado por Corte Plena en sesión 014-2019, en el artículo XIII, del 1 de abril de 2019 y rige desde el 1 de marzo de 2020 y su origen está relacionado con normativa nacional e internacional orientada a la adopción, implementación y divulgación de medidas para prevenir y sancionar conductas contrarias a la ética pública.



No puede obviarse el hecho de que este tipo de reglamentación, además de fortalecer el control interno en el Poder Judicial, también constituye una herramienta valiosa para el combate contra la corrupción, un flagelo que afecta diversas instituciones públicas como se ha dado a conocer ampliamente en la prensa nacional.



Los resultados de la evaluación evidenciaron la necesidad de fortalecer la implementación y seguimiento de éste, para ello la participación de la Comisión de Transparencia se considera importante con el fin impulsar estos aspectos, en temas tales como: procurar mejora la aplicación integral del Reglamento, definición clara de responsabilidades, entre otros. Asimismo, se identificó la relevancia de establecer acciones de mejora por parte distintas dependencias institucionales, tales como: la Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Proveeduría, la Secretaría General de la Corte y la Oficina de Cumplimiento; lo anterior considerando las afectaciones que podría generar su inobservancia, tal como se describe con mayor amplitud en los resultados posteriores.



Producto de las debilidades encontradas se estipulan una serie de disposiciones dirigidas a las Jefaturas de cada instancia, orientadas a optimizar el sistema de control interno y subsanar los eventos identificados, las cuales se describen en el apartado de Recomendaciones. Al finalizar la revisión, se tuvo anuencia y compromiso de las partes involucradas para subsanar los aspectos identificados y cumplir las recomendaciones, lo cual será verificado en la etapa de seguimiento respectiva.


















Evaluación sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial

[bookmark: _Toc120631440]INTRODUCCIÓN

[bookmark: _Toc293406870][bookmark: _Toc293407058][bookmark: _Toc376937150][bookmark: _Toc376938108][bookmark: _Toc376938423][bookmark: _Toc376939195][bookmark: _Toc16233796][bookmark: _Toc120631441]Trámite de los informes de auditoría según la Ley General de Control Interno

El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares subordinados encargados de las áreas evaluadas, deben dar a los informes que emite la Auditoría Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas o el planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha de recibido el documento.



A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 

[bookmark: _Toc120631442]Origen del estudio

[bookmark: _Toc293406872][bookmark: _Toc293407060][bookmark: _Toc376937152][bookmark: _Toc376938110][bookmark: _Toc376938425][bookmark: _Toc376939197]Fundamentado en el Plan Anual de Trabajo de 2022 conocido por Corte Plena en sesión 50-2021 del 22 de noviembre de 2021, artículo XIII.

[bookmark: _Toc120631443]Objetivo general

Verificar la existencia de medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, a la fecha de la evaluación.

[bookmark: _Toc120631444]Alcance y naturaleza

[bookmark: _Toc376937154][bookmark: _Toc376938112][bookmark: _Toc376938427][bookmark: _Toc376939199]Este servicio de auditoría es de naturaleza especial y como parte de su alcance consideró el análisis de las acciones desarrolladas por las instancias del Poder Judicial que tengan bajo su responsabilidad determinadas labores para dar cumplimiento del documento denominado: Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, por ejemplo: la Oficina de Cumplimiento, Dirección de Gestión Humana, Departamento de Proveeduría y la Secretaría General de la Corte. De igual forma se efectuaron revisiones de aspectos generales en diversas dependencias respecto al acatamiento de dicha normativa.



El período de revisión comprendió del 1 de marzo de 2020 (entrada en vigencia de la regulación evaluada) al 31 de mayo de 2022. Esta última, a su vez, constituye la fecha de corte.

[bookmark: _Toc120631445]Equipo de trabajo

[bookmark: _Hlk67051937][bookmark: _Toc293406874][bookmark: _Toc293407062][bookmark: _Toc376937155][bookmark: _Toc376938113][bookmark: _Toc376938428][bookmark: _Toc376939200][bookmark: _Hlk64530302]El estudio fue desarrollado por José Alexander Solano Cruz, profesional en auditoría, bajo la supervisión de Jonathan Carvajal Carvajal, jefatura de la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, Roberth García González, Director General.  Asimismo, en lo pertinente, incorpora los criterios emitidos por Christian Bruns Espinoza, Asesor Jurídico de este Despacho.

[bookmark: _Toc120631446]Normativa técnica aplicada

Para la ejecución de este trabajo se observaron las Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas promulgadas por la Contraloría General de la República.

[bookmark: _Toc120631447]Difusión de los resultados

[bookmark: _Toc293406877][bookmark: _Toc293407065][bookmark: _Toc376937158][bookmark: _Toc376938116][bookmark: _Toc376938431][bookmark: _Toc376939203]Los resultados, conclusiones y recomendaciones de este estudio se comunicaron a la Comisión de Transparencia mediante informe en borrador 1107-72-IAC-APAI-2022. La audiencia se realizó el 15 de noviembre de 2022 en la cual participaron: Damaris Vargas Vásquez, Magistrada de Sala Primera, Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Magistrado de Sala Segunda, Jorge Araya García, Magistrado de Sala Constitucional, Kennia Alvarado Villalobos, Jefe de la Oficina de Cumplimiento, Dinorah Álvarez Acosta, miembro del Consejo Superior, así como representantes de otras dependencias institucionales como Dirección de Planificación, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público e Inspección Judicial.



Asimismo, se remitió extracto de informe en borrador a otras dependencias responsables de la implementación de recomendaciones, a saber:



		Número de informe

		Despacho

		Fecha de audiencia

		Participantes



		1109-74-SAFJP-2022

		Secretaría General de la Corte

		07/09/2022

		Silvia Navarro Romanini /Secretaria General

Maricruz Chacón Cubillo

Indira Jiménez González



		1108-73-SAFJP-2022

		Oficina de Cumplimiento

		06/09/2022

		Kennia Alvarado Villalobos / Oficiala de Cumplimiento



Catalina Blanco / Profesional







Finalmente, con oficio 1111-77-SAFJP-2022 se puso en conocimiento del informe a la Dirección de Gestión Humana, sin embargo, su jefatura a través de correo electrónico del 5 de setiembre de 2022 manifestó no tener observaciones, igual situación se presentó con el informe 1110-76-SAFJP-2022 dirigido a la Proveeduría Judicial, por cuanto su Jefa indicó estar de acuerdo con el contenido del documento.



Lo anterior, permitió considerar las observaciones presentadas, las cuales han sido incorporadas al informe en lo pertinente.















[bookmark: _Toc120631448][bookmark: _Toc44897645][bookmark: _Toc293405768][bookmark: _Toc293406878][bookmark: _Toc293407066][bookmark: _Toc376937159]ANTECEDENTES

[bookmark: _Hlk104880752]La llamada Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, fue aprobada por Corte Plena en sesión 014-2019, en el artículo XIII, del 1 de abril de 2019 y rige desde el 1 de marzo de 2020.



Tal como lo señala el preámbulo de ese documento, su origen está relacionado con normativa nacional e internacional orientada a la adopción, implementación y divulgación de medidas para prevenir y sancionar conductas contrarias a la ética pública.



No puede obviarse el hecho de que este tipo de reglamentación, además de fortalecer el control interno en el Poder Judicial, también constituye una herramienta valiosa para el combate contra la corrupción, un flagelo que afecta diversas instituciones públicas como se ha dado a conocer ampliamente en la prensa nacional.



Este Reglamento está constituido por 47 artículos y si bien aplica a todas las personas que laboran en el Poder Judicial, algunas de las normas establecen responsabilidades específicas para determinadas áreas funcionales de la Institución.  En este sentido, el numeral 46 indica:



Deber de seguimiento por parte de los órganos competentes.

Será responsabilidad del jerarca y de los titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. 

La Auditoría Interna deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.



Dado lo anterior, se procedió a la evaluación del cumplimiento de este Reglamento, con especial énfasis en aquellos artículos los cuales asignan deberes a departamentos o unidades administrativas, por ejemplo: la Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Proveeduría, la Secretaría General de la Corte y la Oficina de Cumplimiento. En el caso de la Comisión de Transparencia, dadas sus funciones en materia de supervisión de acciones que impactan el buen gobierno judicial y en materia anticorrupción, el presente informe está orientado a aspectos generales relacionados con la implementación y seguimiento de la normativa evaluada.



[bookmark: _Toc120631449][bookmark: _Toc376938117][bookmark: _Toc376938432][bookmark: _Toc376939204]RESULTADOS 

[bookmark: _Toc376938118][bookmark: _Toc376938433][bookmark: _Toc376939205]Producto de la auditoría realizada en el área de interés, se determinaron los aspectos detallados a continuación:



[bookmark: _Toc112141567][bookmark: _Toc120631450][bookmark: _Toc376937160]Importancia de impulsar un abordaje integral sobre el tema de conflicto de intereses en el Poder Judicial considerando entre otros aspectos la capacitación y difusión del Reglamento que regula esta temática

La normativa institucional regulatoria de los conflictos de intereses en el Poder Judicial establece en su artículo 43:



Divulgación y sensibilización. 



La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:



a)	La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.



b)	La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Asimismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional. 



Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia.



Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.

(Lo subrayado no corresponde al original)



En virtud de lo indicado en esta norma se comprobó la inclusión de este tema en el respectivo Plan Anual Operativo (PAO) de 2022 de las instancias citadas en el inciso a). También se consultó a las Unidades de Capacitación mencionadas sobre las actividades desarrolladas durante el 2020 y 2021, así como lo programado para el actual período. 



Derivado de las respuestas obtenidas, se observó que cada una de estas Instancias ha implementado diversas estrategias para sensibilizar al personal correspondiente sobre conflictos de interés (se han desarrollado talleres, cápsulas informativas, capacitaciones virtuales, conversatorios, etc.).  De acuerdo con la información suministrada, se programan y organizan actividades con el apoyo de la Oficina de Cumplimiento, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, así como con el Subproceso de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 



Pese a ello, no se deriva la existencia una estrategia institucional que permita abordar este tema de forma más integral en el sentido (sin que ello signifique que no se haya tenido esa intención), por ejemplo: de llevar el control del avance en la capacitación y metas a nivel institucional, impacto de la sensibilización llevada a cabo, ejecución de actividades de análisis interdisciplinarias (diversos Ámbitos) con el fin de establecer aspectos de mejoras las capacitaciones al considerar las experiencias obtenidas en los cursos interactivos y procurar así, una sinergia en el trabajo en este Poder del Estado.



Incluso, al plantear la siguiente consulta a las Unidades de Capacitación: ¿Existe actualmente un órgano rector en la institución en cuanto a la planificación en este tema (conflictos de interés)? Por ejemplo, que brinde seguimiento a las metas establecidas por las Unidades de Capacitación y desarrolle alguna coordinación entre éstas.  Se obtuvieron respuesta tales como:



Repuesta A



Quien nos hace consultas y nos pide resultados es la misma Oficina de Cumplimiento y la misma Auditoría.





Repuesta B



La Escuela Judicial (órgano rector de las Unidades de Capacitación), remite los Planes Anuales de Capacitación al Consejo Superior para su aprobación. En el informe final, que se remite a la Escuela Judicial y al Consejo Superior, se remiten los datos sobre el cumplimiento de las capacitaciones, dentro de las cuales se encuentran, las relacionadas con el Reglamento Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial.



Es importante indicar que, actualmente, las capacitaciones sobre el Reglamento están incluidas en el Plan Anual Operativo (PAO), y es la Dirección de Planificación, la que revisa y da seguimiento al cumplimiento del PAO.



Repuesta C



El órgano rector en líneas generales de capacitación de las diferentes unidades de capacitación del Poder Judicial lo es la Escuela Judicial.  Es importante destacar que temas como el de conflicto de interés, se realizaron acciones de coordinación con la oficina de Cumplimiento antes de la entrada en vigor del Reglamento, donde se abordaron distintas acciones a desarrollar por las distintas unidades para la incorporación del tema en sus currículas.



Repuesta D



[…] considero que la Comisión de Transparencia (órgano al cual se le rinde informes de labores y seguimiento de los proyectos desarrollados en el tema de Transparencia y Anticorrupción), conjuntamente con la Oficina de Cumplimiento se encargan de requerir cualquier tipo de informes en relación al cumplimiento de la normativa y proyectos en relación con la temática. 



Repuesta E



Sobre este tema distintas instancias han solicitado información, pero de manera específica la Oficina de Cumplimiento recibe información proporcionada por la Escuela, ante su requerimiento.



De dichas respuestas se desprende, desde el punto de su percepción, una incongruencia en la existencia de un órgano rector en este tema y mucho se orienta hacia la solicitud de información requerida pero no se vislumbra que esto forme parte de un abordaje integral, lo cual evidencia posibilidades de mejoras sobre el particular.



El hecho de que cada una de las Unidades de Capacitación realice sus propias actividades en esta materia es importante; sin embargo, debe recordarse que en el Poder Judicial operan muchas instancias de diversa naturaleza que en sus labores cotidianas tienen relación constante (por ejemplo, personal de Juzgados Penales, Fiscalía y Defensa Pública) por lo que toma relevancia analizar su interacción y los riesgos existentes en el ámbito de los conflictos de interés.



Por otra parte, en entrevista realizada a la Jefatura de la Oficina de Cumplimiento por esta Auditoría, dicha funcionaria comentó la necesidad y conveniencia de integrar esfuerzos para el abordaje de los conflictos de interés, para lo cual se requiere mayor participación de las áreas involucradas. Esto ha motivado que esa Oficina haya tomado la iniciativa con la creación de diferentes espacios la difusión de la normativa de estudio, pero no es suficiente.



Referente a la situación descrita en este resultado, las Normas de control interno para el Sector Público en su apartado 4.5. Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones, estipula:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.



Esa carencia parcial en cuanto al impulso y monitoreo de una estrategia institucional para la prevención de los conflictos de interés, así como la coordinación entre las áreas responsables de llevar a cabo las capacitaciones en esta materia, puede dar lugar a duplicidad de esfuerzos, incremento de costos, aumenta el riesgo de que algún tema no sea considerado o que se tenga una visualización diferente de un mismo asunto, entre otros.



También relacionado con los temas de divulgación y sensibilización de esta normativa, durante el presente año se ha observado la organización de diferentes actividades orientadas a lograr una mayor concientización sobre la importancia de la ética, los valores, la probidad, así como la identificación y prevención de los conflictos de intereses.



En este sentido, se desarrollaron, por ejemplo, los siguientes eventos:





· 24/06/2022: Conferencia “Ética puesta en práctica”

· 18/05/2022: Charla “Causales de abstención y el régimen de prohibiciones en la regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial”.

· 25/04/2022: Se divulgó la Circular N°65-2022 Protocolo de atención de gestión de conflicto de interés y Formulario de denuncias relacionadas con conflictos de interés.

· 28/03/2022 al 24/04/2022: Curso virtual “Los conflictos de interés en el Poder Judicial. Marco normativo, identificación y gestionamiento”. 

· 01/03/2022: Lanzamiento del simulador de conflictos de interés. 



Pese a lo anterior, específicamente en lo que corresponde a la difusión del Reglamento, no se observa una campaña enfocada a sus alcances, deberes y repercusiones, lo cual se considera relevante para avanzar en el cumplimiento de éste, al fortalecer conciencia en la población judicial de su importancia para la Institución.



Lo indicado en este resultado se refuerza con el contenido del punto 3.2 de este informe referente a la inexistencia de la designación de una instancia encargada de la verificación del cumplimiento del contenido de la Regulación de comentario.
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El artículo 46 del Reglamento reseñado anteriormente en este informe establece “el deber de seguimiento por parte de los órganos competentes”.  No obstante, tal como se ha citado se carece de una mención precisa sobre el ente que debe asumir este rol, es decir, actualmente no se cuenta con un órgano encargado de dar seguimiento a la Regulación sobre conflictos de interés (y por ende verificar el cumplimiento de las disposiciones establecidas).



Para abordar este tema, se solicitó a varias oficinas[footnoteRef:2] información sobre las acciones implementadas para el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 11 de la normativa el cual cita: [2:  Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones, Departamento Financiero Contable, Departamento de Proveeduría.] 




Artículo 11. Obligaciones de las jefaturas.



	Las jefaturas tienen un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas servidoras del Poder Judicial, y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:



	a)	Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a sus personas subalternas, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.

	

b)	Al menos dos veces al año enviar a las personas integrantes del Despacho u Oficina una circular para recordarles las graves consecuencias para la buena gestión pública que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.

	c)	Abrir espacios adecuados para que sus colaboradoras y colaboradores, de manera transparente, oportuna y en un ambiente de confianza, formulen sus dudas sobre las obligaciones en esta materia, y revelen los intereses privados que los puedan colocar en una situación potencial de conflicto de interés.

	

d)	Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a sus colaboradoras y colaboradores en el desempeño de sus funciones.

	

e)	Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés del personal a su cargo, y darle una solución adecuada a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la afectación a la gestión judicial, y a la imagen y credibilidad del Poder Judicial.

	

f)	Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en riesgo la imparcialidad, la integridad pública, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación del personal judicial.

(Lo subrayado no corresponde al original)



Conforme la información remitida por los Despachos consultados no fue posible determinar el cumplimiento cabal de todos los incisos contenidos en este artículo. Por ejemplo, en cuanto al apartado b), se observó que algunas instancias remitieron la circular con la periodicidad establecida (semestralmente) mientras que otras lo hicieron con menor frecuencia o inclusive no se enviaron.



En el punto a) alguna dependencia refirió que a través de reuniones se ha instado a la necesidad de identificar las situaciones que puedan generar conflictos de interés a fin de que sean debidamente gestionadas por parte de cada Jefatura inmediata, de acuerdo con lo dispuesto en la citada regulación y se insistió a las personas supervisoras regionales de la necesidad de estar vigilantes en la detección y gestión de situaciones que pudieran ser generadoras de conflictos de interés; otra, mencionó diversas acciones de divulgación de la normativa, sin embargo, no se remitió documentación que respalde la determinación uniforme a nivel de la Dependencia de esas situaciones de conflicto, con el fin de que sirva de parámetro para una misma aplicación y no quede a criterio solamente de cada Jefatura, esto por cuanto pueden existir diversas valoraciones ante una misma situación dependiendo de la perspectiva de cada persona.



Por otra parte, algunas respuestas no permiten concluir sobre las acciones planteadas, a manera de referencia, el Ministerio Público, en su contestación a las consultas planteadas, se limitó a indicar:



Con instrucciones superiores del Fiscal General a.i., […], se comunica para los fines consiguientes, que se toma nota del oficio 451-SAFJP-2022 y sobre el particular manifiesta que, en la próxima sesión del Consejo Fiscal, se pondrá en agenda el tema de la prevención y gestión de los “conflictos de interés”, para que a nivel de jefaturas máximas del Ministerio Público se interiorice el tema y se traslade al personal fiscal y técnico subalterno del resto de fiscalías. 

Adicionalmente, se remitirá un recordatorio de la Circular 20-ADM-2019 y su anexo, que regula a nivel interno del Ministerio Público los conflictos de interés.



Por su parte la jefatura del Departamento de Proveeduría respondió con oficio 1577-DP/07-2022:



[…] en el que solicita se indique si el Departamento de Proveeduría aplica el artículo 11 del Reglamento de Conflictos de Interés, he de decirle que en enero de este año inicié con este puesto el cual es de forma temporal, sin embargo he buscado por muchos lados y consultado a las demás jefaturas y desde la aplicación de dicho Reglamento en el Departamento no se ha iniciado con ningún trámite de los que describe y tampoco hay emitida ninguna circular al respecto. 



Lo único que se hizo en el año 2020 fue asistir a la capacitación a la cual asistieron todas las jefaturas y se nos entregó el reglamento. De ahí para adelante no se hizo ninguna gestión al respecto. 



Yo retomaría el tema y procuraría en los próximos meses tener un acercamiento con las jefaturas y girar circulares y directrices dentro de lo que nos corresponde para procurar cumplir con lo señalado



A manera de reflexión, algunas de las respuestas obtenidas tienden a ser muy general, otras son específicas en algunos temas puntuales y hay documentos de los cuales realmente no se vislumbra la aplicación del artículo en mención, lo cual evidencia la necesidad de que se defina alguna estrategia con el fin de que se dé, por parte de la Administración Activa, un adecuado seguimiento en cuanto al cumplimiento de las diversas responsabilidades incluidas no solo en el artículo 11 del Reglamento, sino en otros en donde se establecen deberes particulares y de ellos es importante, también controlar su debida aplicación, por el impacto negativo que puede tener un incumplimiento.   Dicha designación no se ha definido claramente a nivel Institucional.  



Algunos otros aspectos analizados por esta Auditoría en esta evaluación que amerita un seguimiento en cuanto a su cumplimiento son los citados a continuación.  Es importante indicar que los resultados determinados al respecto están siendo comunicados a las Dependencias correspondientes:



· Emisión de una declaración sobre relaciones de parentesco por parte de los oferentes a puestos en el Poder Judicial y consulta al registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana previo a cualquier movimiento de personal. (artículo 16)

· Publicación en el sitio web oficial de cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia de información relativa a Magistradas y Magistrados Suplentes. (artículo 17)

· Información a los proveedores sobre los alcances de la prohibición del personal judicial para aceptar regalos u otros beneficios. (artículo 21)



Respecto a esta temática, las Normas de Control Interno para el Sector Público, emitidas por la Contraloría General de la República establece en su aparte 4.5.1 sobre la supervisión constante:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las acciones necesarias para la consecución de los objetivos.



La ausencia de un seguimiento oportuno de las medidas dispuestas en la Regulación bajo análisis no contribuye al logro de los objetivos de esta normativa ya que la Administración no tiene certeza (y prueba) de su cumplimiento, de tal forma que tampoco se pueden tomar acciones correctivas para mitigar los riesgos que puedan presentarse, entre los cuales se encuentran algunos de tipo legal, reputacional y operativo.



Finalmente, la aplicación de esta normativa atañe a todas las Dependencia institucionales, por cuanto un conflicto de intereses puede presentarse en cualquier instancia, evidentemente en aspectos propios de su competencia; sin embargo, un punto por valorar es que a nivel general no se han concretado acciones para fortalecer su aplicación a través de estrategias aplicadas con temas transversales (como por ejemplo, el hostigamiento sexual) en donde se ha obligado su incorporación en los planes operativos (valga citar que en las Directrices técnicas para la formulación de los planes anuales operativos para el 2023 no se incorpora como un punto obligatorio el tema bajo análisis) o incluso a nivel de SEVRI.



Como referencia cabe señalar que en la audiencia final del informe borrador efectuada con las personas integrantes de la Comisión de Transparencia el 15 de noviembre de 2022, la Directora de Planificación, Nacira Valverde Bermúdez, comentó que en el PAO 2022 del citado Comité, se plasmó un objetivo vinculado al seguimiento a efectuar a las distintas Unidades de Capacitación institucionales, de las capacitaciones desarrolladas sobre la política de prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial.
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El Reglamento analizado establece la responsabilidad de ejecutar determinadas acciones a departamentos o áreas específicas de la Institución, por ejemplo: Dirección de Gestión Humana y Departamento de Proveeduría, entre otros; sin embargo, en sus artículos 14 y 21 no se indica la oficina o responsable de realizar ciertas asignaciones o se menciona, pero de forma un tanto imprecisa. A continuación, se detallan estos casos:



3.1.a. El artículo 14 en su último párrafo describe una información que debe ser “publicada de manera oficiosa y oportuna en la página web institucional”; no obstante, no se ha delimitado la oficina obligada a ello ni qué debe publicarse. Dicho numeral señala:



Incompatibilidades para la contratación administrativa. 



Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, conforme lo dispone el numeral 20 de su Reglamento. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona servidora,  judicial deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción, que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.



La información actualizada sobre las personas físicas, aludidas en este artículo, que laboran en el Poder Judicial, cubiertas por el régimen de prohibiciones, será publicada de manera oficiosa y oportuna en la página Web institucional”.

[bookmark: _Hlk107304185](Lo subrayado no corresponde al original)



Actualmente, no se observa en la página web institucional lo establecido en el párrafo segundo antes transcrito. 



Según información suministrada por personal de la DTIC, en cada área funcional del Poder Judicial hay una persona encargada (autorizada) para incluir información, de forma tal que el personal de esa Dirección solamente brinda soporte en caso de requerir ayuda en el proceso, pero no tiene (el personal de DTIC) la responsabilidad de “cargar” la página con documentos o archivos de las distintas dependencias judiciales.



Se consultó a la Jefatura del Departamento de Proveeduría si ese Despacho ha realizado alguna publicación sobre el particular y por medio del oficio 1578-DP/07-2022, respondió:



No se realiza, no ha sido costumbre hacer una publicación de estas personas, se hizo la consulta a la Jefatura de Adquisiciones para lograr determinar si se había girado alguna orden al respecto, sin embargo, me indican que no se hace. Los analistas y las jefaturas si tienen claro que, si en algún momento se presenta algún conflicto de interés relacionado con alguna relación con las empresas participantes de algún procedimiento de su trámite, se hace la comunicación formal a su jefatura para tomar las medidas respectivas. Es importante señalar que con la gran cantidad de oferentes que existen es inmanejable que las personas puedan saber si algún familiar que no sea directo trabaje en alguna empresa relacionada ya que muchas personas no tenemos contacto con la familia que no sea el núcleo cercano.



Sobre el mismo tema se consultó a la Oficina de Cumplimiento, cuál es la instancia encargada de dicha publicación y se obtuvo el siguiente comentario:



[…] sobre cuál es la oficina o puesto responsable de la actualización de datos en el sitio web respecto a las personas físicas sujetas al régimen de prohibiciones en materia de contratación administrativa (artículo 14 transcrito de la Regulación de conflictos de interés).



Conforme al numeral 14, el responsable de publicar y mantener actualizada la información en forma oficiosa y oportuna es la persona(s) u oficina a cargo de la administración del sitio web institucional del Poder Judicial.



Por otra parte, debe considerarse también dentro de los sujetos obligados a mantener la publicidad de esta información (de forma actual y pertinente), a las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa.



Posteriormente, dicha Oficina agregó:



Cabe decir que a partir de lo que ordena la norma, de conformidad con el artículo 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, se establece con meridiana claridad, los sujetos a los cuales recae la prohibición de participar en forma directa o indirecta en cualquiera de las etapas del proceso de contratación pública, incluidos los que por relación por parentesco tengan vínculo con alguna de las personas servidoras públicas con poder de decisión, los que  ejercen un rol de fiscalización o de asesor/consultor de los oferentes. 



Al respecto y conforme al artículo 14 de la Regulación de conflictos de interés, deberá publicitarse en la página web institucional un registro de las personas funcionarias judiciales cubiertas por este régimen de prohibiciones, incluida la materia de conflictos de interés. 



Para ello debe considerarse en primer lugar, a toda persona que tenga alguna injerencia en la asesoría, decisión, deliberación, o que tiene otra forma de participación durante el proceso de contratación como externar su opinión, involucrarse en la selección y/o adjudicación de la oferta, que participe de la fiscalización del contrato o en la ejecución de este. (ver artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa) 



Por otra parte, véase que el artículo 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa define los cargos, puestos o funciones, que tienen prohibición para participar como oferentes en los procesos de contratación pública (en el tanto no exista exención o excepción al cumplimiento de este supuesto)  



Como se denota de lo anterior, para dar cabal cumplimiento a la norma, es necesario se analice y defina, la entidad correspondiente, primero que todo, de recabar la información, para lo cual se deberá definir cuáles son las responsabilidades o labores de las personas por incluir en esta lista y girar las instrucciones pertinentes, considerando que existen contrataciones tramitadas por Administraciones Regionales y no solo en el Departamento de Proveeduría y yendo más allá, incluso hay personal de diversas oficinas, que por ejemplo, participan con sus criterios técnicos y segundo, realizar las diligencias para su oportuna inclusión en la página web, además de temas sobre su periódica actualización.



3.1.b.  El artículo 21 se refiere a la prohibición que tiene “todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios” para recibir premios o regalos de proveedores, lo cual podría referirse a personal del Departamento de Proveeduría y/o de las áreas que gestionan un proceso de contratación.  Asimismo, en el segundo párrafo de ese numeral indica “Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores (…)”, es decir, tampoco se define el departamento o la oficina encargada de llevar a cabo esa acción.



Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.



[bookmark: _Hlk104889613]Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 



[bookmark: _Hlk104890145]Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.



La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.



Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.

[bookmark: _Hlk108685046](Lo subrayado no corresponde al original)



Referente a lo normado en este artículo, se consultó al Departamento de Proveeduría sobre su cumplimiento y su jefatura por medio del oficio 1578-DP/07-2022, respondió:



2. ¿Efectúa el Despacho a su cargo una comunicación a los proveedores sobre los alcances de la prohibición establecida en el artículo 21? 



En este caso mensualmente se publica en la página del Departamento la lista de proveedores activos de acuerdo con la normativa, lo que si no se ha realizado es una publicación de advertencia a los proveedores de dar obsequios al personal del Departamento, sin embargo, es de conocimiento de todos los funcionarios que eso es prohibido. 



3. ¿Cuáles han sido las medidas implementadas por esa Proveeduría para abordar e impulsar el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 21, tanto a nivel interno de esa Oficina como en términos institucionales, en vista de su competencia en temas de contratación administrativa? 



Como se indicó en la respuesta anterior, no hay ninguna publicación que se haya realizado en la página recordando a los oferentes que los obsequios están prohibidos, es conocimiento de todos los funcionarios, pero ya como una directriz girada a voces desde hace años, no ha sido una práctica de este Departamento hacer banner o comunicaciones en este sentido.



Quisiera señalar que, yo asumí temporalmente el puesto desde enero de este año y consulte a las diferentes jefaturas, pero no hay ninguna directriz por escrito que pueda sustentar estas consultas. Lo retomaré para que en los próximos meses hacer acercamientos con el personal, generar circulares y publicaciones que nos permitan cumplir con lo indicado



Tal y como se puede observar de la respuesta dada si bien puede existir un conocimiento a voces del fin último pretendido por este artículo, se considera que no es suficiente como para darlo por cumplido, aunado a lo anterior, es importante tener claro que en la Institución, como se mencionó anteriormente no solo el Departamento de Proveeduría se encarga de los procesos de adquisición de bienes y servicios, de igual forma otras dependencias tales como las Administraciones Regionales desempeña esta función, por ello, es de esperar que si el órgano técnico no ha cumplido a cabalidad, esas últimas oficinas se encuentren en la misma situación.



Al respecto, cabe indicar que las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) en el apartado 1.5 Responsabilidad de los funcionarios sobre el SCI (Sistema de Control Interno) señala: 



De conformidad con las responsabilidades que competen a cada puesto de trabajo, los funcionarios de la institución deben, de manera oportuna, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables, realizar las acciones pertinentes y atender los requerimientos para el debido diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de los distintos componentes funcionales del SCI.

(Lo subrayado no corresponde al original)



El no tener adecuadamente delimitadas las responsabilidades del cumplimiento de los artículos anteriores las cuales tienen relación con un aspecto de suma sensibilidad en el tema de conflicto de intereses como lo es la contratación administrativa puede influir en la eventual materialización de riesgos legales y operativos, que incluso podrían afectar negativamente el Erario, todo ello en detrimento del logro de objetivos institucionales.

[bookmark: _Toc120631453]Necesidad de instaurar acciones para procurar que la población judicial mantenga actualizada su información personal en su expediente oficial

[bookmark: _Hlk105399889]El Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", señala a la persona servidora judicial como principal responsable para informar sobre los conflictos de interés que afecten las funciones a su cargo, tal como lo señala el artículo 7:



Evitar los conflictos de interés.



La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.

(Lo subrayado no corresponde al original)

El artículo 16 de dicha normativa, se refiere a la declaración sobre parentescos y el deber de actualizar esta información cada vez que se presente una variación en ese particular:



Declaración sobre parentescos.



Todas las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina en la que laboran.



Todas las personas servidoras judiciales, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.



El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana para los efectos, debe ser consultado, previo a la realización de cualquier movimiento de personal.

(Lo subrayado y/o resaltado no corresponde al original)



Actualmente, tal como comunicó la Dirección de Gestión Humana mediante oficio PJ-DGH-RS-0320-2022 del 8 de junio de 2022:



[…] todas las personas interesadas en participar en los procesos selectivos de este Subproceso, y que cumplan con todos los requisitos a la fecha de cierre de la convocatoria, deberán completar la oferta electrónica para los efectos e inscribirse por medio del sistema GH En Línea al cual se puede acceder por internet e intranet las 24 horas del día durante el plazo de vigencia.



Conforme se verificó, esta oferta solicita información sobre familiares, socios comerciales y otras personas con las cuales eventualmente podría existir conflictos de interés.



De tal forma que para esta Auditoría se cumple lo señalado por el artículo 16 en cuanto a la información sobre parentesco que debe incluirse en la oferta de servicios.  De igual manera, está claro que la responsabilidad de actualizar el expediente recae estrictamente en las personas servidoras judiciales, como lo indica este mismo artículo y lo enfatiza la Administración mediante circulares enviadas semestralmente, por ejemplo, la PJ-DGH-CIR-026-2021 del 5 de noviembre de 2021 (Obligación de mantener el Expediente Personal al día) la cual establece: 



La Dirección de Gestión Humana con el fin de contribuir con el mejoramiento del proceso de gestión de documentos y la calidad de la información contenida en los expedientes de las y los servidores y funcionarios judiciales, recuerda a toda la población judicial, que es responsabilidad de cada servidor y servidora judicial verificar desde su perfil de GH en Línea, que los documentos y la información contenida en su Expediente de Personal se encuentre vigente y actualizada.



Esta práctica permite un mejoramiento continuo en la tramitación de las diferentes gestiones que se desarrollan en los Subprocesos de la Dirección de Gestión Humana [...]



En este sentido se considera que, si bien este tipo de recordatorios son importantes para procurar la debida actualización de los expedientes personales, no se considera que garantice adecuadamente su cumplimiento, por lo cual sería conveniente, dada la relevancia del tema de conflictos de interés, valorar otras estrategias que permitan reforzar este aspecto, considerando temas tecnológicos para un monitoreo oportuno. 



Tal como indica la circular referida, la actualización de la información incluida en el expediente personal contribuye al mejoramiento de las diversas gestiones desarrolladas por la Dirección de Gestión Humana, sumado a esto, también constituye una herramienta fundamental en la identificación y prevención de los conflictos de intereses por lo que es importante que esta información permanezca actualizada. Caso contrario, podrían presentarse situaciones de personal judicial expuesto en riesgos de naturaleza ética o moral con ocasión de relaciones con terceros (proveedores, litigantes, etc.) o compañeros (as) de la Institución.



Sobre el particular, las Normas de control interno para el Sector Publico, en su apartado 4.5 estipula sobre la Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.

[bookmark: _Toc120631454]Necesidad de ejecutar acciones para dar cumplimiento al artículo 21 del Reglamento en lo referente a la prohibición del personal judicial para aceptar regalos u otros beneficios de parte de los proveedores

El Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, en el numeral 21 se refiere a la prohibición que tiene el personal judicial para aceptar regalos, premios u otros beneficios de parte de proveedores.  A la vez establece el deber de la Administración de comunicar a dichos terceros sobre tal régimen de prohibición. A continuación, se transcribe la norma mencionada:



Artículo 21. Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.



Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 



Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.



La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.



Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.

(El subrayado no corresponde al original)



Respecto su cumplimiento, se consultó a la Jefatura a.i. del Departamento de Proveeduría quien mediante oficio 578-DP/07-2022 respondió:



En este caso mensualmente se publica en la página del Departamento la lista de proveedores activos de acuerdo con la normativa, lo que si no se ha realizado es una publicación de advertencia a los proveedores de dar obsequios al personal del Departamento, sin embargo, es de conocimiento de todos los funcionarios que eso es prohibido.



Como se indicó en la respuesta anterior, no hay ninguna publicación que se haya realizado en la página recordando a los oferentes que los obsequios están prohibidos, es conocimiento de todos los funcionarios, pero ya como una directriz girada a voces desde hace años, no ha sido una práctica de este Departamento hacer banner o comunicaciones en este sentido.



Quisiera señalar que, yo asumí temporalmente el puesto desde enero de este año y consulte a las diferentes jefaturas, pero no hay ninguna directriz por escrito que pueda sustentar estas consultas. Lo retomaré para que en los próximos meses hacer acercamientos con el personal, generar circulares y publicaciones que nos permitan cumplir con lo indicado.



Los alcances de la prohibición indicada si bien pueden ser de conocimiento de todo el personal del Departamento de Proveeduría constituyen por su misma naturaleza un tema que es preciso reiterar periódicamente más aún, tomando en cuenta los movimientos de personal (traslados, ascensos, jubilaciones, licencias, etc.) que normalmente ocurren en la Institución. 



En relación con los proveedores, la omisión de un comunicado sobre este tema por parte de la Administración, puede generar el interés de beneficiar a una persona servidora judicial en aras de obtener alguna ventaja con respecto a otras empresas o personas concursantes.  En caso de que este riesgo se materialice podría tener efectos negativos a nivel reputacional, operativo y legal.



Sobre el particular las Normas de control interno para el Sector Público, en su aparte 4.5. establece sobre Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.

[bookmark: _Toc107479713][bookmark: _Toc120631455]Necesidad de crear un registro con los requerimientos indicados en artículo 17 (párrafo segundo) del Reglamento que regula los conflictos de interés en el Poder Judicial

La denominada Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial establece:



Artículo 17. Publicación oficiosa de información sobre suplencias de magistraturas.



En el sitio Web oficial de cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, en un lugar visible, se publicitará el listado de las Magistradas y los Magistrados Suplentes, el período de nombramiento, una reseña de su currículo y de la actividad profesional externa que realizan (historial laboral), y cualquier otra información que se considere pertinente. En caso de que se trate de abogadas o abogados litigantes, se deberá indicar en esos términos, con mención de la oficina o firma de abogados en la que prestan sus servicios o ha prestado servicios en los últimos dos años. 



Asimismo, se deberá llevar en la Secretaría de la Corte un registro con la información actualizada de los siguientes contenidos: períodos de sustitución de cada uno de las magistradas y los magistrados suplentes, con indicación de las prórrogas, el nombre de la magistrada o el magistrado titular a quien suple en cada período, o bien la razón de la suplencia y los motivos por los que no ha aceptado determinada propuesta de nombramiento o de las fechas en las que han concurrido a votación. Las Magistradas y los Magistrados Suplentes que litiguen, tienen prohibido hacer ostentación de su cargo público en el ejercicio liberal de su profesión o ante cualquier despacho judicial.

(Lo subrayado no corresponde al original)



En relación con lo señalado en el primer párrafo antes transcrito se verificó la inclusión de la información requerida por la normativa. Pese a ello, cabe mencionar que la forma de presentar los datos por parte de cada una de las Salas difiere, en algunos casos se observan aspectos detallados de información personal, educación, experiencia laboral, etc., mientras que en otros se aporta un resumen de algunas líneas.



Respecto a lo indicado en el segundo párrafo, a la fecha de ejecución del presente estudio no se cuenta con el registro establecido por la norma.  Sobre el particular la Secretaría de la Corte mediante oficio 6075-2022 del 16 de junio de 2022 señaló:

[…] desde el año 2020 se viene trabajando en el tema en conjunto con el Despacho de la Presidencia, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, las Direcciones de Gestión Humana, de Tecnologías de la Información y Comunicaciones y esta Secretaría General.



	Es importante indicar, que la información que se debe de incluir en el sistema que se indica en el artículo mencionado, debe ser recopilada en un solo módulo informático. Al respecto, se han realizado reuniones con las oficinas señaladas; al día de hoy se encuentra pendiente de respuesta el oficio 2702-2022, dirigido a la DTIC, el cual se adjunta.



	En dicho oficio se solicita, se indique cuándo se podría volver a contar con el recurso humano, con el fin de que la Secretaría contara con un registro que contemple diversos aspectos relacionados con el nombramiento de las magistradas y los magistrados suplentes y el cual tuvo que ser suspendido por atención de la Pandemia.



	Al respecto esta Secretaría consultó a la secretaria de la DTIC sobre la respuesta del oficio en mención y la sra. […] respondió que esperaban contestar a la brevedad (se adjunta pantallazo de TEAMS)



A la fecha no existe en nuestros registros respuesta del oficio 2702-2022”



La ausencia del registro establecido en la norma antes mencionada representa un incumplimiento de ésta, pese a su vigencia desde hace más de dos años (rige desde el 1 de marzo de 2020), además, cabe señalar la importancia de su implementación desde un punto de vista de sanas prácticas en materia de transparencia.

[bookmark: _Toc106887070][bookmark: _Toc120631456]Conveniencia de establecer parámetros para la emisión de criterios a raíz de consultas del personal judicial

La Oficina de Cumplimiento fue creada como Órgano de Apoyo Técnico para la Comisión de Transparencia en sesión de Corte Plena 009-2019, artículo XX, del 4 de marzo de 2019. El acta correspondiente indica, entre sus principales funciones:



· Ejecutar los acuerdos de la Comisión de Transparencia

· Coordinar y articular las iniciativas, acciones y proyectos en temas de transparencia y probidad para el Poder Judicial

· Coordinar con las diferentes oficinas institucionales para el seguimiento y cumplimiento de las líneas de acción definidas para la prevención, control y sanción de las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad.

· Generar proyectos y estrategias que potencien el fortalecimiento de la transparencia y el perfilamiento al riesgo a nivel institucional.









Actualmente está integrada por la Oficial de Cumplimiento, dos Analistas de Cumplimiento (una Profesional en Derecho y un Profesional en Control Interno) y una Asistente Administrativa.



En relación con las funciones que le encomienda el Reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”, su artículo 44 establece lo siguiente:



Artículo 44. Consulta e interpretación y aplicación.

Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia, sin perjuicio de las competencias de la Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento.

(Lo subrayado no corresponde al original)



Con la finalidad de verificar el cumplimiento del numeral antes citado, se observó una muestra de criterios emitidos por la Oficina de Cumplimiento durante el 2021 y el 2022.  Las consultas abordan diferentes temas tales como relaciones de amistad manifiesta, de noviazgo o de matrimonio, aparentes conflictos de interés (reales o potenciales), cumplimiento de deberes, etc. 



Se considera que las respuestas emitidas por la Oficina de Cumplimiento son razonables en virtud de su pertinencia con lo consultado.  Respecto a los tiempos de respuesta, si bien este Despacho ha establecido un plazo de diez días hábiles, se observaron lapsos muy variados, desde un día (o menos incluso) hasta 50 días naturales o más. 



Es comprensible que cada uno de los temas consultados tiene aspectos particulares (normativa que le aplica, personas involucradas, urgencia para su atención, requerimientos de información, etc.) que lo condicionan y que es necesario someter a análisis, por lo cual, establecer una clasificación o categorización de las consultas, así como plazos para su resolución, pueden representar una valiosa herramienta para la atención y trámite de estas gestiones. Ante esta realidad es hasta cierto punto inconveniente o poco práctico determinar un único plazo para responder a todas las inquietudes surgidas en la población judicial.



Adicionalmente, este tipo de parámetros internos pueden ajustarse conforme en el tiempo se adquiera mayor experiencia en su tramitología y en el caso de personal de reciente ingreso será útil para estimar la duración según el contenido del caso. 



Al consultarse sobre el establecimiento de plazos para la atención de las consultas, la Oficina de Cumplimiento se refirió en los siguientes términos mediante oficio 064-OC-2022 del 9 de mayo de 2022:



En esta Oficina se ha establecido, como regla general, un plazo de diez días hábiles para evacuar las consultas que se plantean con base en lo dispuesto por el numeral 44 del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. Sin embargo, en algunas ocasiones, dicho plazo debe ser ampliado por diversas razones, entre ellas:



1.- La complejidad de la consulta. Algunos planteamientos resultan de una complejidad importante y requiere de mayor análisis. Al respecto, es importante considerar que la aprobación de esta regulación conllevó la generación de criterios -internos e institucionales- en esta materia, lo que ha implicado el desarrollar conceptos, interpretar e integrar otras disposiciones normativas vinculadas, identificar y analizar jurisprudencia administrativa de interés -particularmente, de la Procuraduría General de la República y de la Contraloría General de la República-, y jurisprudencia judicial, así como pronunciamientos de oficinas internas -tales como la Dirección Jurídica-. En algunas ocasiones, también ha sido necesario consultar directamente otros profesionales conocedores del tema para afinar o confirmar la posición -como a la Procuraduría de la Ética Pública y la Dirección Jurídica de la Contraloría General de la República-.

2.- Definición de contenido y estructura de la consulta. Por otra parte, se ha trabajado en definir el contenido básico -general- que debe tener una consulta y la forma de abordar los temas consultados. Con la finalidad de desarrollar un planteamiento que responda al o los cuestionamientos planteados y que abarque en forma completa el supuesto expuesto, hemos elaborado una especie de esquema en la atención de las consultas, así se ha determinado que la referencia a la normativa vinculada y a jurisprudencia de interés, por ejemplo, es necesario para consolidar y dar mayor sustento al pronunciamiento, aunado a que sirve para instruir aún más en la materia y brindar al petente material de consulta de otras instancias que sustentan y sirven de fundamento al criterio externado. Además, dependiendo de la consulta, también hemos desarrollado lineamientos para abordar la temática desde diversas aristas, y procurar que al gestionante se le presente el panorama integral, incluyendo el caso específico. Lo anterior, atendiendo a que algunos supuestos pueden estar contenidos en forma directa o indirecta en las disposiciones de la regulación y desde un enfoque preventivo consideramos relevante el abordaje desde una perspectiva más integral. Entonces, en ciertos casos es necesario, conveniente y oportuno, ampliar el desarrollo del tema lo que implica destinar más tiempo al pronunciamiento.



3.- Asignación de otras labores propias de la Oficina. La atención de las consultas no es exclusiva, las personas que estamos dedicadas a la emisión de criterios sobre la regulación de conflictos de intereses desarrollamos también otras funciones y proyectos, por lo que el horario laboral debe ser distribuido para responder a otras tareas. 



4.- Requerimiento de información. Ciertas consultas adolecen de la información necesario y/o completa para definir el objeto de estudio para emitir un criterio. En estos casos, sea a través del petente o por gestión desde la Oficina, se debe ubicar información y/o precisar o allegar mayores datos.



Como se desprende de lo expuesto, en principio, se procura responder en un plazo de diez días hábiles las consultas planteadas; sin embargo, hay una serie de variables que a veces nos impiden atender en ese plazo por las razones indicadas. 



Finalmente, me parece importante mencionar que, a efectos de dar seguimiento a esta labor, cada semana, la persona de apoyo nos remite un informe de las consultas pendientes, de esta forma tenemos monitoreado cada asunto y valoramos el avance de la consulta”.

(Lo subrayado no corresponde al original)

La implementación de parámetros internos para responder las consultas de la población judicial sobre interpretación y alcances de la normativa que regula los conflictos de interés en la Institución puede servir de guía para el personal actual y futuro de la Oficina de Cumplimiento, de tal manera que se estimen tiempos y, por ende, se contribuya a la planificación de actividades y en las labores de supervisión. 



Por el contrario, su ausencia, puede dar lugar a que un criterio no se emita oportunamente lo cual implique la materialización de un riesgo (operativo o legal) en temas de nombramientos, contratación administrativa u otros.  Precisamente en esto radica la importancia de que los criterios se emitan de forma adecuada.



Sobre el particular las Normas de control interno para el Sector Público, en su aparte 4.5. establece sobre Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.



[bookmark: _Toc120631457][bookmark: _Toc44897646][bookmark: _Toc293405769][bookmark: _Toc293406879][bookmark: _Toc293407067][bookmark: _Toc376937163][bookmark: _Toc376938121][bookmark: _Toc376938436][bookmark: _Toc376939208]CONCLUSIÓN 

Como resultado de la evaluación efectuada respecto al cumplimiento de las medidas dispuestas en la Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, se verificó el cumplimiento de diversos aspectos de ella.



Sin embargo, es necesario indicar que luego de dos años de vigencia, a pesar de los esfuerzos realizados por la Administración Activa, esta normativa aún no ha sido implementada de manera integral, por cuanto se identificó en todas las dependencias responsables, oportunidades de mejora para una aplicación más efectiva de esta normativa. 



En virtud de ello, se considera conveniente que la Dirección de Gestión Humana, establezca medidas para garantizar la actualización de datos del personal judicial en su expediente oficial, las cuales coadyuven a garantizar el cumplimiento del artículo 16 del Reglamento en cuanto a la información sobre parentesco que debe incluirse en la oferta de servicios. En cuanto al Departamento de Proveeduría, la relevancia de informar a los proveedores las prohibiciones para las personas servidoras judiciales sobre la recepción de regalos y premios establecidas en el artículo 21. 



Por parte de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, resulta necesario establecer las acciones respectivas para el registro de la información detallada en el segundo acápite del artículo 17; y la Oficina de Cumplimiento, fortalecer el proceso de respuesta a las consultas planteadas por el personal judicial. 





Respecto a la participación de la Comisión de Transparencia, su colaboración se orienta al fortalecimiento de la aplicación del Reglamento, de tal manera que, el cumplimiento de esta permita el logro de los objetivos por los cuales fue creada y, por ende, contribuya a robustecer el sistema de control interno.



[bookmark: _Toc293405770][bookmark: _Toc293406880][bookmark: _Toc293407068][bookmark: _Toc376937164][bookmark: _Toc376938122][bookmark: _Toc376938437][bookmark: _Toc376939209][bookmark: _Toc120631458]RECOMENDACIONES



A quien presida la Comisión de Transparencia



5.1. Procurar las acciones respectivas orientadas a impulsar una estrategia que permita un abordaje más integral del tema de conflicto de intereses a nivel de la Institución considerando dentro de este, aspectos relacionados con capacitación y difusión por parte de las Unidades de Capacitación.  (Resultado 3.1) este no se a quiness 



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)



5.2. [bookmark: _Hlk103786888][bookmark: _Hlk107318607][bookmark: _Hlk107318553]Analizar la posibilidad de promover la incorporación como parte del Plan Anual Operativo (PAO) y del Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI) de cada área funcional, respecto al cumplimiento de diversos aspectos contemplado en la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial” con el propósito de impulsar, de mejor manera, el fortalecimiento del abordaje de esta temática a nivel institucional.  (Resultado 3.2)  randall que la comisión incentive la regulación, hacer en cada oficina 



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)

 

5.3. Impulsar las acciones correspondientes a nivel institucional para que se defina un órgano responsable del seguimiento sobre la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial” con la finalidad de identificar oportunamente cualquier incumplimiento, así como los aspectos susceptibles de mejora. (Resultado 3.2). esto se esta regulando en el plan de acción de la política. Ya se entrego el instuemento la oficina de cumplimiento ha generado instrumentos de seguimiento y ha colaborado con las oficinas pero finalmente los porcesos son responsabilidad de Gestión Humana. Y se deben impular por medio de la política todas las acciones que están asignadas a esa unidad  



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)



5.4. [bookmark: _Hlk107308889]Promover las medidas pertinentes con el fin de que la Institución tenga claridad de las instancias responsables del cumplimiento de todos los artículos contenidos en la Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. (Resultado 3.3) 



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)



A la Directora de Gestión Humana 

5.5. Fortalecer las medidas implementadas actualmente respecto a la actualización del expediente personal de cada persona servidora judicial relacionada con  posibles conflictos de intereses, por cuanto la normativa estipula que para cualquier modalidad de nombramiento la información en el expediente debe tener dicha característica, lo anterior con el fin de contribuir con la adecuada gestión de este tipo de conflictos y pueda ser utilizada para el análisis y toma de decisiones por las instancias correspondientes. (Resultado 3.4)  



Plazo de implementación: Tres meses



A la Jefatura del Departamento de Proveeduría 

5.6. Establecer las medidas pertinentes para informar a los proveedores del Poder Judicial sobre los alcances de la prohibición que tiene el personal de la Institución de recibir premios u otros beneficios, esto con la finalidad de mitigar el riesgo operativo y reputacional que puede causar ese tipo de actos.  (Resultado 3.5)



Plazo de implementación: Tres meses



5.7. Implementar estrategias de comunicación formales dirigidas al personal que tiene relación con los procesos de adquisición de bienes y servicios referentes a la prohibición de aceptar regalos con el fin de fortalecer una cultura de probidad y ética. (Resultado 3.5)



Plazo de implementación: Tres meses

A la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia

5.8. Establecer las medidas o coordinaciones pertinentes para implementar un registro conforme lo demanda el artículo 17, párrafo segundo, de la regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, esto con el propósito de mantener información actualizada referente a los ítems ahí requeridos. (Resultado 3.6)



Plazo de implementación: Seis meses





A la Jefatura de la Oficina de Cumplimiento



5.9. Fortalecer el proceso de respuesta de consultas planteadas ante la Oficina de Cumplimiento a través del establecimiento de medidas orientadas a la definición de plazos para su atención, considerando las características y requerimientos de información necesarios, lo anterior con la finalidad de velar por una atención oportuna de los casos y la existencia de una guía para el personal a cargo de estas labores. (Resultado 3.7)



Plazo de implementación: Dos meses
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 18 de enero de 2023

N° 304-2023

Al contestar refiérase a este # de oficio





[bookmark: _Hlk109210262]Señora Magistrada

Licda. Patricia Solano Castro, Presidenta

Comisión de Transparencia y Anticorrupción



Estimada señora:





Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 110-2022 celebrada el 15 de diciembre de 2022, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc122006078]“ARTÍCULO XXII 



Documento N° 14189-2022



El licenciado Roberth García González, Director General de Auditoría Interna, remite copia del oficio N° 1574-122-IAC-APAI-2022 del 29 de noviembre de 2022, referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, que literalmente dice:



“Para que se haga de conocimiento de las demás personas integrantes de la Comisión de Transparencia, se remite el informe final, referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, efectuado por la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, del Despacho a mi cargo.



El objetivo fue verificar la existencia de medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, a la fecha de la evaluación.



En cumplimiento de lo instituido en numeral 2.10 de las Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público y 205 de las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, así como en artículo 51 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna del Poder Judicial[footnoteRef:1], los resultados, conclusiones y recomendaciones del estudio fueron presentados, en lo pertinente, a las distintas dependencias encargadas de la implementación de las acciones de mejora, precisándose plazos para su cumplimiento. Por lo anterior, se remiten copias del informe para la aplicación respectiva, según lo acordado. [1:  Publicado en el Diario Oficial La Gaceta 163 del 25 de agosto de 2021.] 




Además, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría efectuará oportunamente un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por las instancias competentes, se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos. 



…”





[bookmark: _Toc120631439][bookmark: _Toc44897644][bookmark: _Toc293405767][bookmark: _Toc293406869][bookmark: _Toc293407057][bookmark: _Toc376937149][bookmark: _Toc376938107][bookmark: _Toc376938422][bookmark: _Toc376939194]RESUMEN EJECUTIVO



Esta auditoría de naturaleza especial tuvo como objetivo verificar la existencia de medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, a la fecha de la evaluación. El período de alcance fue del 1 de marzo de 2020 (entrada en vigencia de la regulación) al 31 de mayo de 2022 (fecha de corte). 



Dicho documento fue aprobado por Corte Plena en sesión 014-2019, en el artículo XIII, del 1 de abril de 2019 y rige desde el 1 de marzo de 2020 y su origen está relacionado con normativa nacional e internacional orientada a la adopción, implementación y divulgación de medidas para prevenir y sancionar conductas contrarias a la ética pública.



No puede obviarse el hecho de que este tipo de reglamentación, además de fortalecer el control interno en el Poder Judicial, también constituye una herramienta valiosa para el combate contra la corrupción, un flagelo que afecta diversas instituciones públicas como se ha dado a conocer ampliamente en la prensa nacional.



Los resultados de la evaluación evidenciaron la necesidad de fortalecer la implementación y seguimiento de éste, para ello la participación de la Comisión de Transparencia se considera importante con el fin impulsar estos aspectos, en temas tales como: procurar mejora la aplicación integral del Reglamento, definición clara de responsabilidades, entre otros. Asimismo, se identificó la relevancia de establecer acciones de mejora por parte distintas dependencias institucionales, tales como: la Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Proveeduría, la Secretaría General de la Corte y la Oficina de Cumplimiento; lo anterior considerando las afectaciones que podría generar su inobservancia, tal como se describe con mayor amplitud en los resultados posteriores.



Producto de las debilidades encontradas se estipulan una serie de disposiciones dirigidas a las Jefaturas de cada instancia, orientadas a optimizar el sistema de control interno y subsanar los eventos identificados, las cuales se describen en el apartado de Recomendaciones. Al finalizar la revisión, se tuvo anuencia y compromiso de las partes involucradas para subsanar los aspectos identificados y cumplir las recomendaciones, lo cual será verificado en la etapa de seguimiento respectiva.



Evaluación sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial



[bookmark: _Toc120631440]INTRODUCCIÓN

[bookmark: _Toc293406870][bookmark: _Toc293407058][bookmark: _Toc376937150][bookmark: _Toc376938108][bookmark: _Toc376938423][bookmark: _Toc376939195][bookmark: _Toc16233796][bookmark: _Toc120631441]Trámite de los informes de auditoría según la Ley General de Control Interno



El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares subordinados encargados de las áreas evaluadas, deben dar a los informes que emite la Auditoría Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas o el planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha de recibido el documento.



A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 



[bookmark: _Toc120631442]Origen del estudio

[bookmark: _Toc293406872][bookmark: _Toc293407060][bookmark: _Toc376937152][bookmark: _Toc376938110][bookmark: _Toc376938425][bookmark: _Toc376939197]

Fundamentado en el Plan Anual de Trabajo de 2022 conocido por Corte Plena en sesión 50-2021 del 22 de noviembre de 2021, artículo XIII.



[bookmark: _Toc120631443]Objetivo general

[bookmark: _Toc293406873][bookmark: _Toc293407061][bookmark: _Toc376937153][bookmark: _Toc376938111][bookmark: _Toc376938426][bookmark: _Toc376939198]

Verificar la existencia de medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, a la fecha de la evaluación.



[bookmark: _Toc120631444]Alcance y naturaleza

[bookmark: _Toc376937154][bookmark: _Toc376938112][bookmark: _Toc376938427][bookmark: _Toc376939199]

Este servicio de auditoría es de naturaleza especial y como parte de su alcance consideró el análisis de las acciones desarrolladas por las instancias del Poder Judicial que tengan bajo su responsabilidad determinadas labores para dar cumplimiento del documento denominado: Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, por ejemplo: la Oficina de Cumplimiento, Dirección de Gestión Humana, Departamento de Proveeduría y la Secretaría General de la Corte. De igual forma se efectuaron revisiones de aspectos generales en diversas dependencias respecto al acatamiento de dicha normativa.



El período de revisión comprendió del 1 de marzo de 2020 (entrada en vigencia de la regulación evaluada) al 31 de mayo de 2022. Esta última, a su vez, constituye la fecha de corte.



[bookmark: _Toc120631445]Equipo de trabajo

[bookmark: _Hlk67051937][bookmark: _Toc293406874][bookmark: _Toc293407062][bookmark: _Toc376937155][bookmark: _Toc376938113][bookmark: _Toc376938428][bookmark: _Toc376939200]

[bookmark: _Hlk64530302]El estudio fue desarrollado por José Alexander Solano Cruz, profesional en auditoría, bajo la supervisión de Jonathan Carvajal Carvajal, jefatura de la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, Roberth García González, Director General.  Asimismo, en lo pertinente, incorpora los criterios emitidos por Christian Bruns Espinoza, Asesor Jurídico de este Despacho.



[bookmark: _Toc120631446]Normativa técnica aplicada



Para la ejecución de este trabajo se observaron las Normas para el ejercicio de la auditoría interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas promulgadas por la Contraloría General de la República.



[bookmark: _Toc120631447]Difusión de los resultados

[bookmark: _Toc293406877][bookmark: _Toc293407065][bookmark: _Toc376937158][bookmark: _Toc376938116][bookmark: _Toc376938431][bookmark: _Toc376939203]

Los resultados, conclusiones y recomendaciones de este estudio se comunicaron a la Comisión de Transparencia mediante informe en borrador 1107-72-IAC-APAI-2022. La audiencia se realizó el 15 de noviembre de 2022 en la cual participaron: Damaris Vargas Vásquez, Magistrada de Sala Primera, Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Magistrado de Sala Segunda, Jorge Araya García, Magistrado de Sala Constitucional, Kennia Alvarado Villalobos, Jefe de la Oficina de Cumplimiento, Dinorah Álvarez Acosta, miembro del Consejo Superior, así como representantes de otras dependencias institucionales como Dirección de Planificación, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público e Inspección Judicial.



Asimismo, se remitió extracto de informe en borrador a otras dependencias responsables de la implementación de recomendaciones, a saber:



		Número de informe

		Despacho

		Fecha de audiencia

		Participantes



		1109-74-SAFJP-2022

		Secretaría General de la Corte

		07/09/2022

		Silvia Navarro Romanini /Secretaria General

Maricruz Chacón Cubillo

Indira Jiménez González



		1108-73-SAFJP-2022

		Oficina de Cumplimiento

		06/09/2022

		Kennia Alvarado Villalobos / Oficiala de Cumplimiento



Catalina Blanco / Profesional







Finalmente, con oficio 1111-77-SAFJP-2022 se puso en conocimiento del informe a la Dirección de Gestión Humana, sin embargo, su jefatura a través de correo electrónico del 5 de setiembre de 2022 manifestó no tener observaciones, igual situación se presentó con el informe 1110-76-SAFJP-2022 dirigido a la Proveeduría Judicial, por cuanto su Jefa indicó estar de acuerdo con el contenido del documento.



Lo anterior, permitió considerar las observaciones presentadas, las cuales han sido incorporadas al informe en lo pertinente.





[bookmark: _Toc120631448][bookmark: _Toc44897645][bookmark: _Toc293405768][bookmark: _Toc293406878][bookmark: _Toc293407066][bookmark: _Toc376937159]ANTECEDENTES

[bookmark: _Hlk104880752]

La llamada Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, fue aprobada por Corte Plena en sesión 014-2019, en el artículo XIII, del 1 de abril de 2019 y rige desde el 1 de marzo de 2020.



Tal como lo señala el preámbulo de ese documento, su origen está relacionado con normativa nacional e internacional orientada a la adopción, implementación y divulgación de medidas para prevenir y sancionar conductas contrarias a la ética pública.



No puede obviarse el hecho de que este tipo de reglamentación, además de fortalecer el control interno en el Poder Judicial, también constituye una herramienta valiosa para el combate contra la corrupción, un flagelo que afecta diversas instituciones públicas como se ha dado a conocer ampliamente en la prensa nacional.



Este Reglamento está constituido por 47 artículos y si bien aplica a todas las personas que laboran en el Poder Judicial, algunas de las normas establecen responsabilidades específicas para determinadas áreas funcionales de la Institución.  En este sentido, el numeral 46 indica:



Deber de seguimiento por parte de los órganos competentes.



Será responsabilidad del jerarca y de los titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento. 



La Auditoría Interna deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de esta normativa.



Dado lo anterior, se procedió a la evaluación del cumplimiento de este Reglamento, con especial énfasis en aquellos artículos los cuales asignan deberes a departamentos o unidades administrativas, por ejemplo: la Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Proveeduría, la Secretaría General de la Corte y la Oficina de Cumplimiento. En el caso de la Comisión de Transparencia, dadas sus funciones en materia de supervisión de acciones que impactan el buen gobierno judicial y en materia anticorrupción, el presente informe está orientado a aspectos generales relacionados con la implementación y seguimiento de la normativa evaluada.



[bookmark: _Toc120631449][bookmark: _Toc376938117][bookmark: _Toc376938432][bookmark: _Toc376939204]RESULTADOS 

[bookmark: _Toc376938118][bookmark: _Toc376938433][bookmark: _Toc376939205]

Producto de la auditoría realizada en el área de interés, se determinaron los aspectos detallados a continuación:



[bookmark: _Toc112141567][bookmark: _Toc120631450][bookmark: _Toc376937160]Importancia de impulsar un abordaje integral sobre el tema de conflicto de intereses en el Poder Judicial considerando entre otros aspectos la capacitación y difusión del Reglamento que regula esta temática



La normativa institucional regulatoria de los conflictos de intereses en el Poder Judicial establece en su artículo 43:



Divulgación y sensibilización. 



La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:



a)	La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.



b)	La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Asimismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional. 



Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia.



Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.

(Lo subrayado no corresponde al original)



En virtud de lo indicado en esta norma se comprobó la inclusión de este tema en el respectivo Plan Anual Operativo (PAO) de 2022 de las instancias citadas en el inciso a). También se consultó a las Unidades de Capacitación mencionadas sobre las actividades desarrolladas durante el 2020 y 2021, así como lo programado para el actual período. 



Derivado de las respuestas obtenidas, se observó que cada una de estas Instancias ha implementado diversas estrategias para sensibilizar al personal correspondiente sobre conflictos de interés (se han desarrollado talleres, cápsulas informativas, capacitaciones virtuales, conversatorios, etc.).  De acuerdo con la información suministrada, se programan y organizan actividades con el apoyo de la Oficina de Cumplimiento, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, así como con el Subproceso de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana. 



Pese a ello, no se deriva la existencia una estrategia institucional que permita abordar este tema de forma más integral en el sentido (sin que ello signifique que no se haya tenido esa intención), por ejemplo: de llevar el control del avance en la capacitación y metas a nivel institucional, impacto de la sensibilización llevada a cabo, ejecución de actividades de análisis interdisciplinarias (diversos Ámbitos) con el fin de establecer aspectos de mejoras las capacitaciones al considerar las experiencias obtenidas en los cursos interactivos y procurar así, una sinergia en el trabajo en este Poder del Estado.



Incluso, al plantear la siguiente consulta a las Unidades de Capacitación: ¿Existe actualmente un órgano rector en la institución en cuanto a la planificación en este tema (conflictos de interés)? Por ejemplo, que brinde seguimiento a las metas establecidas por las Unidades de Capacitación y desarrolle alguna coordinación entre éstas.  Se obtuvieron respuesta tales como:



Repuesta A



Quien nos hace consultas y nos pide resultados es la misma Oficina de Cumplimiento y la misma Auditoría.



Repuesta B



La Escuela Judicial (órgano rector de las Unidades de Capacitación), remite los Planes Anuales de Capacitación al Consejo Superior para su aprobación. En el informe final, que se remite a la Escuela Judicial y al Consejo Superior, se remiten los datos sobre el cumplimiento de las capacitaciones, dentro de las cuales se encuentran, las relacionadas con el Reglamento Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial.



Es importante indicar que, actualmente, las capacitaciones sobre el Reglamento están incluidas en el Plan Anual Operativo (PAO), y es la Dirección de Planificación, la que revisa y da seguimiento al cumplimiento del PAO.



Repuesta C



El órgano rector en líneas generales de capacitación de las diferentes unidades de capacitación del Poder Judicial lo es la Escuela Judicial.  Es importante destacar que temas como el de conflicto de interés, se realizaron acciones de coordinación con la oficina de Cumplimiento antes de la entrada en vigor del Reglamento, donde se abordaron distintas acciones a desarrollar por las distintas unidades para la incorporación del tema en sus currículas.



Repuesta D



[…] considero que la Comisión de Transparencia (órgano al cual se le rinde informes de labores y seguimiento de los proyectos desarrollados en el tema de Transparencia y Anticorrupción), conjuntamente con la Oficina de Cumplimiento se encargan de requerir cualquier tipo de informes en relación al cumplimiento de la normativa y proyectos en relación con la temática. 



Repuesta E



Sobre este tema distintas instancias han solicitado información, pero de manera específica la Oficina de Cumplimiento recibe información proporcionada por la Escuela, ante su requerimiento.



De dichas respuestas se desprende, desde el punto de su percepción, una incongruencia en la existencia de un órgano rector en este tema y mucho se orienta hacia la solicitud de información requerida pero no se vislumbra que esto forme parte de un abordaje integral, lo cual evidencia posibilidades de mejoras sobre el particular.



El hecho de que cada una de las Unidades de Capacitación realice sus propias actividades en esta materia es importante; sin embargo, debe recordarse que en el Poder Judicial operan muchas instancias de diversa naturaleza que en sus labores cotidianas tienen relación constante (por ejemplo, personal de Juzgados Penales, Fiscalía y Defensa Pública) por lo que toma relevancia analizar su interacción y los riesgos existentes en el ámbito de los conflictos de interés.



Por otra parte, en entrevista realizada a la Jefatura de la Oficina de Cumplimiento por esta Auditoría, dicha funcionaria comentó la necesidad y conveniencia de integrar esfuerzos para el abordaje de los conflictos de interés, para lo cual se requiere mayor participación de las áreas involucradas. Esto ha motivado que esa Oficina haya tomado la iniciativa con la creación de diferentes espacios la difusión de la normativa de estudio, pero no es suficiente.



Referente a la situación descrita en este resultado, las Normas de control interno para el Sector Público en su apartado 4.5. Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones, estipula:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.



Esa carencia parcial en cuanto al impulso y monitoreo de una estrategia institucional para la prevención de los conflictos de interés, así como la coordinación entre las áreas responsables de llevar a cabo las capacitaciones en esta materia, puede dar lugar a duplicidad de esfuerzos, incremento de costos, aumenta el riesgo de que algún tema no sea considerado o que se tenga una visualización diferente de un mismo asunto, entre otros.



También relacionado con los temas de divulgación y sensibilización de esta normativa, durante el presente año se ha observado la organización de diferentes actividades orientadas a lograr una mayor concientización sobre la importancia de la ética, los valores, la probidad, así como la identificación y prevención de los conflictos de intereses.



En este sentido, se desarrollaron, por ejemplo, los siguientes eventos:



· 24/06/2022: Conferencia “Ética puesta en práctica”

· 18/05/2022: Charla “Causales de abstención y el régimen de prohibiciones en la regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial”.

· 25/04/2022: Se divulgó la Circular N°65-2022 Protocolo de atención de gestión de conflicto de interés y Formulario de denuncias relacionadas con conflictos de interés.

· 28/03/2022 al 24/04/2022: Curso virtual “Los conflictos de interés en el Poder Judicial. Marco normativo, identificación y gestionamiento”. 

· 01/03/2022: Lanzamiento del simulador de conflictos de interés. 



Pese a lo anterior, específicamente en lo que corresponde a la difusión del Reglamento, no se observa una campaña enfocada a sus alcances, deberes y repercusiones, lo cual se considera relevante para avanzar en el cumplimiento de éste, al fortalecer conciencia en la población judicial de su importancia para la Institución.



Lo indicado en este resultado se refuerza con el contenido del punto 3.2 de este informe referente a la inexistencia de la designación de una instancia encargada de la verificación del cumplimiento del contenido de la Regulación de comentario.



[bookmark: _Toc112141568][bookmark: _Toc120631451][bookmark: _Toc376938119][bookmark: _Toc376938434][bookmark: _Toc376939206][bookmark: _Toc376937161]Necesidad de verificar el cumplimiento de las medidas establecidas en el Reglamento



El artículo 46 del Reglamento reseñado anteriormente en este informe establece “el deber de seguimiento por parte de los órganos competentes”.  No obstante, tal como se ha citado se carece de una mención precisa sobre el ente que debe asumir este rol, es decir, actualmente no se cuenta con un órgano encargado de dar seguimiento a la Regulación sobre conflictos de interés (y por ende verificar el cumplimiento de las disposiciones establecidas).



Para abordar este tema, se solicitó a varias oficinas[footnoteRef:2] información sobre las acciones implementadas para el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 11 de la normativa el cual cita: [2:  Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones, Departamento Financiero Contable, Departamento de Proveeduría.] 




Artículo 11. Obligaciones de las jefaturas.



	Las jefaturas tienen un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas servidoras del Poder Judicial, y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:



a)	Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a sus personas subalternas, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.

	

b)	Al menos dos veces al año enviar a las personas integrantes del Despacho u Oficina una circular para recordarles las graves consecuencias para la buena gestión pública que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.



c)	Abrir espacios adecuados para que sus colaboradoras y colaboradores, de manera transparente, oportuna y en un ambiente de confianza, formulen sus dudas sobre las obligaciones en esta materia, y revelen los intereses privados que los puedan colocar en una situación potencial de conflicto de interés.

	

d)	Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a sus colaboradoras y colaboradores en el desempeño de sus funciones.

	

e)	Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés del personal a su cargo, y darle una solución adecuada a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la afectación a la gestión judicial, y a la imagen y credibilidad del Poder Judicial.

	

f)	Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en riesgo la imparcialidad, la integridad pública, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación del personal judicial.



(Lo subrayado no corresponde al original)



Conforme la información remitida por los Despachos consultados no fue posible determinar el cumplimiento cabal de todos los incisos contenidos en este artículo. Por ejemplo, en cuanto al apartado b), se observó que algunas instancias remitieron la circular con la periodicidad establecida (semestralmente) mientras que otras lo hicieron con menor frecuencia o inclusive no se enviaron.



En el punto a) alguna dependencia refirió que a través de reuniones se ha instado a la necesidad de identificar las situaciones que puedan generar conflictos de interés a fin de que sean debidamente gestionadas por parte de cada Jefatura inmediata, de acuerdo con lo dispuesto en la citada regulación y se insistió a las personas supervisoras regionales de la necesidad de estar vigilantes en la detección y gestión de situaciones que pudieran ser generadoras de conflictos de interés; otra, mencionó diversas acciones de divulgación de la normativa, sin embargo, no se remitió documentación que respalde la determinación uniforme a nivel de la Dependencia de esas situaciones de conflicto, con el fin de que sirva de parámetro para una misma aplicación y no quede a criterio solamente de cada Jefatura, esto por cuanto pueden existir diversas valoraciones ante una misma situación dependiendo de la perspectiva de cada persona.



Por otra parte, algunas respuestas no permiten concluir sobre las acciones planteadas, a manera de referencia, el Ministerio Público, en su contestación a las consultas planteadas, se limitó a indicar:



Con instrucciones superiores del Fiscal General a.i., […], se comunica para los fines consiguientes, que se toma nota del oficio 451-SAFJP-2022 y sobre el particular manifiesta que, en la próxima sesión del Consejo Fiscal, se pondrá en agenda el tema de la prevención y gestión de los “conflictos de interés”, para que a nivel de jefaturas máximas del Ministerio Público se interiorice el tema y se traslade al personal fiscal y técnico subalterno del resto de fiscalías. 



Adicionalmente, se remitirá un recordatorio de la Circular 20-ADM-2019 y su anexo, que regula a nivel interno del Ministerio Público los conflictos de interés.



Por su parte la jefatura del Departamento de Proveeduría respondió con oficio 1577-DP/07-2022:



[…] en el que solicita se indique si el Departamento de Proveeduría aplica el artículo 11 del Reglamento de Conflictos de Interés, he de decirle que en enero de este año inicié con este puesto el cual es de forma temporal, sin embargo he buscado por muchos lados y consultado a las demás jefaturas y desde la aplicación de dicho Reglamento en el Departamento no se ha iniciado con ningún trámite de los que describe y tampoco hay emitida ninguna circular al respecto. 



Lo único que se hizo en el año 2020 fue asistir a la capacitación a la cual asistieron todas las jefaturas y se nos entregó el reglamento. De ahí para adelante no se hizo ninguna gestión al respecto. 



Yo retomaría el tema y procuraría en los próximos meses tener un acercamiento con las jefaturas y girar circulares y directrices dentro de lo que nos corresponde para procurar cumplir con lo señalado.



A manera de reflexión, algunas de las respuestas obtenidas tienden a ser muy general, otras son específicas en algunos temas puntuales y hay documentos de los cuales realmente no se vislumbra la aplicación del artículo en mención, lo cual evidencia la necesidad de que se defina alguna estrategia con el fin de que se dé, por parte de la Administración Activa, un adecuado seguimiento en cuanto al cumplimiento de las diversas responsabilidades incluidas no solo en el artículo 11 del Reglamento, sino en otros en donde se establecen deberes particulares y de ellos es importante, también controlar su debida aplicación, por el impacto negativo que puede tener un incumplimiento.   Dicha designación no se ha definido claramente a nivel Institucional.  



Algunos otros aspectos analizados por esta Auditoría en esta evaluación que amerita un seguimiento en cuanto a su cumplimiento son los citados a continuación.  Es importante indicar que los resultados determinados al respecto están siendo comunicados a las Dependencias correspondientes:



· Emisión de una declaración sobre relaciones de parentesco por parte de los oferentes a puestos en el Poder Judicial y consulta al registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana previo a cualquier movimiento de personal. (artículo 16)



· Publicación en el sitio web oficial de cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia de información relativa a Magistradas y Magistrados Suplentes. (artículo 17)



· Información a los proveedores sobre los alcances de la prohibición del personal judicial para aceptar regalos u otros beneficios. (artículo 21)



Respecto a esta temática, las Normas de Control Interno para el Sector Público, emitidas por la Contraloría General de la República establece en su aparte 4.5.1 sobre la supervisión constante:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de la gestión institucional y la observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como emprender las acciones necesarias para la consecución de los objetivos.



La ausencia de un seguimiento oportuno de las medidas dispuestas en la Regulación bajo análisis no contribuye al logro de los objetivos de esta normativa ya que la Administración no tiene certeza (y prueba) de su cumplimiento, de tal forma que tampoco se pueden tomar acciones correctivas para mitigar los riesgos que puedan presentarse, entre los cuales se encuentran algunos de tipo legal, reputacional y operativo.



Finalmente, la aplicación de esta normativa atañe a todas las Dependencia institucionales, por cuanto un conflicto de intereses puede presentarse en cualquier instancia, evidentemente en aspectos propios de su competencia; sin embargo, un punto por valorar es que a nivel general no se han concretado acciones para fortalecer su aplicación a través de estrategias aplicadas con temas transversales (como por ejemplo, el hostigamiento sexual) en donde se ha obligado su incorporación en los planes operativos (valga citar que en las Directrices técnicas para la formulación de los planes anuales operativos para el 2023 no se incorpora como un punto obligatorio el tema bajo análisis) o incluso a nivel de SEVRI.



Como referencia cabe señalar que en la audiencia final del informe borrador efectuada con las personas integrantes de la Comisión de Transparencia el 15 de noviembre de 2022, la Directora de Planificación, Nacira Valverde Bermúdez, comentó que en el PAO 2022 del citado Comité, se plasmó un objetivo vinculado al seguimiento a efectuar a las distintas Unidades de Capacitación institucionales, de las capacitaciones desarrolladas sobre la política de prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial.



[bookmark: _Toc112141566][bookmark: _Toc120631452][bookmark: _Toc376938120][bookmark: _Toc376938435][bookmark: _Toc376939207][bookmark: _Toc376937162]Necesidad de establecer con claridad las instancias del Poder Judicial encargadas de cumplimiento de diversos artículos del Reglamento bajo análisis 



El Reglamento analizado establece la responsabilidad de ejecutar determinadas acciones a departamentos o áreas específicas de la Institución, por ejemplo: Dirección de Gestión Humana y Departamento de Proveeduría, entre otros; sin embargo, en sus artículos 14 y 21 no se indica la oficina o responsable de realizar ciertas asignaciones o se menciona, pero de forma un tanto imprecisa. A continuación, se detallan estos casos:



3.1.a. El artículo 14 en su último párrafo describe una información que debe ser “publicada de manera oficiosa y oportuna en la página web institucional”; no obstante, no se ha delimitado la oficina obligada a ello ni qué debe publicarse. Dicho numeral señala:



Incompatibilidades para la contratación administrativa. 



Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, conforme lo dispone el numeral 20 de su Reglamento. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona servidora,  judicial deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción, que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.



La información actualizada sobre las personas físicas, aludidas en este artículo, que laboran en el Poder Judicial, cubiertas por el régimen de prohibiciones, será publicada de manera oficiosa y oportuna en la página Web institucional”.

[bookmark: _Hlk107304185]

(Lo subrayado no corresponde al original)



Actualmente, no se observa en la página web institucional lo establecido en el párrafo segundo antes transcrito. 



Según información suministrada por personal de la DTIC, en cada área funcional del Poder Judicial hay una persona encargada (autorizada) para incluir información, de forma tal que el personal de esa Dirección solamente brinda soporte en caso de requerir ayuda en el proceso, pero no tiene (el personal de DTIC) la responsabilidad de “cargar” la página con documentos o archivos de las distintas dependencias judiciales.



Se consultó a la Jefatura del Departamento de Proveeduría si ese Despacho ha realizado alguna publicación sobre el particular y por medio del oficio 1578-DP/07-2022, respondió:



No se realiza, no ha sido costumbre hacer una publicación de estas personas, se hizo la consulta a la Jefatura de Adquisiciones para lograr determinar si se había girado alguna orden al respecto, sin embargo, me indican que no se hace. Los analistas y las jefaturas si tienen claro que, si en algún momento se presenta algún conflicto de interés relacionado con alguna relación con las empresas participantes de algún procedimiento de su trámite, se hace la comunicación formal a su jefatura para tomar las medidas respectivas. Es importante señalar que con la gran cantidad de oferentes que existen es inmanejable que las personas puedan saber si algún familiar que no sea directo trabaje en alguna empresa relacionada ya que muchas personas no tenemos contacto con la familia que no sea el núcleo cercano.



Sobre el mismo tema se consultó a la Oficina de Cumplimiento, cuál es la instancia encargada de dicha publicación y se obtuvo el siguiente comentario:



[…] sobre cuál es la oficina o puesto responsable de la actualización de datos en el sitio web respecto a las personas físicas sujetas al régimen de prohibiciones en materia de contratación administrativa (artículo 14 transcrito de la Regulación de conflictos de interés).



Conforme al numeral 14, el responsable de publicar y mantener actualizada la información en forma oficiosa y oportuna es la persona(s) u oficina a cargo de la administración del sitio web institucional del Poder Judicial.



Por otra parte, debe considerarse también dentro de los sujetos obligados a mantener la publicidad de esta información (de forma actual y pertinente), a las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa.



Posteriormente, dicha Oficina agregó:



Cabe decir que a partir de lo que ordena la norma, de conformidad con el artículo 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa, se establece con meridiana claridad, los sujetos a los cuales recae la prohibición de participar en forma directa o indirecta en cualquiera de las etapas del proceso de contratación pública, incluidos los que por relación por parentesco tengan vínculo con alguna de las personas servidoras públicas con poder de decisión, los que  ejercen un rol de fiscalización o de asesor/consultor de los oferentes. 



Al respecto y conforme al artículo 14 de la Regulación de conflictos de interés, deberá publicitarse en la página web institucional un registro de las personas funcionarias judiciales cubiertas por este régimen de prohibiciones, incluida la materia de conflictos de interés. 



Para ello debe considerarse en primer lugar, a toda persona que tenga alguna injerencia en la asesoría, decisión, deliberación, o que tiene otra forma de participación durante el proceso de contratación como externar su opinión, involucrarse en la selección y/o adjudicación de la oferta, que participe de la fiscalización del contrato o en la ejecución de este. (ver artículo 22 de la Ley de Contratación Administrativa) 



Por otra parte, véase que el artículo 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa define los cargos, puestos o funciones, que tienen prohibición para participar como oferentes en los procesos de contratación pública (en el tanto no exista exención o excepción al cumplimiento de este supuesto)  



Como se denota de lo anterior, para dar cabal cumplimiento a la norma, es necesario se analice y defina, la entidad correspondiente, primero que todo, de recabar la información, para lo cual se deberá definir cuáles son las responsabilidades o labores de las personas por incluir en esta lista y girar las instrucciones pertinentes, considerando que existen contrataciones tramitadas por Administraciones Regionales y no solo en el Departamento de Proveeduría y yendo más allá, incluso hay personal de diversas oficinas, que por ejemplo, participan con sus criterios técnicos y segundo, realizar las diligencias para su oportuna inclusión en la página web, además de temas sobre su periódica actualización.



3.1.b.  El artículo 21 se refiere a la prohibición que tiene “todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios” para recibir premios o regalos de proveedores, lo cual podría referirse a personal del Departamento de Proveeduría y/o de las áreas que gestionan un proceso de contratación.  Asimismo, en el segundo párrafo de ese numeral indica “Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores (…)”, es decir, tampoco se define el departamento o la oficina encargada de llevar a cabo esa acción.



Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.



[bookmark: _Hlk104889613]Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 



[bookmark: _Hlk104890145]Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.



La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.



Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.

[bookmark: _Hlk108685046](Lo subrayado no corresponde al original)



Referente a lo normado en este artículo, se consultó al Departamento de Proveeduría sobre su cumplimiento y su jefatura por medio del oficio 1578-DP/07-2022, respondió:



2. ¿Efectúa el Despacho a su cargo una comunicación a los proveedores sobre los alcances de la prohibición establecida en el artículo 21? 



En este caso mensualmente se publica en la página del Departamento la lista de proveedores activos de acuerdo con la normativa, lo que si no se ha realizado es una publicación de advertencia a los proveedores de dar obsequios al personal del Departamento, sin embargo, es de conocimiento de todos los funcionarios que eso es prohibido. 



3. ¿Cuáles han sido las medidas implementadas por esa Proveeduría para abordar e impulsar el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 21, tanto a nivel interno de esa Oficina como en términos institucionales, en vista de su competencia en temas de contratación administrativa? 



Como se indicó en la respuesta anterior, no hay ninguna publicación que se haya realizado en la página recordando a los oferentes que los obsequios están prohibidos, es conocimiento de todos los funcionarios, pero ya como una directriz girada a voces desde hace años, no ha sido una práctica de este Departamento hacer banner o comunicaciones en este sentido.



Quisiera señalar que, yo asumí temporalmente el puesto desde enero de este año y consulte a las diferentes jefaturas, pero no hay ninguna directriz por escrito que pueda sustentar estas consultas. Lo retomaré para que en los próximos meses hacer acercamientos con el personal, generar circulares y publicaciones que nos permitan cumplir con lo indicado



Tal y como se puede observar de la respuesta dada si bien puede existir un conocimiento a voces del fin último pretendido por este artículo, se considera que no es suficiente como para darlo por cumplido, aunado a lo anterior, es importante tener claro que en la Institución, como se mencionó anteriormente no solo el Departamento de Proveeduría se encarga de los procesos de adquisición de bienes y servicios, de igual forma otras dependencias tales como las Administraciones Regionales desempeña esta función, por ello, es de esperar que si el órgano técnico no ha cumplido a cabalidad, esas últimas oficinas se encuentren en la misma situación.



Al respecto, cabe indicar que las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) en el apartado 1.5 Responsabilidad de los funcionarios sobre el SCI (Sistema de Control Interno) señala: 



De conformidad con las responsabilidades que competen a cada puesto de trabajo, los funcionarios de la institución deben, de manera oportuna, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables, realizar las acciones pertinentes y atender los requerimientos para el debido diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de los distintos componentes funcionales del SCI.



(Lo subrayado no corresponde al original)



El no tener adecuadamente delimitadas las responsabilidades del cumplimiento de los artículos anteriores las cuales tienen relación con un aspecto de suma sensibilidad en el tema de conflicto de intereses como lo es la contratación administrativa puede influir en la eventual materialización de riesgos legales y operativos, que incluso podrían afectar negativamente el Erario, todo ello en detrimento del logro de objetivos institucionales.



[bookmark: _Toc120631453]Necesidad de instaurar acciones para procurar que la población judicial mantenga actualizada su información personal en su expediente oficial



[bookmark: _Hlk105399889]El Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", señala a la persona servidora judicial como principal responsable para informar sobre los conflictos de interés que afecten las funciones a su cargo, tal como lo señala el artículo 7:



Evitar los conflictos de interés.



La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.



(Lo subrayado no corresponde al original)



El artículo 16 de dicha normativa, se refiere a la declaración sobre parentescos y el deber de actualizar esta información cada vez que se presente una variación en ese particular:



Declaración sobre parentescos.



Todas las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina en la que laboran.



Todas las personas servidoras judiciales, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.



El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana para los efectos, debe ser consultado, previo a la realización de cualquier movimiento de personal.



(Lo subrayado y/o resaltado no corresponde al original)



Actualmente, tal como comunicó la Dirección de Gestión Humana mediante oficio PJ-DGH-RS-0320-2022 del 8 de junio de 2022:



[…] todas las personas interesadas en participar en los procesos selectivos de este Subproceso, y que cumplan con todos los requisitos a la fecha de cierre de la convocatoria, deberán completar la oferta electrónica para los efectos e inscribirse por medio del sistema GH En Línea al cual se puede acceder por internet e intranet las 24 horas del día durante el plazo de vigencia.



Conforme se verificó, esta oferta solicita información sobre familiares, socios comerciales y otras personas con las cuales eventualmente podría existir conflictos de interés.



De tal forma que para esta Auditoría se cumple lo señalado por el artículo 16 en cuanto a la información sobre parentesco que debe incluirse en la oferta de servicios.  De igual manera, está claro que la responsabilidad de actualizar el expediente recae estrictamente en las personas servidoras judiciales, como lo indica este mismo artículo y lo enfatiza la Administración mediante circulares enviadas semestralmente, por ejemplo, la PJ-DGH-CIR-026-2021 del 5 de noviembre de 2021 (Obligación de mantener el Expediente Personal al día) la cual establece: 



La Dirección de Gestión Humana con el fin de contribuir con el mejoramiento del proceso de gestión de documentos y la calidad de la información contenida en los expedientes de las y los servidores y funcionarios judiciales, recuerda a toda la población judicial, que es responsabilidad de cada servidor y servidora judicial verificar desde su perfil de GH en Línea, que los documentos y la información contenida en su Expediente de Personal se encuentre vigente y actualizada.



Esta práctica permite un mejoramiento continuo en la tramitación de las diferentes gestiones que se desarrollan en los Subprocesos de la Dirección de Gestión Humana [...]



En este sentido se considera que, si bien este tipo de recordatorios son importantes para procurar la debida actualización de los expedientes personales, no se considera que garantice adecuadamente su cumplimiento, por lo cual sería conveniente, dada la relevancia del tema de conflictos de interés, valorar otras estrategias que permitan reforzar este aspecto, considerando temas tecnológicos para un monitoreo oportuno. 



Tal como indica la circular referida, la actualización de la información incluida en el expediente personal contribuye al mejoramiento de las diversas gestiones desarrolladas por la Dirección de Gestión Humana, sumado a esto, también constituye una herramienta fundamental en la identificación y prevención de los conflictos de intereses por lo que es importante que esta información permanezca actualizada. Caso contrario, podrían presentarse situaciones de personal judicial expuesto en riesgos de naturaleza ética o moral con ocasión de relaciones con terceros (proveedores, litigantes, etc.) o compañeros (as) de la Institución.



Sobre el particular, las Normas de control interno para el Sector Publico, en su apartado 4.5 estipula sobre la Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.



[bookmark: _Toc120631454]Necesidad de ejecutar acciones para dar cumplimiento al artículo 21 del Reglamento en lo referente a la prohibición del personal judicial para aceptar regalos u otros beneficios de parte de los proveedores



El Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, en el numeral 21 se refiere a la prohibición que tiene el personal judicial para aceptar regalos, premios u otros beneficios de parte de proveedores.  A la vez establece el deber de la Administración de comunicar a dichos terceros sobre tal régimen de prohibición. A continuación, se transcribe la norma mencionada:



Artículo 21. Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.



Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley. 



Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.



La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.



Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.



(El subrayado no corresponde al original)



Respecto su cumplimiento, se consultó a la Jefatura a.i. del Departamento de Proveeduría quien mediante oficio 578-DP/07-2022 respondió:



En este caso mensualmente se publica en la página del Departamento la lista de proveedores activos de acuerdo con la normativa, lo que si no se ha realizado es una publicación de advertencia a los proveedores de dar obsequios al personal del Departamento, sin embargo, es de conocimiento de todos los funcionarios que eso es prohibido.



Como se indicó en la respuesta anterior, no hay ninguna publicación que se haya realizado en la página recordando a los oferentes que los obsequios están prohibidos, es conocimiento de todos los funcionarios, pero ya como una directriz girada a voces desde hace años, no ha sido una práctica de este Departamento hacer banner o comunicaciones en este sentido.



Quisiera señalar que, yo asumí temporalmente el puesto desde enero de este año y consulte a las diferentes jefaturas, pero no hay ninguna directriz por escrito que pueda sustentar estas consultas. Lo retomaré para que en los próximos meses hacer acercamientos con el personal, generar circulares y publicaciones que nos permitan cumplir con lo indicado.



Los alcances de la prohibición indicada si bien pueden ser de conocimiento de todo el personal del Departamento de Proveeduría constituyen por su misma naturaleza un tema que es preciso reiterar periódicamente más aún, tomando en cuenta los movimientos de personal (traslados, ascensos, jubilaciones, licencias, etc.) que normalmente ocurren en la Institución. 



En relación con los proveedores, la omisión de un comunicado sobre este tema por parte de la Administración, puede generar el interés de beneficiar a una persona servidora judicial en aras de obtener alguna ventaja con respecto a otras empresas o personas concursantes.  En caso de que este riesgo se materialice podría tener efectos negativos a nivel reputacional, operativo y legal.



Sobre el particular las Normas de control interno para el Sector Público, en su aparte 4.5. establece sobre Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.



[bookmark: _Toc107479713][bookmark: _Toc120631455]Necesidad de crear un registro con los requerimientos indicados en artículo 17 (párrafo segundo) del Reglamento que regula los conflictos de interés en el Poder Judicial



La denominada Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial establece:



Artículo 17. Publicación oficiosa de información sobre suplencias de magistraturas.



En el sitio Web oficial de cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, en un lugar visible, se publicitará el listado de las Magistradas y los Magistrados Suplentes, el período de nombramiento, una reseña de su currículo y de la actividad profesional externa que realizan (historial laboral), y cualquier otra información que se considere pertinente. En caso de que se trate de abogadas o abogados litigantes, se deberá indicar en esos términos, con mención de la oficina o firma de abogados en la que prestan sus servicios o ha prestado servicios en los últimos dos años. 



Asimismo, se deberá llevar en la Secretaría de la Corte un registro con la información actualizada de los siguientes contenidos: períodos de sustitución de cada uno de las magistradas y los magistrados suplentes, con indicación de las prórrogas, el nombre de la magistrada o el magistrado titular a quien suple en cada período, o bien la razón de la suplencia y los motivos por los que no ha aceptado determinada propuesta de nombramiento o de las fechas en las que han concurrido a votación. Las Magistradas y los Magistrados Suplentes que litiguen, tienen prohibido hacer ostentación de su cargo público en el ejercicio liberal de su profesión o ante cualquier despacho judicial.



(Lo subrayado no corresponde al original)



En relación con lo señalado en el primer párrafo antes transcrito se verificó la inclusión de la información requerida por la normativa. Pese a ello, cabe mencionar que la forma de presentar los datos por parte de cada una de las Salas difiere, en algunos casos se observan aspectos detallados de información personal, educación, experiencia laboral, etc., mientras que en otros se aporta un resumen de algunas líneas.



Respecto a lo indicado en el segundo párrafo, a la fecha de ejecución del presente estudio no se cuenta con el registro establecido por la norma.  Sobre el particular la Secretaría de la Corte mediante oficio 6075-2022 del 16 de junio de 2022 señaló:



[…] desde el año 2020 se viene trabajando en el tema en conjunto con el Despacho de la Presidencia, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, las Direcciones de Gestión Humana, de Tecnologías de la Información y Comunicaciones y esta Secretaría General.



Es importante indicar, que la información que se debe de incluir en el sistema que se indica en el artículo mencionado, debe ser recopilada en un solo módulo informático. Al respecto, se han realizado reuniones con las oficinas señaladas; al día de hoy se encuentra pendiente de respuesta el oficio 2702-2022, dirigido a la DTIC, el cual se adjunta.



En dicho oficio se solicita, se indique cuándo se podría volver a contar con el recurso humano, con el fin de que la Secretaría contara con un registro que contemple diversos aspectos relacionados con el nombramiento de las magistradas y los magistrados suplentes y el cual tuvo que ser suspendido por atención de la Pandemia.



Al respecto esta Secretaría consultó a la secretaria de la DTIC sobre la respuesta del oficio en mención y la sra. […] respondió que esperaban contestar a la brevedad (se adjunta pantallazo de TEAMS)



A la fecha no existe en nuestros registros respuesta del oficio 2702-2022”



La ausencia del registro establecido en la norma antes mencionada representa un incumplimiento de ésta, pese a su vigencia desde hace más de dos años (rige desde el 1 de marzo de 2020), además, cabe señalar la importancia de su implementación desde un punto de vista de sanas prácticas en materia de transparencia.



[bookmark: _Toc106887070][bookmark: _Toc120631456]Conveniencia de establecer parámetros para la emisión de criterios a raíz de consultas del personal judicial



La Oficina de Cumplimiento fue creada como Órgano de Apoyo Técnico para la Comisión de Transparencia en sesión de Corte Plena 009-2019, artículo XX, del 4 de marzo de 2019. El acta correspondiente indica, entre sus principales funciones:



· Ejecutar los acuerdos de la Comisión de Transparencia

· Coordinar y articular las iniciativas, acciones y proyectos en temas de transparencia y probidad para el Poder Judicial

· Coordinar con las diferentes oficinas institucionales para el seguimiento y cumplimiento de las líneas de acción definidas para la prevención, control y sanción de las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad.

· Generar proyectos y estrategias que potencien el fortalecimiento de la transparencia y el perfilamiento al riesgo a nivel institucional.



Actualmente está integrada por la Oficial de Cumplimiento, dos Analistas de Cumplimiento (una Profesional en Derecho y un Profesional en Control Interno) y una Asistente Administrativa.



En relación con las funciones que le encomienda el Reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”, su artículo 44 establece lo siguiente:



Artículo 44. Consulta e interpretación y aplicación.



Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia, sin perjuicio de las competencias de la Corte Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento.



(Lo subrayado no corresponde al original)



Con la finalidad de verificar el cumplimiento del numeral antes citado, se observó una muestra de criterios emitidos por la Oficina de Cumplimiento durante el 2021 y el 2022.  Las consultas abordan diferentes temas tales como relaciones de amistad manifiesta, de noviazgo o de matrimonio, aparentes conflictos de interés (reales o potenciales), cumplimiento de deberes, etc. 



Se considera que las respuestas emitidas por la Oficina de Cumplimiento son razonables en virtud de su pertinencia con lo consultado.  Respecto a los tiempos de respuesta, si bien este Despacho ha establecido un plazo de diez días hábiles, se observaron lapsos muy variados, desde un día (o menos incluso) hasta 50 días naturales o más. 



Es comprensible que cada uno de los temas consultados tiene aspectos particulares (normativa que le aplica, personas involucradas, urgencia para su atención, requerimientos de información, etc.) que lo condicionan y que es necesario someter a análisis, por lo cual, establecer una clasificación o categorización de las consultas, así como plazos para su resolución, pueden representar una valiosa herramienta para la atención y trámite de estas gestiones. Ante esta realidad es hasta cierto punto inconveniente o poco práctico determinar un único plazo para responder a todas las inquietudes surgidas en la población judicial.



Adicionalmente, este tipo de parámetros internos pueden ajustarse conforme en el tiempo se adquiera mayor experiencia en su tramitología y en el caso de personal de reciente ingreso será útil para estimar la duración según el contenido del caso. 



Al consultarse sobre el establecimiento de plazos para la atención de las consultas, la Oficina de Cumplimiento se refirió en los siguientes términos mediante oficio 064-OC-2022 del 9 de mayo de 2022:



En esta Oficina se ha establecido, como regla general, un plazo de diez días hábiles para evacuar las consultas que se plantean con base en lo dispuesto por el numeral 44 del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. Sin embargo, en algunas ocasiones, dicho plazo debe ser ampliado por diversas razones, entre ellas:



1.- La complejidad de la consulta. Algunos planteamientos resultan de una complejidad importante y requiere de mayor análisis. Al respecto, es importante considerar que la aprobación de esta regulación conllevó la generación de criterios -internos e institucionales- en esta materia, lo que ha implicado el desarrollar conceptos, interpretar e integrar otras disposiciones normativas vinculadas, identificar y analizar jurisprudencia administrativa de interés -particularmente, de la Procuraduría General de la República y de la Contraloría General de la República-, y jurisprudencia judicial, así como pronunciamientos de oficinas internas -tales como la Dirección Jurídica-. En algunas ocasiones, también ha sido necesario consultar directamente otros profesionales conocedores del tema para afinar o confirmar la posición -como a la Procuraduría de la Ética Pública y la Dirección Jurídica de la Contraloría General de la República-.



2.- Definición de contenido y estructura de la consulta. Por otra parte, se ha trabajado en definir el contenido básico -general- que debe tener una consulta y la forma de abordar los temas consultados. Con la finalidad de desarrollar un planteamiento que responda al o los cuestionamientos planteados y que abarque en forma completa el supuesto expuesto, hemos elaborado una especie de esquema en la atención de las consultas, así se ha determinado que la referencia a la normativa vinculada y a jurisprudencia de interés, por ejemplo, es necesario para consolidar y dar mayor sustento al pronunciamiento, aunado a que sirve para instruir aún más en la materia y brindar al petente material de consulta de otras instancias que sustentan y sirven de fundamento al criterio externado. Además, dependiendo de la consulta, también hemos desarrollado lineamientos para abordar la temática desde diversas aristas, y procurar que al gestionante se le presente el panorama integral, incluyendo el caso específico. Lo anterior, atendiendo a que algunos supuestos pueden estar contenidos en forma directa o indirecta en las disposiciones de la regulación y desde un enfoque preventivo consideramos relevante el abordaje desde una perspectiva más integral. Entonces, en ciertos casos es necesario, conveniente y oportuno, ampliar el desarrollo del tema lo que implica destinar más tiempo al pronunciamiento.



3.- Asignación de otras labores propias de la Oficina. La atención de las consultas no es exclusiva, las personas que estamos dedicadas a la emisión de criterios sobre la regulación de conflictos de intereses desarrollamos también otras funciones y proyectos, por lo que el horario laboral debe ser distribuido para responder a otras tareas. 



4.- Requerimiento de información. Ciertas consultas adolecen de la información necesario y/o completa para definir el objeto de estudio para emitir un criterio. En estos casos, sea a través del petente o por gestión desde la Oficina, se debe ubicar información y/o precisar o allegar mayores datos.



Como se desprende de lo expuesto, en principio, se procura responder en un plazo de diez días hábiles las consultas planteadas; sin embargo, hay una serie de variables que a veces nos impiden atender en ese plazo por las razones indicadas. 



Finalmente, me parece importante mencionar que, a efectos de dar seguimiento a esta labor, cada semana, la persona de apoyo nos remite un informe de las consultas pendientes, de esta forma tenemos monitoreado cada asunto y valoramos el avance de la consulta”.



(Lo subrayado no corresponde al original)



La implementación de parámetros internos para responder las consultas de la población judicial sobre interpretación y alcances de la normativa que regula los conflictos de interés en la Institución puede servir de guía para el personal actual y futuro de la Oficina de Cumplimiento, de tal manera que se estimen tiempos y, por ende, se contribuya a la planificación de actividades y en las labores de supervisión. 



Por el contrario, su ausencia, puede dar lugar a que un criterio no se emita oportunamente lo cual implique la materialización de un riesgo (operativo o legal) en temas de nombramientos, contratación administrativa u otros.  Precisamente en esto radica la importancia de que los criterios se emitan de forma adecuada.



Sobre el particular las Normas de control interno para el Sector Público, en su aparte 4.5. establece sobre Garantía de eficiencia y eficacia de las operaciones:



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer actividades de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional. Lo anterior, tomando en cuenta, fundamentalmente, el bloque de legalidad, la naturaleza de sus operaciones y los riesgos relevantes a los cuales puedan verse expuestas, así como los requisitos indicados en la norma 4.2.



[bookmark: _Toc120631457][bookmark: _Toc44897646][bookmark: _Toc293405769][bookmark: _Toc293406879][bookmark: _Toc293407067][bookmark: _Toc376937163][bookmark: _Toc376938121][bookmark: _Toc376938436][bookmark: _Toc376939208]CONCLUSIÓN 



Como resultado de la evaluación efectuada respecto al cumplimiento de las medidas dispuestas en la Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, se verificó el cumplimiento de diversos aspectos de ella.



Sin embargo, es necesario indicar que luego de dos años de vigencia, a pesar de los esfuerzos realizados por la Administración Activa, esta normativa aún no ha sido implementada de manera integral, por cuanto se identificó en todas las dependencias responsables, oportunidades de mejora para una aplicación más efectiva de esta normativa. 



En virtud de ello, se considera conveniente que la Dirección de Gestión Humana, establezca medidas para garantizar la actualización de datos del personal judicial en su expediente oficial, las cuales coadyuven a garantizar el cumplimiento del artículo 16 del Reglamento en cuanto a la información sobre parentesco que debe incluirse en la oferta de servicios. En cuanto al Departamento de Proveeduría, la relevancia de informar a los proveedores las prohibiciones para las personas servidoras judiciales sobre la recepción de regalos y premios establecidas en el artículo 21. 



Por parte de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, resulta necesario establecer las acciones respectivas para el registro de la información detallada en el segundo acápite del artículo 17; y la Oficina de Cumplimiento, fortalecer el proceso de respuesta a las consultas planteadas por el personal judicial. 



Respecto a la participación de la Comisión de Transparencia, su colaboración se orienta al fortalecimiento de la aplicación del Reglamento, de tal manera que, el cumplimiento de esta permita el logro de los objetivos por los cuales fue creada y, por ende, contribuya a robustecer el sistema de control interno.



[bookmark: _Toc293405770][bookmark: _Toc293406880][bookmark: _Toc293407068][bookmark: _Toc376937164][bookmark: _Toc376938122][bookmark: _Toc376938437][bookmark: _Toc376939209][bookmark: _Toc120631458]RECOMENDACIONES



A quien presida la Comisión de Transparencia



5.1. Procurar las acciones respectivas orientadas a impulsar una estrategia que permita un abordaje más integral del tema de conflicto de intereses a nivel de la Institución considerando dentro de este, aspectos relacionados con capacitación y difusión por parte de las Unidades de Capacitación.  (Resultado 3.1)



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)



5.2. [bookmark: _Hlk103786888][bookmark: _Hlk107318607][bookmark: _Hlk107318553]Analizar la posibilidad de promover la incorporación como parte del Plan Anual Operativo (PAO) y del Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI) de cada área funcional, respecto al cumplimiento de diversos aspectos contemplado en la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial” con el propósito de impulsar, de mejor manera, el fortalecimiento del abordaje de esta temática a nivel institucional.  (Resultado 3.2) 



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)

 

5.3. Impulsar las acciones correspondientes a nivel institucional para que se defina un órgano responsable del seguimiento sobre la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial” con la finalidad de identificar oportunamente cualquier incumplimiento, así como los aspectos susceptibles de mejora. (Resultado 3.2) 



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)



5.4. [bookmark: _Hlk107308889]Promover las medidas pertinentes con el fin de que la Institución tenga claridad de las instancias responsables del cumplimiento de todos los artículos contenidos en la Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. (Resultado 3.3) 



Plazo de implementación: Seis meses (a partir del 9 de enero de 2023)



A la Directora de Gestión Humana 



5.5. Fortalecer las medidas implementadas actualmente respecto a la actualización del expediente personal de cada persona servidora judicial relacionada con  posibles conflictos de intereses, por cuanto la normativa estipula que para cualquier modalidad de nombramiento la información en el expediente debe tener dicha característica, lo anterior con el fin de contribuir con la adecuada gestión de este tipo de conflictos y pueda ser utilizada para el análisis y toma de decisiones por las instancias correspondientes. (Resultado 3.4)  



Plazo de implementación: Tres meses



A la Jefatura del Departamento de Proveeduría 



5.6. Establecer las medidas pertinentes para informar a los proveedores del Poder Judicial sobre los alcances de la prohibición que tiene el personal de la Institución de recibir premios u otros beneficios, esto con la finalidad de mitigar el riesgo operativo y reputacional que puede causar ese tipo de actos.  (Resultado 3.5)



Plazo de implementación: Tres meses



5.7. Implementar estrategias de comunicación formales dirigidas al personal que tiene relación con los procesos de adquisición de bienes y servicios referentes a la prohibición de aceptar regalos con el fin de fortalecer una cultura de probidad y ética. (Resultado 3.5)



Plazo de implementación: Tres meses



A la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia



5.8. Establecer las medidas o coordinaciones pertinentes para implementar un registro conforme lo demanda el artículo 17, párrafo segundo, de la regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, esto con el propósito de mantener información actualizada referente a los ítems ahí requeridos. (Resultado 3.6)



Plazo de implementación: Seis meses



A la Jefatura de la Oficina de Cumplimiento



5.9. Fortalecer el proceso de respuesta de consultas planteadas ante la Oficina de Cumplimiento a través del establecimiento de medidas orientadas a la definición de plazos para su atención, considerando las características y requerimientos de información necesarios, lo anterior con la finalidad de velar por una atención oportuna de los casos y la existencia de una guía para el personal a cargo de estas labores. (Resultado 3.7)



Plazo de implementación: Dos meses”



- 0 -



En sesión de Corte Plena 14-19 celebrada el 01 de abril del 2019, artículo XIII, en lo conducente aprobó el texto del Reglamento para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial.



[bookmark: _Hlk74581187]Una vez analizada la gestión anterior, se acordó: 1.) Tener por recibido el informe N° 1574-122-IAC-APAI-2022 del 29 de noviembre del 2022, suscrito por el licenciado Roberth García González, Director General de Auditoría Interna, referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. 2.) Acoger las recomendaciones indicadas en el informe supra, las cuales deberán ser ejecutas por la Comisión de Transparencia, la Dirección de Gestión Humana, la Dirección Ejecutiva, el Departamento de Proveeduría y la Secretaría General de la Corte y la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, conforme el plazo establecido para cada una de ellas.”





Atentamente,









Lic. Carlos T.  Mora Rodríguez

Subsecretario General Interino

Corte Suprema de Justicia







Cc:

Dirección de Gestión Humana

Dirección Ejecutiva

Auditoría

Departamento de Proveeduría

Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial

Licda. Indira Jiménez González, Administradora de la Secretaría General de la Corte

Diligencias / Refs: (14189-2022) 

pcastros





Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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Dirección de Gestión Humana 
San José, Barrio González Lahmann  


Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 


  Sección Administrativa de la Carrera Judicial 
carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr 


Teléfono: 2295-3781 ext. 01-3781 


 


PJ-DGH-SACJ-1673-2022 
07 de diciembre de 2022 


Señor 


Carlos Toscano Mora Rodriguez 
Secretario General de la Corte 
Presente 


 
Estimado señor: 
 


En atención a la solicitud de informe contenida en el oficio N° 7280-2022 relacionado con la 
referencia N° 2056-2022 de la Secretaria General de la Corte, se indica que la gestión fue 
atendida mediante oficio PJ-DGH-SACJ-0776-2022 de fecha 08 de julio del presente año, el 


cual fue enviado mediante correo electrónico a la cuenta secrecorte@Poder-Judicial.go.cr  el 
12 de julio del mismo mes.  En dicho oficio se comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de 
la Judicatura en la sesión CJ-025-2022, articulo VIII, celebrada el 30 de junio del presente año, 


que en lo que interesa indica: 
 


“SE ACORDÓ: 1) Se remite el acuerdo a la Comisión de Transparencia para 
que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 
del Reglamento de Carrera Judicial.  2) Comunicar a la Corte Plena que este Consejo 
traslado el acuerdo a la Comisión de Transparencia atendiendo el objeto de ese 
órgano.”  


 
Por lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el Consejo de la Judicatura, el informe 


deberá de ser requerido a la Comisión de Transparencia. Se adjunta el acuerdo completo.  


Atentamente,  


Atentamente, 
 
 


 
Mba. Lucrecia Chaves Torres  


Jefa 


Sección Administrativa de la Carrera Judicial  
Dirección de Gestión Humana 


 
CC. Comisión de Transparencia 


        Diligencias 
MJHS 
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		MARIA LUCRECIA CHAVES TORRES (FIRMA)
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Oficio N° 7280-2022

		From

		Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Nick Josue Aguilar Soto

		To

		Orlando Aguirre Gómez

		Cc

		Carmen Gutiérrez Castro; Secc. Admva. de la Carrera Judicial; Secretaria General de la Corte - Comunicaciones - Annie Ramirez Solano
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San José, 20 de julio de 2022



N° 7280-2022



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



 



Señor Magistrado



Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente



Consejo de la Judicatura



 



Estimado señor



 



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 37-2022 celebrada el 18 de julio de 2022, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO VI



 



Documento N° 2056-2022 / 8097-2022



 



En la sesión N° 19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial y previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que en el plazo de 10 días hábiles, contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.



 



Luego, en oficio N° 4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 



 



Finalmente, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II, previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración.



 



La máster Marcela Zúñiga Jiménez, jefa interina de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0776-2022 del 08 de julio de 2022, remite la transcripción del acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, el cual en su parte dispositiva literalmente indica:



 



“[…]



 



Este Consejo avala el traslado del acuerdo de Corte Plena, sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para su análisis y discusión en Corte.  Procede comunicar lo anterior a la Corte Plena.



 



SE ACORDÓ: 1) Se remite el acuerdo a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial.  2) Comunicar a la Corte Plena que este Consejo traslado el acuerdo a la Comisión de Transparencia atendiendo el objeto de ese órgano”.



 



- 0 -



 



Se acordó: Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, y, en consecuencia, estar a la espera de la remisión de la propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para el análisis y discusión de este órgano. Se declara acuerdo firme.”



 



 



Atentamente, 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



                                                                       Corte Suprema de Justicia



 



 



Cc:



Sección Administrativa de Carrera Judicial



Licda. Annie Caroline Ramírez Solano, Encargada Pendientes Secretaria General de la Corte



Diligencias / Refs: (2056-2022 / 8097-2022)
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En la sesión N° 19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial y previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que en el plazo de 10 días hábiles, contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.
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Finalmente, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II, previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración.
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Este Consejo avala el traslado del acuerdo de Corte Plena, sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para su análisis y discusión en Corte.  Procede comunicar lo anterior a la Corte Plena.
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Se acordó: Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, y, en consecuencia, estar a la espera de la remisión de la propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para el análisis y discusión de este órgano. Se declara acuerdo firme.”








Atentamente, 














Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General


						Corte Suprema de Justicia








 


Cc:


Sección Administrativa de Carrera Judicial


Licda. Annie Caroline Ramírez Solano, Encargada Pendientes Secretaria General de la Corte
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San José, 21 de junio de 2022



N° 6272-2022



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



 



 



Señor Magistrado 



Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente  



Consejo de la Judicatura



 



Estimado señor:



 



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, que literalmente dice:



 





“ARTÍCULO II





 



Documento N° 2056, 5439, 5485, 5439, 6804-2022



 



En sesión del Consejo Superior N°18-2022 celebrada 03 de marzo del 2022, artículo LII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indicó:



 



“Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Complimiento del Poder Judicial, mediante el cual remite copia del oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022, en que hace de conocimiento que han recibido consultas y emitido criterio de conformidad con el artículo 44 de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial.” 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional”. 



 



- 0 -



 



En la sesión N°19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.



 



Previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.



 



Por último, en oficio N°4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 



 



- 0 –



 



Según los registros que al efecto se llevan en la Secretaría de la Corte, una vez vencido el plazo otorgado, se recibieron las siguientes respuestas:



La Magistrada Solano, Presidenta de la Sala de Casación Penal en oficio N° 011-Mag.PSC.ST-2022 del 11 de mayo de 2022, manifestó lo siguiente:



 



“Me refiero al oficio No. 3980-2022 del 27 de abril del 2022, en el cual se pone en nuestro conocimiento la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial presentada por el Consejo de la Judicatura.



 



En razón de que estas propuestas surgen de los hallazgos y recomendaciones dadas en el oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022 de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, considero que de previo a su aprobación y siendo esa la oficina especializada en los aspectos relacionados con la reforma que se propone, debe ponerse en conocimiento de esa oficina la redacción de las normas para la integración de listas de suplentes de los despachos judiciales, con el fin de contar con el criterio técnico”.



 



- 0 –



 



Por su parte, la magistrada Zúñiga, en escrito del 10 de mayo de 2022, sugiere la valoración de los aspectos que se detallan a continuación:



 



REDACCIÓN PROPUESTA



OBSERVACIONES DE LA MAGISTRADA ZÚÑIGA



Artículo 47.



 



El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.



 



Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:



 



 



1.	Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.



 



2.	Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.



 



3.	Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.



 



4.	No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial.  En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad, la persona a quien se le haga el llamado para la suplencia deberá de comunicarlo al respectivo despacho y abstenerse de aceptar el nombramiento.



 



5.	En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.



 



 



Artículo 55.



 



La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:



 



*	Renuncien expresamente

*	Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.

*	Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.

*	Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.

*	La persona convocada tenga alguna relación de parentesco u afinidad, conforme lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea en grado superior o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial que provoquen conflictos de interés y no lo comuniquen.

*	Tratándose de personas que litigan, no comuniquen al despacho del cual se les está llamando, que tienen procesos en trámite en el mismo despacho judicial.



 



Artículo 47.



 



En lo que respecta a la redacción de los requisitos que deben reunir quienes integren la lista de suplentes para los distintos tribunales de justicia, se hacen ver dos aspectos de distinta naturaleza:  



 



                              i.              En la última oración del punto 4, se propone una corrección gramatical. En lo que interesa, dispone la norma:



“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad […]”



 



Se sugiere cambiar la conjunción “u” por “o”, de manera que se lea: 



“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco o afinidad […]”



 



                            ii.              Como punto 5, se indica:



“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.”



 



Se recomienda valorar la pertinencia de incorporar un supuesto adicional, que se encuentre referido a aquellos casos en que las abogadas o abogados litigantes, sean convocados para laborar como suplentes en el despacho encargado de resolver, en alzada, los procesos que tengan en trámite, de manera que el punto 5 pueda leerse de la siguiente manera:



 



“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando o que deban resolver en alzada.”



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Artículo 55.



 



En el artículo 55 del Reglamento de la Carrera Judicial, se establecen los supuestos de exclusión de los roles de suplencias. 



 



El tercero de ellos, corresponde a los casos en que: 



“[…] Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias […]” (El resaltado es suplido).



 



De acuerdo con su definición en el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra “razonablemente” es un adverbio, siendo la función propia de los adverbios, la de complementar a un verbo, a un adjetivo o a otro adverbio[1], lo que se echa de menos en la norma, tal cual está redactada. Pareciera, entonces, que debe corregirse la disposición, ya sea, agregándose un verbo, adjetivo o adverbio, que le dé sentido a la frase “o razonablemente”, o bien, que la misma sea eliminada. 



 



Por su parte, en el cuarto supuesto, se reitera la corrección gramatical que fue propuesta en relación con el artículo 47, relacionada con la sustitución de una “u” por una “o”, para que disponga, en lo que interesa: 



 



“[…] La persona convocada tenga alguna relación de parentesco o afinidad […]”



 



 



- 0 –



 



La máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, en oficio N°078-OC-2022 de fecha 3 de junio del 2022 y recibido en esta Secretaría el 13 de junio del 2022; expresó:



 



“Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para rendir informe al oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 



 



Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la función encomendada de  gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y selección de personal que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de propietarios, interinos o suplentes. 



 



Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, se platearon una serie de observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la materia de los conflictos de interés, que incluye, el régimen de prohibiciones e incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución. 



 



Aunado a lo anterior, esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman la lista de suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 



 



Adicionalmente, es importante mencionar que este tema, entre muchos otros, fue analizado y valorado junto a personal de la Dirección de Gestión Humana que participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, siendo considerado como uno de los ejes de necesaria atención. 



 



Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para la determinación e implementación de los criterios de valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo  una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y fraude organizacional interno”. 



 



Como se expuso en dicho informe 02-INF-2022, en el proceso de selección y reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así como el resultado, es decir, el nombramiento – en función del ejercicio del cargo público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos ejemplos. 



 



Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.



 



Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario (Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y ofrecer una regulación más robusta. 



 



El Magistrado Sánchez Rodríguez, es del criterio de que la propuesta plantea la oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la Judicatura. 



 



De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de discusión y análisis en su seno. 



 



Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, señaló como una oportunidad de avanzar en esta materia que se incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 



 



Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario considerar otros aspectos para robustecer la propuesta, y para esos efectos, se considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada consoliden una propuesta de reforma. 



 



En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el objeto de ese órgano, se coordine lo necesario y se remita una propuesta consolidada para su análisis y discusión en Corte.”



 



- 0 –



 



Se acordó: Previamente a resolver lo que corresponda, remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración. Se declara acuerdo firme.”



 







 



Atentamente, 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



                                                                       Corte Suprema de Justicia



 



 



Cc:       Sección Administrativa de la Carrera Judicial



Oficina de Cumplimiento



Máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial



Diligencias / Refs: (2056, 5439, 5485, 5439, 6804-2022) 



PT



Iquesadac
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Al contestar refiérase a este # de oficio











Señor Magistrado 


Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente  


Consejo de la Judicatura





Estimado señor:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc106351453]“ARTÍCULO II





[bookmark: _Hlk85015780]Documento N° 2056, 5439, 5485, 5439, 6804-2022





En sesión del Consejo Superior N°18-2022 celebrada 03 de marzo del 2022, artículo LII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indicó:





“Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Complimiento del Poder Judicial, mediante el cual remite copia del oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022, en que hace de conocimiento que han recibido consultas y emitido criterio de conformidad con el artículo 44 de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial.” 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional”. 
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En la sesión N°19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.





Previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.





Por último, en oficio N°4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 
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Según los registros que al efecto se llevan en la Secretaría de la Corte, una vez vencido el plazo otorgado, se recibieron las siguientes respuestas:


La Magistrada Solano, Presidenta de la Sala de Casación Penal en oficio N° 011-Mag.PSC.ST-2022 del 11 de mayo de 2022, manifestó lo siguiente:





“Me refiero al oficio No. 3980-2022 del 27 de abril del 2022, en el cual se pone en nuestro conocimiento la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial presentada por el Consejo de la Judicatura.





En razón de que estas propuestas surgen de los hallazgos y recomendaciones dadas en el oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022 de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, considero que de previo a su aprobación y siendo esa la oficina especializada en los aspectos relacionados con la reforma que se propone, debe ponerse en conocimiento de esa oficina la redacción de las normas para la integración de listas de suplentes de los despachos judiciales, con el fin de contar con el criterio técnico”.
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Por su parte, la magistrada Zúñiga, en escrito del 10 de mayo de 2022, sugiere la valoración de los aspectos que se detallan a continuación:





			REDACCIÓN PROPUESTA


			OBSERVACIONES DE LA MAGISTRADA ZÚÑIGA





			Artículo 47.





El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.





Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:








1. Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.





1. Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.





1. Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.





1. No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial.  En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad, la persona a quien se le haga el llamado para la suplencia deberá de comunicarlo al respectivo despacho y abstenerse de aceptar el nombramiento.





1. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.








Artículo 55.





La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:





· Renuncien expresamente


· Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.


· Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.


· Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.


· La persona convocada tenga alguna relación de parentesco u afinidad, conforme lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea en grado superior o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial que provoquen conflictos de interés y no lo comuniquen.


· Tratándose de personas que litigan, no comuniquen al despacho del cual se les está llamando, que tienen procesos en trámite en el mismo despacho judicial.





			Artículo 47.





En lo que respecta a la redacción de los requisitos que deben reunir quienes integren la lista de suplentes para los distintos tribunales de justicia, se hacen ver dos aspectos de distinta naturaleza:  





1. En la última oración del punto 4, se propone una corrección gramatical. En lo que interesa, dispone la norma:


“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad […]”





Se sugiere cambiar la conjunción “u” por “o”, de manera que se lea: 


“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco o afinidad […]”





1. Como punto 5, se indica:


“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.”





Se recomienda valorar la pertinencia de incorporar un supuesto adicional, que se encuentre referido a aquellos casos en que las abogadas o abogados litigantes, sean convocados para laborar como suplentes en el despacho encargado de resolver, en alzada, los procesos que tengan en trámite, de manera que el punto 5 pueda leerse de la siguiente manera:





“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando o que deban resolver en alzada.”






































Artículo 55.





En el artículo 55 del Reglamento de la Carrera Judicial, se establecen los supuestos de exclusión de los roles de suplencias. 





El tercero de ellos, corresponde a los casos en que: 


“[…] Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias […]” (El resaltado es suplido).





De acuerdo con su definición en el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra “razonablemente” es un adverbio, siendo la función propia de los adverbios, la de complementar a un verbo, a un adjetivo o a otro adverbio[footnoteRef:1][1], lo que se echa de menos en la norma, tal cual está redactada. Pareciera, entonces, que debe corregirse la disposición, ya sea, agregándose un verbo, adjetivo o adverbio, que le dé sentido a la frase “o razonablemente”, o bien, que la misma sea eliminada.  [1: ] 






Por su parte, en el cuarto supuesto, se reitera la corrección gramatical que fue propuesta en relación con el artículo 47, relacionada con la sustitución de una “u” por una “o”, para que disponga, en lo que interesa: 





“[…] La persona convocada tenga alguna relación de parentesco o afinidad […]”
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La máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, en oficio N°078-OC-2022 de fecha 3 de junio del 2022 y recibido en esta Secretaría el 13 de junio del 2022; expresó:





“Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para rendir informe al oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 





Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la función encomendada de  gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y selección de personal que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de propietarios, interinos o suplentes. 





Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, se platearon una serie de observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la materia de los conflictos de interés, que incluye, el régimen de prohibiciones e incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución. 





Aunado a lo anterior, esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman la lista de suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 





Adicionalmente, es importante mencionar que este tema, entre muchos otros, fue analizado y valorado junto a personal de la Dirección de Gestión Humana que participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, siendo considerado como uno de los ejes de necesaria atención. 





Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para la determinación e implementación de los criterios de valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo  una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y fraude organizacional interno”. 





Como se expuso en dicho informe 02-INF-2022, en el proceso de selección y reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así como el resultado, es decir, el nombramiento – en función del ejercicio del cargo público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos ejemplos. 





Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.





Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario (Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y ofrecer una regulación más robusta. 





El Magistrado Sánchez Rodríguez, es del criterio de que la propuesta plantea la oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la Judicatura. 





De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de discusión y análisis en su seno. 





Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, señaló como una oportunidad de avanzar en esta materia que se incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 





Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario considerar otros aspectos para robustecer la propuesta, y para esos efectos, se considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada consoliden una propuesta de reforma. 





En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el objeto de ese órgano, se coordine lo necesario y se remita una propuesta consolidada para su análisis y discusión en Corte.”
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Se acordó: Previamente a resolver lo que corresponda, remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración. Se declara acuerdo firme.”














Atentamente, 











Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General


						Corte Suprema de Justicia
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Señora:







Silvia Navarro Romanini







Secretaría General 







Corte Suprema de Justicia
















Reciba un respetuoso saludo.







    Con instrucciones de MSc. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial, remito el oficio N° 78-OC-2022 para su estimable conocimiento en relación a los oficios 4698-2022 y 5365-2022.







Cualquier duda o consulta, quedamos a su disposición.
















Cordialmente
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San José, 3 de junio  2022




Oficio N° 078-OC-2022
























Referencia N° 4698-2022














Señora:




Silvia Navarro Romanini




Secretaría General




Corte Suprema de Justicia
























Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.









Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para rendir informe al oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 









Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la función encomendada de  gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y selección de personal que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de propietarios, interinos o suplentes. 









Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, se platearon una serie de observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la materia de los conflictos de interés, que incluye, el régimen de prohibiciones e incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución. 









Aunado a lo anterior, esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman la lista de suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 









Adicionalmente, es importante mencionar que este tema, entre muchos otros, fue analizado y valorado junto a personal de la Dirección de Gestión Humana que participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, siendo considerado como uno de los ejes de necesaria atención. 









Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para la determinación e implementación de los criterios de valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo  una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y fraude organizacional interno”. 









Como se expuso en dicho informe 02-INF-2022, en el proceso de selección y reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así como el resultado, es decir, el nombramiento – en función del ejercicio del cargo público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos ejemplos. 









Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.









Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario (Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y ofrecer una regulación más robusta. 









El Magistrado Sánchez Rodríguez, es del criterio de que la propuesta plantea la oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la Judicatura. 









De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de discusión y análisis en su seno. 









Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, señaló como una oportunidad de avanzar en esta materia que se incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 









Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario considerar otros aspectos para robustecer la propuesta, y para esos efectos, se considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada consoliden una propuesta de reforma. 









En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el objeto de ese órgano, se coordine lo necesario y se remita una propuesta consolidada para su análisis y discusión en Corte. 









Quedo a sus órdenes. 














[bookmark: _Hlk98152559][bookmark: _Hlk97566004]Sin otro particular sobre el asunto,
























Atentamente,
























MSc. Kennia Alvarado Villalobos




Oficial de Cumplimiento




kalvaradov@poder-judicial.go.cr
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Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.
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0387
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2022 del 6 de abril del 2022, suscrito po
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el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los 






artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las 






siguientes consideraciones. 






 






 






Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la 






función encomendada de  






gestionar 
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con un enfoque preventivo
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el riesgo de corrupción, fraude organizacional y 






faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las 






disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación






 






y gestión adecuada 






del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de 






los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión 






Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y 






selección de personal 






que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de 






propietarios, interinos o suplentes. 
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San José, 3 de junio  2022
Oficio N° 078-OC-2022





Referencia N° 4698-2022





Señora:
Silvia Navarro Romanini
Secretaría General
Corte Suprema de Justicia





Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.





Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como





oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo





para rendir  informe al  oficio  N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del  6  de  abril  del  2022,





suscrito  por  el  Consejo  de  la  Judicatura,  el  cual  contiene  la  propuesta  de





“Modificación de los artículos 47 y  55 del  Reglamento de la  Carrera  Judicial”;  en





tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 





Lo  primero  que  debe  indicarse  es  que,  derivado  de  la  función  encomendada de





gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y





faltas  a  la  ética  y  probidad,  esta  Oficina  ha  procurado  el  cumplimiento  de  las





disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada





del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de





los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión





Humana  como  órgano  encargado  del  proceso  de  reclutamiento  y  selección  de





personal  que culmina con el  nombramiento  de personas para ocupar  puestos en





condición de propietarios, interinos o suplentes. 
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Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de





2020,  dirigido  a  la  Dirección  de  Gestión  Humana,  se  platearon  una  serie  de





observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la





materia  de  los  conflictos  de  interés,  que  incluye,  el  régimen  de  prohibiciones  e





incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos





y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que





concursan para un puesto dentro de la Institución. 





Aunado a lo anterior,  esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al





régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante





dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés





dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la





última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del





Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un





potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman





la  lista de suplentes y a su vez,  ejercen liberalmente  la profesión,  litigando en el





Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 





Adicionalmente,  es importante  mencionar  que este  tema,  entre muchos otros,  fue





analizado  y  valorado  junto  a  personal  de  la  Dirección  de  Gestión  Humana  que





participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política





Anticorrupción  del  Poder  Judicial,  siendo  considerado  como  uno  de  los  ejes  de





necesaria atención. 





Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina





remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo





Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para





la  determinación e  implementación de los  criterios  de valoración de  conflictos  de





interés  en  los  procesos  de  selección  y  de  sustitución  de  personal,  a  fin  de  dar





cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo
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una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano





competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición





para  brindar  el  apoyo  que  sea  necesario  en  materia  de  conflictos  de  interés  y





determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y





fraude organizacional interno”. 





Como  se  expuso  en  dicho  informe  02-INF-2022,  en  el  proceso  de  selección  y





reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así





como el  resultado,  es decir,  el  nombramiento – en función del  ejercicio del  cargo





público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales





riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el





riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos





ejemplos. 





Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios





dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y





a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.





Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del





2022,  suscrito  por  el  Consejo  de  la  Judicatura,  el  cual  contiene  la  propuesta  de





“Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta





Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta





temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y





Mejoramiento  de la  Función Jurisdiccional  (CACMFJ),  licenciada Maricruz Chacón





Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio





Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario





(Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes





hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser





fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que
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contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y





ofrecer una regulación más robusta. 





El  Magistrado  Sánchez  Rodríguez,  es  del  criterio  de  que la  propuesta  plantea la





oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la





Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir





atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor





forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la





Judicatura. 





De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de





Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se





pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de





discusión y análisis en su seno. 





Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de





Transparencia,  señaló  como una oportunidad de avanzar  en esta  materia  que se





incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con





otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas





que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 





Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso





de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que





incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la





propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario





considerar  otros  aspectos  para  robustecer  la  propuesta,  y  para  esos  efectos,  se





considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada





consoliden una propuesta de reforma. 
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En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario





que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas





para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de





procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo





cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el





objeto  de  ese  órgano,  se  coordine  lo  necesario  y  se  remita  una  propuesta





consolidada para su análisis y discusión en Corte. 





Quedo a sus órdenes. 





Sin otro particular sobre el asunto,





Atentamente,





MSc. Kennia Alvarado Villalobos





Oficial de Cumplimiento





kalvaradov@poder-judicial.go.cr
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PROPUESTA DE REFORMA DE ARTÍCULOS 47 Y 55

Del Reglamento interno del Sistema de Carrera Judicial



Conforme al acuerdo tomado durante la sesión de la mesa de trabajo convocada para proponer una reforma integral de los artículos 47 y 55 del Reglamento interno del Sistema de Carrera Judicial, y donde se convino: 

“[…] a) presentar avance de propuesta o propuestas de texto de reforma de los artículos 47 y 55, del Reglamento interno del Sistema de Carrera Judicial, considerando la incorporación del componente de conflictos de intereses, causal de revocatoria ante falta al deber de probidad por actuarse en conflicto de interés, y de la cautela como anticipo al cese o revocatoria de nombramiento. b) Para la elaboración de este borrador, la Asesoría Jurídica, designará una persona funcionaria, para dar seguimiento y apoyo técnico para la redacción de la propuesta. c) Paralelamente, la Oficina de Cumplimiento junto a la Dirección de Gestión Humana, coordinará acciones para generar el formulario detallado de conflictos de intereses, y redacción de propuesta de circular para el Consejo Superior. d) Se programa la próxima reunión para el próximo lunes 10 de octubre, a las 8:30 horas, de manera presencial. […]”

A continuación, se presenta una primera propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento interno del Sistema de Carrera Judicial:

		ARTÍCULO 47 DEL REGLAMENTO INTERNO DE CARRERA JUDICIAL



		Artículo 47.- El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.


Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:


1.     Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.
2.     Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.

3.     Cuando el suplente es llamado a ejercer el cargo de Juez en el Tribunal que fue asignado por un período mayor de ocho días y pueda tener a su orden personas detenidas, de conformidad con lo que establece el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, debe trasladar su lugar de habitación a una distancia no mayor a treinta kilómetros del asiento del Tribunal.

4.     No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



		PROPUESTA DE REFORMA (DGH y SACJ)

		a) PROPUESTA DERIVADA DEL ACUERDO DE CORTE PLENA (sesión N°32-2022 del 20 de junio, artículo II)

		REDACCIÓN DE PROPUESTA OC



		Artículo 47.

El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.

Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:

1. Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.

2. Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.

3. Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.

4. No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial. En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco o afinidad, la persona a quien se le haga el llamado para la suplencia deberá de comunicarlo al respectivo despacho y abstenerse de aceptar el nombramiento.

En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando

		

Artículo 47.

El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.

Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:

1. Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.

2. Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.

3. Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.

4. No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial. En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco o afinidad, la persona a quien se le haga el llamado para la suplencia deberá de comunicarlo al respectivo despacho y abstenerse de aceptar el nombramiento.

5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando, o que deban resolver en alzada.



		Artículo 47.



El Consejo de la Judicatura integrará, mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.



Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:



1. Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.



2. Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.



3. Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.





4. No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



5. No tener vínculo de parentesco conforme lo señalado en los  artículos 18 y 18 bis del Estatuto de Servicio Judicial. Esta prohibición se impone incluso cuando el vínculo por parentesco sea con persona funcionaria: 

a. cuando se encuentre en condición de interino, y 

b.  cuando el vínculo es con un propietario, aunque este último se encuentre en ascenso o desempeñando otro cargo.



6.- Deberá rendir declaración jurada de intereses de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de este Reglamento, la adecuada administración del riesgo de conflicto de interés.







		ARTÍCULO 47bis DEL REGLAMENTO INTERNO DE CARRERA JUDICIAL



		Artículo 47bis. Obligación de declarar intereses y parentesco.





Conforme lo regulado en materia de conflictos de intereses y el régimen de prohibiciones, toda persona que sea consultada para una suplencia, deberá declarar, bajo juramento, sobre sus intereses privados que podrían colocarlo potencialmente en conflicto de interés con sus funciones públicas. Para ello hará uso de un formulario que se dispondrá para tal efecto.

[bookmark: _Hlk116389520]De presentarse algún supuesto de los señalados en el formulario, a excepción de una prohibición legal que impida realizar el nombramiento, corresponderá a los órganos o encargados del proceso de nombramiento, considerar la información suministrada para resolver la procedencia de la designación.

En caso de existir alguno de los supuestos señalados en el formulario, deberá valorarse la relevancia de la situación, en caso efectuar el nombramiento deberá considerando el nivel de riesgo, y adoptar las medidas necesarias para asegurar la buena gestión del despacho u oficina judicial; siendo una obligación, conservar un registro de la gestión realizada así como las medidas adoptadas.

deberá valorarse la relevancia de la situación, considerando el nivel de riesgo, y adoptar las medidas necesarias para asegurar la buena gestión del despacho u oficina judicial; siendo una obligación, conservar un registro de la gestión realizada así como las medidas adoptadas.





		ARTÍCULO 55 DEL REGLAMENTO INTERNO DE CARRERA JUDICIAL



		Artículo 55.-La permanencia de las personas suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:


1. Renuncien expresamente.

2. Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.

3. Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.

4. Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.

5. Cuando la persona tenga un rendimiento deficiente en el ejercicio del cargo, entorpezca el funcionamiento del órgano o bien cuando exista una sanción disciplinaria, basada en una falta grave o gravísima.


En todos esos casos se procederá de inmediato a cubrir la vacante respectiva.



		PROPUESTA DE REFORMA (DGH y SACJ)

		a) PROPUESTA DERIVADA DEL ACUERDO DE CORTE PLENA (sesión N°32-2022 del 20 de junio, artículo II)

		REDACCIÓN DE PROPUESTA OC



		Artículo 55.

La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:

· Renuncien expresamente

· Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.

· Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.

· Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.

· La persona convocada tenga alguna relación de parentesco u afinidad, conforme lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea en grado superior o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial que provoquen conflictos de interés y no lo comuniquen.

· Tratándose de personas que litigan, no comuniquen al despacho del cual se les está llamando, que tienen procesos en trámite en el mismo despacho judicial.

		Artículo 55.

La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:

· Renuncien expresamente

· Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.

· Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente* el ejercicio de suplencias.

· Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.

· La persona convocada tenga alguna relación de parentesco u afinidad, conforme lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea en grado superior o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial que provoquen conflictos de interés y no lo comuniquen.

· Tratándose de personas que litigan, no comuniquen al despacho del cual se les está llamando, que tienen procesos en trámite en el mismo despacho judicial.



*Razonablemente es un adverbio por lo que debería complementarse con el verbo para dar sustanciación a la norma

		La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:

· Renuncien expresamente

· Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.

· Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.

· Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.

· Cuando la persona tenga un rendimiento deficiente en el ejercicio del cargo, entorpezca el funcionamiento del órgano o bien cuando exista una sanción disciplinaria, basada en una falta grave o gravísima.

· En todos esos casos se procederá de inmediato a cubrir la vacante respectiva.

(Adicionado por Corte Plena, sesión N° 25-04, celebrada el 12 de julio de 2004, artículo VI)

· Se compruebe que en formulario de declaración de intereses, se omitió información o se consignaron datos falsos



· 6. En tanto concurra alguna de las circunstancias descritas en los incisos 4 y 5 del numeral 47. 
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Poder Judicial, República de Costa Rica





		OFICINA DE CUMPLIMIENTO

PODER JUDICIAL DE COSTA RICA



		Minuta: MNT-OC-017-ENE-2023



		I. INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:



		fecha

		Lugar

		Hora inicio

		Hora final



		17 /01/2023

		Sala virtual OIJ

		08:00horas

		9:30 am



		Tema de la reunión:

		Sesión de trabajo: Coordinación- Continuidad de trabajo de propuesta de reforma



		









ASISTENCIA CONVOCATORIA

		

NOMBRE

		

OFICINA

		

CORREO

		

ASISTENCIA



		

		

		

		

		SI

		NO



		

		Maricruz Chacón Cubillo

		Jefatura C.A.M.C.F.J

		

		X

		



		

		Indira Alfaro Castillo

		Profesional Control Interno

		

		X

		



		

		Mariano Rodríguez Flores

		Jefatura. C.A.M.F.J

		

		X

		



		

		Silvia Elena Calvo Solano

		Jefatura. Área de Análisis Jurídico. Dir.Jurídica

		

		X

		



		

		Kennia Alvarado Villalobos 

		Oficial de Cumplimiento

		

		X

		



		

		Catalina Blanco Sánchez

		 Profesional. Oficina de Cumplimiento

		

		X

		



		II. ASUNTOS ATENDIDOS



		a. Se realizó un repaso de las acciones realizadas y los temas pendientes de ejecutar, entre estos, la propuesta por parte de la DGH a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicación, para proceder con la implementación de la declaración de intereses; y, la continuidad del proceso de reforma de los artículos 47 y 55 del reglamento interno de carrera judicial, considerando las propuestas de la minuta 01-SET-2022, y la necesidad de estudio y planteamiento de un proceso expedito que permita la adecuada administración del riesgo en el proceso de nombramiento. (revocatoria y cautela)

b. Respecto a la declaración de intereses, instrumento aprobado durante la sesión del 07 de noviembre de 2022, por recomendación, se solicitó incorporar una mejora a la declaración jurada, donde se haga la advertencia sobre las consecuencias ante la comprobación de falsedad en la manifestación, así como la obligación de actualizar los datos suministrador en la declaración, una vez exista un cambio de circunstancias o situación de la persona.

c. Se informa sobre la rendición de cuentas que hará la Oficina de Cumplimiento ante la Comisión de la Judicatura, sobre los avances en el proceso de propuesta de reforma del Reglamento Interno de Carrera Judicial.



		III. ACUERDOS



		

Se acuerda:

1.- Solicitar el apoyo de la Dirección Jurídica para incorporar una mejora al “Formulario de declaración de intereses”, y que se incluya en la declaración jurada, una advertencia que, de comprobarse falsedad en la información brindada en la declaración jurada, servirá de justa causa para i) revocar el nombramiento, o bien, que, cualquier falta a la verdad, tendrá como efecto, ii) la anulación del proceso de nombramiento.

2.- Se acuerda incorporar dentro del “Formulario de declaración de intereses”, la obligación de actualizar datos en el momento que cambien las circunstancias o situación de la persona postulante, atendiendo lo estipulado en el artículo 16 de la Regulación de Conflicto de Intereses.

3.- Solicitar a la Dirección Jurídica una propuesta de procedimiento en caso de comprobarse falsedad en la declaración de intereses, que permita o sea una herramienta ágil para iniciar el proceso de revocatoria (cuando el vicio o defecto sea evidente y manifiesto) o instaurar una cautela (como parte de las medidas y garantías del debido proceso).

4.- Se acuerda, estar a la espera del resultado de la sesión de rendición de cuentas que se celebrará el miércoles 18 de enero ante el Consejo de la Judicatura, para definir la agenda de las próximas sesiones de trabajo.







Es todo. Resulta conforme. Se ratifica y aprueba en todos sus términos. 

Nota: Se otorga el plazo de dos días hábiles para la presentación de observaciones, en caso de no indicarse u obtener respuesta, se tendrá por ratificada y aprobada.
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Poder Judicial, República de Costa Rica





		OFICINA DE CUMPLIMIENTO

PODER JUDICIAL DE COSTA RICA



		Minuta: MNT-OC-005-NOV-2022



		I. INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:



		fecha

		Lugar

		Hora inicio

		Hora final



		07 /11/2022

		Sala virtual OIJ

		08:00horas

		10:00 am



		Tema de la reunión:

		Sesión de trabajo: Revisión de propuesta de la Declaración de intereses



		









ASISTENCIA CONVOCATORIA

		

NOMBRE

		

OFICINA

		

CORREO

		

ASISTENCIA



		

		

		

		

		SI

		NO



		

		Marcela Zúñiga Jiménez

		Sección de Carrera Judicial

		

		X

		



		

		Maricruz Chacón Cubillo

		Jefatura C.A.M.C.F.J

		

		X

		



		

		Indira Alfaro Castillo

		Profesional Control Interno

		

		X

		



		

		Mariano Rodríguez Flores

		Jefatura. C.A.M.F.J

		

		X

		



		

		Olga Guerrero Córdoba

		.Sub dirección GH

		

		X

		



		

		Roxana Arrieta Meléndez

		Directora GH

		

		X

		



		

		Kennia Alvarado Villalobos 

		Oficial de Cumplimiento

		

		X

		



		

		Catalina Blanco Sánchez

		 Profesional. Oficina de Cumplimiento

		

		X

		



		II. ASUNTOS ATENDIDOS



		a. Presentación a la Dirección de Gestión Humana del “Formulario de aplicación para la declaratoria de intereses por parte de las personas a ser nombradas y las que realizan el nombramiento en cualquier puesto del Poder Judicial”.

b. Propuesta de automatización e implementación de este formulario en el proceso de nombramiento. 





		III. ACUERDOS



		

Revisado el documento de propuesta de declaración de interés, se acuerda:

1.- Aprobar el formulario denominado “Formulario de aplicación para la declaratoria de intereses por parte de las personas a ser nombradas y las que realizan el nombramiento en cualquier puesto del Poder Judicial”. 

2.- Este trámite se registrará en la plataforma de la PIN, para lo cual Gestión Humana elaborará el requerimiento respectivo. 

3.- Este trámite deberá contar con doble control; sea, que (i) la persona oferente lo complete y que (ii) la jefatura lo tenga a disposición previo a aprobar el nombramiento en la PIN. 

4.- La Dirección de Gestión Humana, valorará la prioridad de esta gestión ante TI, e informará su decisión. 

5.- Para implementar este proceso, se deberá (i) elaborar una guía que explique y facilite a las jefaturas el trámite, y (ii) se realizarán talleres con la coordinación de Gestión Humana y con el apoyo de las oficinas que participan de este grupo de trabajo. 

6.- Como plan piloto, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), se ofrece a aplicar el formulario, proceso que servirá para poner a prueba el instrumento y consolidarlo para su puesta en aplicación una vez se cuente con la mejora en el sistema. 







Es todo. Resulta conforme. Se ratifica y aprueba en todos sus términos. 

Nota: Se otorga el plazo de dos días hábiles para la presentación de observaciones, en caso de no indicarse u obtener respuesta, se tendrá por ratificada y aprobada.
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CIRCULAR Nº xx-2022 

Asunto:  Formulario de aplicación obligatoria para la declaración de intereses por parte de las personas a ser nombradas y las que realizan el nombramiento en cualquier puesto del Poder Judicial.





A TODAS LAS JEFATURAS DEL PODER JUDICIAL Y

AL PÚBLICO EN GENERAL, SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° xx-2022 celebrada el xx de octubre del 2022, artículo -----, dispuso aprobar el “Formulario de Declaración de Intereses”, que en adelante será obligatorio llenarlo y presentarlo para optar por un nombramiento.  

Dicho Formulario tiene un apartado que debe ser llenado por las personas servidoras y funcionarias que van a ser nombradas y otro apartado para que los órganos administrativos a cargo de realizar los nombramientos del personal consignen la información sobre la verificación que se les solicita realizar, de previo a hacer el nombramiento.   

La presentación de este Formulario será obligatoria en todos los casos; es decir, en los concursos ordinarios, cuando sea por terna o por nómina, los concursos de suplentes, cuando el nombramiento sea por plazo indefinido o por plazo determinado.  

Lo anterior, de conformidad con lo que establece el artículo 13  del Reglamento de la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, que refiere dentro de las obligaciones  y responsabilidades de las personas a cargo de los procesos de selección y nombramientos de personal, se encuentra el deber de identificar eventuales situaciones de conflictos de interés “que puedan  afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial, y valorar  su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad”.  



Así como, con fundamento en el artículo 16 de este último cuerpo reglamentario que dispone la obligatoriedad de las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial “a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como de las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina en la que laboran.”

Así también, en cumplimiento con los ordinales 25 y 26 del Reglamento Interno del Sistema de Carrera Judicial, que establece la obligación de los oferentes de brindar bajo juramento la obligación que se le solicite respecto de “su persona, familiares, estudios efectuados, antecedentes personales, conocimientos especiales, experiencia laboral, disponibilidad y cualesquiera otra que se incluya en los formularios.”  

Dicho Formulario de Declaración de Intereses, dice lo siguiente:



DECLARACIÓN DE INTERESES 



Para uso exclusivo de la oficina judicial

Fecha de la gestión: ______________

Despacho: ______________________ código: _________________

Nombre de la persona consultada para nombramiento: _______________________

Cédula número: __________________________

Periodo de nombramiento: De __/__/____ hasta __/__/____ inclusive.

Puesto: ___________________________________________________

Resultado de la gestión: ___________________________________________

Medidas adoptadas:

1.______________________________________________________________

2._______________________________________________________________

Otro_____________________________________________________________



Yo _______________, cédula número: ___________, ___________(calidades), de conformidad con la circular N° XXXXXX, declaro bajo fe de juramento lo que a continuación se consigna, para el nombramiento en el despacho judicial _______________________: 

Indique con una X si está en alguno de los siguientes supuestos:

1.  (   ) Relación de parentesco o vínculo familiar* con alguna persona funcionaria judicial del despacho (Arts. 18 y 18bis del Estatuto de Servicio Judicial; y arts. 4, 9 inciso 2) y 16 del reglamento de conflictos de intereses) ( si se encuentra dentro de este supuesto, indicar nombre de la persona, cargo y tipo de parentesco)



Nombre: _____________________________

Cargo: ______________________________

Tipo de parentesco: ____________________

 

2. (  ) Relación afectiva (ejemplo: noviazgo, relación de pareja públicas o clandestinas, unión de hecho, amistad íntima/manifiesta, persona con quien se tenga hijos en común) con alguna persona funcionaria judicial del despacho. (Art. 4 reglamento de conflictos de intereses) (Si se encuentra dentro de este supuesto, indicar nombre de la persona y cargo y tipo de relación)



Nombre: _____________________________

Cargo: ______________________________

Tipo de vínculo afectivo: ____________________

3. ( )  Parte procesal en una causa/asunto judicial en trámite en ese despacho.

4. ( ) Interés directo en una causa/asunto que se tramita en el Despacho.



5. ( ) Algún familiar tiene interés directo o es parte procesal en algún asunto o asuntos pendientes de resolver en este despacho.



6. ( ) Ex funcionario o ex funcionaria judicial, en asuntos que haya conocido en ese  Despacho. (Si se encuentra dentro de este supuesto, debe indicar rango de fecha en que laboró en ese despacho) ***



Período que laboró en el Despacho: De __/__/____ hasta __/__/____

Período que laboró en el Despacho: De __/__/____ hasta __/__/____

Período que laboró en el Despacho: De __/__/____ hasta __/__/____

7. ( ) Representación, como abogado (a), apoderado (a), representante legal, curador(a), tutor(ar), en asuntos o causa judicial en trámite o pendiente de resolver en el Despacho.



8. ( ) Actividad privada coincidente con las funciones del cargo al que aspira.



9. ( )  Prestación de servicios a terceros: Oficinas Jurídicas, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, consultorios jurídicos de práctica profesional.



10. ( ) Vínculo comercial, empresarial, laboral, familiar con proveedores ordinarios o potenciales proveedores, de bienes y servicios para el Poder Judicial.



11. ( ) Vínculo de deudor o acreedor con alguna persona funcionaria judicial del despacho.



12. Otro. Explique ______________________________________



Apercibido (a) de las responsabilidades del falso testimonio y perjurio, manifiesto estar claro (a) de los alcances de la declaración que hago, y en este acto autorizo a los órganos competentes de los procesos de reclutamiento, selección y nombramiento de personal, para que verifique y valide lo aquí consignado.



Es todo. Firmo en San José, el XX de XXXX de XXXX, a las XX:XX horas.



Información importante: 

a.- Tómese en consideración que estar en el supuesto 1 - referido al vínculo por parentesco-, constituye una prohibición legal (artículo 18 y 18 bis del Estatuto de Servicio Judicial).

b.- De presentarse alguno de los otros supuestos señalados en el formulario, no implica, per se, impedimento para ser nombrado, y corresponde a las jefaturas o encargados del proceso de nombramiento, considerar la información suministrada en el presente formulario, para resolver la procedencia de este.

c.- De realizarse el nombramiento, la jefatura o encargado del proceso, existiendo algún supuesto de los señalados en el formulario, deberá valorar el nivel de riesgo y adoptar las medidas necesarias para administrarlo, con el fin de asegurar la buena gestión del despacho u oficina judicial; siendo obligación, conservar un registro de la gestión realizada y las medidas implementadas para que no se materialice el riesgo.

Anexo 1.

*Con relación al parentesco o vínculo familiar. Se entiende por parentesco o vínculo familiar, en términos generales como el “lazo o vínculo interpersonal derivado de la consanguinidad, afinidad, adopción o matrimonio” hasta el tercer grado.

Véase tabla adjunta:

[image: ]

*** Respecto al Ex funcionario o ex funcionaria judicial, que laboró en el despacho donde aspira a puesto. La persona aspirante, no debe encontrarse dentro de los supuestos de la prohibición del artículo 62 del Código de Deberes Éticos de los Abogados y Abogadas de Costa Rica.
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Declaracion jurada

De conformidad con lo dispuesto en el Codigo Penal declaro bajo juramento que todos los datos que consignaré mediante este formulario
electronico, asi como aquellos atestados que adjunte en forma fisica o electrénica, Son ciertos y exactos, y me comprometo a aportar
oportunamente cualquier informacién adicional que me sea solicitada con posterioridad, para los fines del proceso de reclutamiento y
seleccion. Perjurio: "Se impondra prision de tres meses a dos afios al que faltare a Ia verdad cuando Ia ley le impone bajo juramento o
declaracién jurada, la obligacion de decirla con relacién a hechos propios.”

y acepto las condiciones.
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CIRCULAR Nº 



xx



-



2022



 



 



Asunto:  Formulario de aplicación obligatoria para la declaración de intereses por 



parte de las personas a ser nombradas y las que realizan el nombramiento en 



cualquier puesto del Poder 



Judicial.



 



 



 



A TODAS LAS JEFATURAS DEL PODER JUDICIAL Y



 



AL PÚBLICO EN GENERAL, SE LES HACE SABER QUE:



 



 



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 



xx



-



2022



 



celebrada el 



xx



 



de 



octubre del 2022, artículo 



-----



, dispuso aprobar el “



Formulario de Declaración de 



Intereses



”, que en adelante será obligatorio llenarlo y presentarlo para optar por un 



nombramiento.  



 



Dicho Formulario tiene un apartado que debe ser llenado por las personas 



servidoras y funcionarias que van a ser nombradas y 



otro apartado para que los órganos 



administrativos a cargo de realizar los nombramientos del personal consignen la 



información sobre la verificación que se les solicita realizar, de previo a hacer el 



nombramiento.   



 



La presentación de este Formulario será



 



obligatoria en todos los casos; es decir, 



en los concursos ordinarios, cuando sea por terna o por nómina, los concursos de 



suplentes, cuando el nombramiento sea por plazo indefinido o por plazo determinado.  



 



Lo anterior, de conformidad con lo que 



establece el artículo 13  del Reglamento de 



la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de 



interés en el Poder Judicial, que refiere dentro de las obligaciones  y responsabilidades 



de las personas a cargo de los pr



ocesos de selección y nombramientos de personal, se 



encuentra el deber de identificar eventuales situaciones de conflictos de interés



 



“que 



puedan  afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial, y valorar  su relevancia en 



aras de determinar su condic



ión de idoneidad”.
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CIRCULAR Nº xx-2022 

Asunto:  Formulario de aplicación obligatoria para la declaración de intereses por parte de las personas a ser nombradas y las que realizan el nombramiento en cualquier puesto del Poder Judicial.





A TODAS LAS JEFATURAS DEL PODER JUDICIAL Y

AL PÚBLICO EN GENERAL, SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° xx-2022 celebrada el xx de octubre del 2022, artículo -----, dispuso aprobar el “Formulario de Declaración de Intereses”, que en adelante será obligatorio llenarlo y presentarlo para optar por un nombramiento.  

Dicho Formulario tiene un apartado que debe ser llenado por las personas servidoras y funcionarias que van a ser nombradas y otro apartado para que los órganos administrativos a cargo de realizar los nombramientos del personal consignen la información sobre la verificación que se les solicita realizar, de previo a hacer el nombramiento.   

La presentación de este Formulario será obligatoria en todos los casos; es decir, en los concursos ordinarios, cuando sea por terna o por nómina, los concursos de suplentes, cuando el nombramiento sea por plazo indefinido o por plazo determinado.  

Lo anterior, de conformidad con lo que establece el artículo 13  del Reglamento de la Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, que refiere dentro de las obligaciones  y responsabilidades de las personas a cargo de los procesos de selección y nombramientos de personal, se encuentra el deber de identificar eventuales situaciones de conflictos de interés “que puedan  afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial, y valorar  su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad”.  



Así como, con fundamento en el artículo 16 de este último cuerpo reglamentario que dispone la obligatoriedad de las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial “a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente, así como de las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina en la que laboran.”

Así también, en cumplimiento con los ordinales 25 y 26 del Reglamento Interno del Sistema de Carrera Judicial, que establece la obligación de los oferentes de brindar bajo juramento la obligación que se le solicite respecto de “su persona, familiares, estudios efectuados, antecedentes personales, conocimientos especiales, experiencia laboral, disponibilidad y cualesquiera otra que se incluya en los formularios.”  

Dicho Formulario de Declaración de Intereses, dice lo siguiente:



DECLARACIÓN DE INTERESES 



Para uso exclusivo de la oficina judicial

Fecha de la gestión: ______________

Despacho: ______________________ código: _________________

Nombre de la persona consultada para nombramiento: _______________________

Cédula número: __________________________

Periodo de nombramiento: De __/__/____ hasta __/__/____ inclusive.

Puesto: ___________________________________________________

Resultado de la gestión: ___________________________________________

Medidas adoptadas:

1.______________________________________________________________

2._______________________________________________________________

Otro_____________________________________________________________



Yo _______________, cédula número: ___________, ___________(calidades), de conformidad con la circular N° XXXXXX, declaro bajo fe de juramento lo que a continuación se consigna, para el nombramiento en el despacho judicial _______________________: 

Indique con una X si está en alguno de los siguientes supuestos:

1.  (   ) Relación de parentesco o vínculo familiar* con alguna persona funcionaria judicial del despacho (Arts. 18 y 18bis del Estatuto de Servicio Judicial; y arts. 4, 9 inciso 2) y 16 del reglamento de conflictos de intereses) ( si se encuentra dentro de este supuesto, indicar nombre de la persona, cargo y tipo de parentesco)



Nombre: _____________________________

Cargo: ______________________________

Tipo de parentesco: ____________________

 

2. (  ) Relación afectiva (ejemplo: noviazgo, relación de pareja públicas o clandestinas, unión de hecho, amistad íntima/manifiesta, persona con quien se tenga hijos en común) con alguna persona funcionaria judicial del despacho. (Art. 4 reglamento de conflictos de intereses) (Si se encuentra dentro de este supuesto, indicar nombre de la persona y cargo y tipo de relación)



Nombre: _____________________________

Cargo: ______________________________

Tipo de vínculo afectivo: ____________________

3. ( )  Parte procesal en una causa/asunto judicial en trámite en ese despacho.

4. ( ) Interés directo en una causa/asunto que se tramita en el Despacho.



5. ( ) Algún familiar tiene interés directo o es parte procesal en algún asunto o asuntos pendientes de resolver en este despacho.



6. ( ) Ex funcionario o ex funcionaria judicial, en asuntos que haya conocido en ese  Despacho. (Si se encuentra dentro de este supuesto, debe indicar rango de fecha en que laboró en ese despacho) ***



Período que laboró en el Despacho: De __/__/____ hasta __/__/____

Período que laboró en el Despacho: De __/__/____ hasta __/__/____

Período que laboró en el Despacho: De __/__/____ hasta __/__/____

7. ( ) Representación, como abogado (a), apoderado (a), representante legal, curador(a), tutor(ar), en asuntos o causa judicial en trámite o pendiente de resolver en el Despacho.



8. ( ) Actividad privada coincidente con las funciones del cargo al que aspira.



9. ( )  Prestación de servicios a terceros: Oficinas Jurídicas, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, consultorios jurídicos de práctica profesional.



10. ( ) Vínculo comercial, empresarial, laboral, familiar con proveedores ordinarios o potenciales proveedores, de bienes y servicios para el Poder Judicial.



11. ( ) Vínculo de deudor o acreedor con alguna persona funcionaria judicial del despacho.



12. Otro. Explique ______________________________________



Apercibido (a) de las responsabilidades del falso testimonio y perjurio, manifiesto estar claro (a) de los alcances de la declaración que hago, y en este acto autorizo a los órganos competentes de los procesos de reclutamiento, selección y nombramiento de personal, para que verifique y valide lo aquí consignado.



Es todo. Firmo en San José, el XX de XXXX de XXXX, a las XX:XX horas.



Información importante: 

a.- Tómese en consideración que estar en el supuesto 1 - referido al vínculo por parentesco-, constituye una prohibición legal (artículo 18 y 18 bis del Estatuto de Servicio Judicial).

b.- De presentarse alguno de los otros supuestos señalados en el formulario, no implica, per se, impedimento para ser nombrado, y corresponde a las jefaturas o encargados del proceso de nombramiento, considerar la información suministrada en el presente formulario, para resolver la procedencia de este.

c.- De realizarse el nombramiento, la jefatura o encargado del proceso, existiendo algún supuesto de los señalados en el formulario, deberá valorar el nivel de riesgo y adoptar las medidas necesarias para administrarlo, con el fin de asegurar la buena gestión del despacho u oficina judicial; siendo obligación, conservar un registro de la gestión realizada y las medidas implementadas para que no se materialice el riesgo.

Anexo 1.

*Con relación al parentesco o vínculo familiar. Se entiende por parentesco o vínculo familiar, en términos generales como el “lazo o vínculo interpersonal derivado de la consanguinidad, afinidad, adopción o matrimonio” hasta el tercer grado.

Véase tabla adjunta:

[image: ]

*** Respecto al Ex funcionario o ex funcionaria judicial, que laboró en el despacho donde aspira a puesto. La persona aspirante, no debe encontrarse dentro de los supuestos de la prohibición del artículo 62 del Código de Deberes Éticos de los Abogados y Abogadas de Costa Rica.
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Declaracion jurada

De conformidad con lo dispuesto en el Codigo Penal declaro bajo juramento que todos los datos que consignaré mediante este formulario
electronico, asi como aquellos atestados que adjunte en forma fisica o electrénica, Son ciertos y exactos, y me comprometo a aportar
oportunamente cualquier informacién adicional que me sea solicitada con posterioridad, para los fines del proceso de reclutamiento y
seleccion. Perjurio: "Se impondra prision de tres meses a dos afios al que faltare a Ia verdad cuando Ia ley le impone bajo juramento o
declaracién jurada, la obligacion de decirla con relacién a hechos propios.”

y acepto las condiciones.
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RV: Oficio N° 12769-2022

		From

		Secc. Admva. de la Carrera Judicial

		To

		Comisión de Transparencia; Fabiola Quesada Jimenez

		Cc

		Archivo Carrera Judicial; Lucrecia Chaves Torres (Autorizada Secc. Admva. de la Carrera Judicial)

		Recipients

		comisiondetransparen@Poder-Judicial.go.cr; fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr; archivo-carjud@Poder-Judicial.go.cr; lchaves@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes. 



 



Según el documento N° 12769-2022 y los oficios adjuntos se remite para conocimiento de la Comisión de Transparencia y quedando a la espera del informe correspondiente. 



 



 



Josué Hernández Soto
Sección Administrativa de la Carrera Judicial.



 







 



 



 



 



De: Secretaria General de la Corte - Comunicaciones - Annie Ramirez Solano <aramirezsola@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 22 de diciembre de 2022 14:24
Para: Sandra Eugenia Zuñiga Morales <szuniga@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Katherine Maria Reyes Molina <kreyes@Poder-Judicial.go.cr>; Secc. Admva. de la Carrera Judicial <carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N° 12769-2022
Importancia: Alta



 



San José, 20 de diciembre de 2022



N° 12769-2022



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



 



Señora Magistrada 



Sandra Zúñiga Morales, Presidenta



Consejo de la Judicatura



 



 



Estimada señora:



 



 



Muy respetuosamente, le comunico que este despacho mantiene pendiente el oficio Nº 6272-2022, recibido en la oficina a su cargo el 22 de junio del 2022, lo anterior según lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II.



En el acuerdo de referencia, previamente a resolver lo que en derecho corresponda, se remitieron a dicho consejo para su valoración, las observaciones suscritas por parte de las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento; a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.



Así mismo, en sesión N° 37-2022 celebrada el 18 de julio de 2022, artículo VI, se tuvo por conocido el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, en el cual le solicitaron a la Comisión de Transparencia remitir una propuesta consolidada.



Al ser lo anterior un trámite interno del Consejo de la Judicatura, se ratifica que la Corte Plena se mantiene a la espera de la remisión de la propuesta consolidada por parte del Consejo de la Judicatura, para el análisis y discusión de este órgano.



En virtud de lo expuesto, le solicito se remita la citada propuesta de ser posible a la brevedad, o se indiquen los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y se defina un plazo prudencial para su remisión.



                                                                       Atentamente, 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General 



Corte Suprema Justicia



 



 



 



Se adjuntan:    Acuerdo sesión 32-2022, artículo II



Acuerdo sesión 37-2022, artículo VI



 



 



c:         Sección Administrativa de Carrera Judicial



Diligencias / Refs: (2056, 5439, 5485, 5439, 6804, 8097, 14337 y 14496-2022) 



P.T.  



Annie RS



 



 



Saludos cordiales,  



 







De: CEMCESJ <CEMCESJ@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 22 de diciembre de 2022 13:53
Para: Secretaria General de la Corte - Comunicaciones - Annie Ramirez Solano <aramirezsola@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: SICE: El Oficio 12769-2022 ha sido firmado.---GUID--f3e864f4-d8a0-4c56-aa46-8976ecd42108
Importancia: Alta



 



SICE: El Oficio 12769-2022 ha sido firmado. 
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	     Corte Suprema de Justicia


                         Secretaría General








San José, 20 de diciembre de 2022


N° 12769-2022


Al contestar refiérase a este # de oficio








Señora Magistrada 


Sandra Zúñiga Morales, Presidenta


Consejo de la Judicatura


 





Estimada señora:








Muy respetuosamente, le comunico que este despacho mantiene pendiente el oficio Nº 6272-2022, recibido en la oficina a su cargo el 22 de junio del 2022, lo anterior según lo dispuesto por la Corte Plena en la sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II.


En el acuerdo de referencia, previamente a resolver lo que en derecho corresponda, se remitieron a dicho consejo para su valoración, las observaciones suscritas por parte de las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento; a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.


Así mismo, en sesión N° 37-2022 celebrada el 18 de julio de 2022, artículo VI, se tuvo por conocido el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, en el cual le solicitaron a la Comisión de Transparencia remitir una propuesta consolidada.


Al ser lo anterior un trámite interno del Consejo de la Judicatura, se ratifica que la Corte Plena se mantiene a la espera de la remisión de la propuesta consolidada por parte del Consejo de la Judicatura, para el análisis y discusión de este órgano.











En virtud de lo expuesto, le solicito se remita la citada propuesta de ser posible a la brevedad, o se indiquen los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y se defina un plazo prudencial para su remisión.


						Atentamente, 














Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General 


Corte Suprema Justicia











Se adjuntan:  	Acuerdo sesión 32-2022, artículo II


Acuerdo sesión 37-2022, artículo VI








c:	Sección Administrativa de Carrera Judicial


Diligencias / Refs: (2056, 5439, 5485, 5439, 6804, 8097, 14337 y 14496-2022) 


P.T.  


Annie RS


Teléfonos: 2295-3707 al 2295-3711	     Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr    Fax: (506) 2295-3706          Apdo: 1-1003 San José
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OFICIO N° 6272-2022


			From


			Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Isidro Quesada Castillo


			To


			Orlando Aguirre Gómez


			Cc


			Carmen Gutiérrez Castro; Secc. Admva. de la Carrera Judicial; Oficina de Cumplimiento; Kenia Alvarado Villalobos; Secretaria General de la Corte - Comunicaciones - Annie Ramirez Solano


			Recipients


			oaguirre@Poder-Judicial.go.cr; cgutierrezc@Poder-Judicial.go.cr; carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr; oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr; kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr; aramirezsola@Poder-Judicial.go.cr





San José, 21 de junio de 2022





N° 6272-2022





Al contestar refiérase a este # de oficio





 





 





 





Señor Magistrado 





Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente  





Consejo de la Judicatura





 





Estimado señor:





 





 





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, que literalmente dice:





 








“ARTÍCULO II








 





Documento N° 2056, 5439, 5485, 5439, 6804-2022





 





En sesión del Consejo Superior N°18-2022 celebrada 03 de marzo del 2022, artículo LII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indicó:





 





“Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Complimiento del Poder Judicial, mediante el cual remite copia del oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022, en que hace de conocimiento que han recibido consultas y emitido criterio de conformidad con el artículo 44 de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial.” 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional”. 





 





- 0 -





 





En la sesión N°19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.





 





Previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.





 





Por último, en oficio N°4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 





 





- 0 –





 





Según los registros que al efecto se llevan en la Secretaría de la Corte, una vez vencido el plazo otorgado, se recibieron las siguientes respuestas:





La Magistrada Solano, Presidenta de la Sala de Casación Penal en oficio N° 011-Mag.PSC.ST-2022 del 11 de mayo de 2022, manifestó lo siguiente:





 





“Me refiero al oficio No. 3980-2022 del 27 de abril del 2022, en el cual se pone en nuestro conocimiento la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial presentada por el Consejo de la Judicatura.





 





En razón de que estas propuestas surgen de los hallazgos y recomendaciones dadas en el oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022 de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, considero que de previo a su aprobación y siendo esa la oficina especializada en los aspectos relacionados con la reforma que se propone, debe ponerse en conocimiento de esa oficina la redacción de las normas para la integración de listas de suplentes de los despachos judiciales, con el fin de contar con el criterio técnico”.





 





- 0 –





 





Por su parte, la magistrada Zúñiga, en escrito del 10 de mayo de 2022, sugiere la valoración de los aspectos que se detallan a continuación:





 





REDACCIÓN PROPUESTA





OBSERVACIONES DE LA MAGISTRADA ZÚÑIGA





Artículo 47.





 





El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.





 





Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:





 





 





1.	Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.





 





2.	Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.





 





3.	Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.





 





4.	No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial.  En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad, la persona a quien se le haga el llamado para la suplencia deberá de comunicarlo al respectivo despacho y abstenerse de aceptar el nombramiento.





 





5.	En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.





 





 





Artículo 55.





 





La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:





 





*	Renuncien expresamente


*	Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.


*	Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.


*	Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.


*	La persona convocada tenga alguna relación de parentesco u afinidad, conforme lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea en grado superior o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial que provoquen conflictos de interés y no lo comuniquen.


*	Tratándose de personas que litigan, no comuniquen al despacho del cual se les está llamando, que tienen procesos en trámite en el mismo despacho judicial.





 





Artículo 47.





 





En lo que respecta a la redacción de los requisitos que deben reunir quienes integren la lista de suplentes para los distintos tribunales de justicia, se hacen ver dos aspectos de distinta naturaleza:  





 





                              i.              En la última oración del punto 4, se propone una corrección gramatical. En lo que interesa, dispone la norma:





“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad […]”





 





Se sugiere cambiar la conjunción “u” por “o”, de manera que se lea: 





“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco o afinidad […]”





 





                            ii.              Como punto 5, se indica:





“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.”





 





Se recomienda valorar la pertinencia de incorporar un supuesto adicional, que se encuentre referido a aquellos casos en que las abogadas o abogados litigantes, sean convocados para laborar como suplentes en el despacho encargado de resolver, en alzada, los procesos que tengan en trámite, de manera que el punto 5 pueda leerse de la siguiente manera:





 





“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando o que deban resolver en alzada.”





 





 





 





 





 





 





 





 





 





 





 





 





Artículo 55.





 





En el artículo 55 del Reglamento de la Carrera Judicial, se establecen los supuestos de exclusión de los roles de suplencias. 





 





El tercero de ellos, corresponde a los casos en que: 





“[…] Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias […]” (El resaltado es suplido).





 





De acuerdo con su definición en el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra “razonablemente” es un adverbio, siendo la función propia de los adverbios, la de complementar a un verbo, a un adjetivo o a otro adverbio[1], lo que se echa de menos en la norma, tal cual está redactada. Pareciera, entonces, que debe corregirse la disposición, ya sea, agregándose un verbo, adjetivo o adverbio, que le dé sentido a la frase “o razonablemente”, o bien, que la misma sea eliminada. 





 





Por su parte, en el cuarto supuesto, se reitera la corrección gramatical que fue propuesta en relación con el artículo 47, relacionada con la sustitución de una “u” por una “o”, para que disponga, en lo que interesa: 





 





“[…] La persona convocada tenga alguna relación de parentesco o afinidad […]”
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La máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, en oficio N°078-OC-2022 de fecha 3 de junio del 2022 y recibido en esta Secretaría el 13 de junio del 2022; expresó:





 





“Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para rendir informe al oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 





 





Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la función encomendada de  gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y selección de personal que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de propietarios, interinos o suplentes. 





 





Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, se platearon una serie de observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la materia de los conflictos de interés, que incluye, el régimen de prohibiciones e incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución. 





 





Aunado a lo anterior, esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman la lista de suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 





 





Adicionalmente, es importante mencionar que este tema, entre muchos otros, fue analizado y valorado junto a personal de la Dirección de Gestión Humana que participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, siendo considerado como uno de los ejes de necesaria atención. 





 





Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para la determinación e implementación de los criterios de valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo  una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y fraude organizacional interno”. 





 





Como se expuso en dicho informe 02-INF-2022, en el proceso de selección y reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así como el resultado, es decir, el nombramiento – en función del ejercicio del cargo público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos ejemplos. 





 





Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.





 





Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario (Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y ofrecer una regulación más robusta. 





 





El Magistrado Sánchez Rodríguez, es del criterio de que la propuesta plantea la oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la Judicatura. 





 





De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de discusión y análisis en su seno. 





 





Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, señaló como una oportunidad de avanzar en esta materia que se incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 





 





Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario considerar otros aspectos para robustecer la propuesta, y para esos efectos, se considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada consoliden una propuesta de reforma. 





 





En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el objeto de ese órgano, se coordine lo necesario y se remita una propuesta consolidada para su análisis y discusión en Corte.”
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Se acordó: Previamente a resolver lo que corresponda, remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración. Se declara acuerdo firme.”





 











 





Atentamente, 





 





 





 





Licda. Silvia Navarro Romanini





Secretaria General





                                                                       Corte Suprema de Justicia





 





 





Cc:       Sección Administrativa de la Carrera Judicial





Oficina de Cumplimiento





Máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial





Diligencias / Refs: (2056, 5439, 5485, 5439, 6804-2022) 
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Al contestar refiérase a este # de oficio















Señor Magistrado 



Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente  



Consejo de la Judicatura







Estimado señor:











Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, que literalmente dice:







[bookmark: _Toc106351453]“ARTÍCULO II







[bookmark: _Hlk85015780]Documento N° 2056, 5439, 5485, 5439, 6804-2022







En sesión del Consejo Superior N°18-2022 celebrada 03 de marzo del 2022, artículo LII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indicó:







“Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Complimiento del Poder Judicial, mediante el cual remite copia del oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022, en que hace de conocimiento que han recibido consultas y emitido criterio de conformidad con el artículo 44 de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial.” 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, así como del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional”. 
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En la sesión N°19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial.







Previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que, en el plazo de 10 días hábiles contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.







Por último, en oficio N°4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 
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Según los registros que al efecto se llevan en la Secretaría de la Corte, una vez vencido el plazo otorgado, se recibieron las siguientes respuestas:



La Magistrada Solano, Presidenta de la Sala de Casación Penal en oficio N° 011-Mag.PSC.ST-2022 del 11 de mayo de 2022, manifestó lo siguiente:







“Me refiero al oficio No. 3980-2022 del 27 de abril del 2022, en el cual se pone en nuestro conocimiento la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial presentada por el Consejo de la Judicatura.







En razón de que estas propuestas surgen de los hallazgos y recomendaciones dadas en el oficio 02-INF-OC-2022 del 22 de febrero de 2022 de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, considero que de previo a su aprobación y siendo esa la oficina especializada en los aspectos relacionados con la reforma que se propone, debe ponerse en conocimiento de esa oficina la redacción de las normas para la integración de listas de suplentes de los despachos judiciales, con el fin de contar con el criterio técnico”.
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Por su parte, la magistrada Zúñiga, en escrito del 10 de mayo de 2022, sugiere la valoración de los aspectos que se detallan a continuación:







				REDACCIÓN PROPUESTA



				OBSERVACIONES DE LA MAGISTRADA ZÚÑIGA







				Artículo 47.







El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.







Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho, quienes deben reunir los siguientes requisitos:











1. Tener la edad y el grado académico que exija la ley para el respectivo puesto.







1. Ser funcionario judicial dentro del sistema de carrera y encontrarse elegible para la materia o para alguna de las materias que se conocen en el respectivo despacho y no estar nombrado como juez supernumerario.







1. Cuando se trate de suplentes de tribunales que puedan tener a su orden personas detenidas, tener la residencia en el respectivo circuito judicial o a un distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del despacho, siempre que existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia.







1. No ser pariente de algún miembro del tribunal o de algún superior en grado, en los términos señalados en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial.  En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad, la persona a quien se le haga el llamado para la suplencia deberá de comunicarlo al respectivo despacho y abstenerse de aceptar el nombramiento.







1. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.











Artículo 55.







La permanencia de los suplentes en los mencionados roles será por cuatro años y solo podrán ser excluidos de ellos cuando:







· Renuncien expresamente



· Se hayan negado injustificadamente por más de dos veces en forma consecutiva a aceptar un llamamiento.



· Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias.



· Siendo funcionarios judiciales, hayan sido removidos del cargo por falta o conducta indebida.



· La persona convocada tenga alguna relación de parentesco u afinidad, conforme lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya sea en grado superior o bien si se tratare de nombramientos en un mismo despacho judicial que provoquen conflictos de interés y no lo comuniquen.



· Tratándose de personas que litigan, no comuniquen al despacho del cual se les está llamando, que tienen procesos en trámite en el mismo despacho judicial.







				Artículo 47.







En lo que respecta a la redacción de los requisitos que deben reunir quienes integren la lista de suplentes para los distintos tribunales de justicia, se hacen ver dos aspectos de distinta naturaleza:  







1. En la última oración del punto 4, se propone una corrección gramatical. En lo que interesa, dispone la norma:



“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco u afinidad […]”







Se sugiere cambiar la conjunción “u” por “o”, de manera que se lea: 



“[…] En caso de presentarse un conflicto de interés por razón de parentesco o afinidad […]”







1. Como punto 5, se indica:



“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando.”







Se recomienda valorar la pertinencia de incorporar un supuesto adicional, que se encuentre referido a aquellos casos en que las abogadas o abogados litigantes, sean convocados para laborar como suplentes en el despacho encargado de resolver, en alzada, los procesos que tengan en trámite, de manera que el punto 5 pueda leerse de la siguiente manera:







“5. En caso de abogados y abogadas litigantes, deberán de abstenerse de aceptar llamados, cuando tengan en trámite procesos en el despacho judicial al cual se les está convocando o que deban resolver en alzada.”



















































Artículo 55.







En el artículo 55 del Reglamento de la Carrera Judicial, se establecen los supuestos de exclusión de los roles de suplencias. 







El tercero de ellos, corresponde a los casos en que: 



“[…] Sean designados en un puesto que haga incompatible o razonablemente el ejercicio de suplencias […]” (El resaltado es suplido).







De acuerdo con su definición en el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra “razonablemente” es un adverbio, siendo la función propia de los adverbios, la de complementar a un verbo, a un adjetivo o a otro adverbio[footnoteRef:1][1], lo que se echa de menos en la norma, tal cual está redactada. Pareciera, entonces, que debe corregirse la disposición, ya sea, agregándose un verbo, adjetivo o adverbio, que le dé sentido a la frase “o razonablemente”, o bien, que la misma sea eliminada.  [1: ] 








Por su parte, en el cuarto supuesto, se reitera la corrección gramatical que fue propuesta en relación con el artículo 47, relacionada con la sustitución de una “u” por una “o”, para que disponga, en lo que interesa: 







“[…] La persona convocada tenga alguna relación de parentesco o afinidad […]”
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La máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, en oficio N°078-OC-2022 de fecha 3 de junio del 2022 y recibido en esta Secretaría el 13 de junio del 2022; expresó:







“Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para rendir informe al oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 







Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la función encomendada de  gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y selección de personal que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de propietarios, interinos o suplentes. 







Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, se platearon una serie de observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la materia de los conflictos de interés, que incluye, el régimen de prohibiciones e incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución. 







Aunado a lo anterior, esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman la lista de suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 







Adicionalmente, es importante mencionar que este tema, entre muchos otros, fue analizado y valorado junto a personal de la Dirección de Gestión Humana que participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, siendo considerado como uno de los ejes de necesaria atención. 







Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para la determinación e implementación de los criterios de valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo  una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y fraude organizacional interno”. 







Como se expuso en dicho informe 02-INF-2022, en el proceso de selección y reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así como el resultado, es decir, el nombramiento – en función del ejercicio del cargo público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos ejemplos. 







Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.







Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario (Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y ofrecer una regulación más robusta. 







El Magistrado Sánchez Rodríguez, es del criterio de que la propuesta plantea la oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la Judicatura. 







De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de discusión y análisis en su seno. 







Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, señaló como una oportunidad de avanzar en esta materia que se incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 







Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario considerar otros aspectos para robustecer la propuesta, y para esos efectos, se considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada consoliden una propuesta de reforma. 







En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el objeto de ese órgano, se coordine lo necesario y se remita una propuesta consolidada para su análisis y discusión en Corte.”
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Se acordó: Previamente a resolver lo que corresponda, remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración. Se declara acuerdo firme.”



















Atentamente, 















Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



						Corte Suprema de Justicia
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Señora:









Silvia Navarro Romanini









Secretaría General 









Corte Suprema de Justicia




















Reciba un respetuoso saludo.









    Con instrucciones de MSc. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial, remito el oficio N° 78-OC-2022 para su estimable conocimiento en relación a los oficios 4698-2022 y 5365-2022.









Cualquier duda o consulta, quedamos a su disposición.




















Cordialmente
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San José, 3 de junio  2022





Oficio N° 078-OC-2022





























Referencia N° 4698-2022

















Señora:





Silvia Navarro Romanini





Secretaría General





Corte Suprema de Justicia





























Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.











Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para rendir informe al oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 











Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la función encomendada de  gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y selección de personal que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de propietarios, interinos o suplentes. 











Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de 2020, dirigido a la Dirección de Gestión Humana, se platearon una serie de observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la materia de los conflictos de interés, que incluye, el régimen de prohibiciones e incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que concursan para un puesto dentro de la Institución. 











Aunado a lo anterior, esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman la lista de suplentes y a su vez, ejercen liberalmente la profesión, litigando en el Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 











Adicionalmente, es importante mencionar que este tema, entre muchos otros, fue analizado y valorado junto a personal de la Dirección de Gestión Humana que participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política Anticorrupción del Poder Judicial, siendo considerado como uno de los ejes de necesaria atención. 











Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para la determinación e implementación de los criterios de valoración de conflictos de interés en los procesos de selección y de sustitución de personal, a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo  una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición para brindar el apoyo que sea necesario en materia de conflictos de interés y determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y fraude organizacional interno”. 











Como se expuso en dicho informe 02-INF-2022, en el proceso de selección y reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así como el resultado, es decir, el nombramiento – en función del ejercicio del cargo público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos ejemplos. 











Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.











Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del 2022, suscrito por el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), licenciada Maricruz Chacón Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario (Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y ofrecer una regulación más robusta. 











El Magistrado Sánchez Rodríguez, es del criterio de que la propuesta plantea la oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la Judicatura. 











De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de discusión y análisis en su seno. 











Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de Transparencia, señaló como una oportunidad de avanzar en esta materia que se incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 











Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario considerar otros aspectos para robustecer la propuesta, y para esos efectos, se considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada consoliden una propuesta de reforma. 











En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el objeto de ese órgano, se coordine lo necesario y se remita una propuesta consolidada para su análisis y discusión en Corte. 











Quedo a sus órdenes. 

















[bookmark: _Hlk98152559][bookmark: _Hlk97566004]Sin otro particular sobre el asunto,





























Atentamente,





























MSc. Kennia Alvarado Villalobos





Oficial de Cumplimiento





kalvaradov@poder-judicial.go.cr
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Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.







 







 







Mediante oficio número 4698







-







2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como 







oficio 5365







-







2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo para 







rendir informe al oficio N°PJ







-







DGH







-







SACJ







-







0387







-







2022 del 6 de abril del 2022, suscrito po







r 







el Consejo de la Judicatura, el cual contiene la propuesta de “Modificación de los 







artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”; en tiempo y forma, remito las 







siguientes consideraciones. 







 







 







Lo primero que debe indicarse es que, derivado de la 







función encomendada de  







gestionar 







-







con un enfoque preventivo







-







 







el riesgo de corrupción, fraude organizacional y 







faltas a la ética y probidad, esta Oficina ha procurado el cumplimiento de las 







disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación







 







y gestión adecuada 







del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de 







los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión 







Humana como órgano encargado del proceso de reclutamiento y 







selección de personal 







que culmina con el nombramiento de personas para ocupar puestos en condición de 







propietarios, interinos o suplentes. 
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San José, 3 de junio  2022
Oficio N° 078-OC-2022






Referencia N° 4698-2022






Señora:
Silvia Navarro Romanini
Secretaría General
Corte Suprema de Justicia






Estimada señora, reciba un respetuoso saludo.






Mediante oficio número 4698-2022, recibido el martes 17 de mayo del 2022, así como






oficio 5365-2022 recibido el 30 de mayo del presente, en el que se otorga un plazo






para rendir  informe al  oficio  N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del  6  de  abril  del  2022,






suscrito  por  el  Consejo  de  la  Judicatura,  el  cual  contiene  la  propuesta  de






“Modificación de los artículos 47 y  55 del  Reglamento de la  Carrera  Judicial”;  en






tiempo y forma, remito las siguientes consideraciones. 






Lo  primero  que  debe  indicarse  es  que,  derivado  de  la  función  encomendada de






gestionar -con un enfoque preventivo- el riesgo de corrupción, fraude organizacional y






faltas  a  la  ética  y  probidad,  esta  Oficina  ha  procurado  el  cumplimiento  de  las






disposiciones de la “Regulación para la prevención, identificación y gestión adecuada






del conflicto de interés en el Poder Judicial” (en adelante la Regulación), por parte de






los sujetos obligados de dicho  instrumento; tal es el caso de la Dirección de Gestión






Humana  como  órgano  encargado  del  proceso  de  reclutamiento  y  selección  de






personal  que culmina con el  nombramiento  de personas para ocupar  puestos en






condición de propietarios, interinos o suplentes. 
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Bajo esta tesitura, es que mediante oficio N° 008-OC-INF-2020, del 7 de octubre de






2020,  dirigido  a  la  Dirección  de  Gestión  Humana,  se  platearon  una  serie  de






observaciones y acotaciones en consideración a la necesaria transversalización de la






materia  de  los  conflictos  de  interés,  que  incluye,  el  régimen  de  prohibiciones  e






incompatibilidades que rigen al Poder Judicial, dentro de los procesos administrativos






y técnicos ya establecidos para la comprobación de la idoneidad de las personas que






concursan para un puesto dentro de la Institución. 






Aunado a lo anterior,  esta oficina ha recibido diferentes consultas relacionadas al






régimen de prohibiciones e impedimentos- incluido los conflictos de intereses-, ante






dudas sobre la posibilidad de que se enfrente un potencial y/o real conflicto de interés






dentro del proceso de nombramiento de personal – propietario, interino o suplente-; la






última planteada por el Dr. Carlos Humberto Góngora Fuentes, Juez Coordinador del






Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, quien solicitó criterio ante un






potencial o aparente conflicto de interés respecto de jueces o juezas que conforman






la  lista de suplentes y a su vez,  ejercen liberalmente  la profesión,  litigando en el






Despacho donde eventualmente realizarían la suplencia. 






Adicionalmente,  es importante  mencionar  que este  tema,  entre muchos otros,  fue






analizado  y  valorado  junto  a  personal  de  la  Dirección  de  Gestión  Humana  que






participaron en los talleres realizados como parte de la construcción de la Política






Anticorrupción  del  Poder  Judicial,  siendo  considerado  como  uno  de  los  ejes  de






necesaria atención. 






Es así que, mediante oficio 02-INF-2022 de fecha 22 de febrero del 2022, esta Oficina






remitió al Consejo de la Judicatura y a la Dirección de Gestión -con copia al Consejo






Superior, al Despacho de la Presidencia, entre otros-, “gestión de cumplimiento para






la  determinación e  implementación de los  criterios  de valoración de  conflictos  de






interés  en  los  procesos  de  selección  y  de  sustitución  de  personal,  a  fin  de  dar






cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 13 y 16 de la Regulación”, exponiendo
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una serie de consideraciones como insumos para el análisis y valoración del órgano






competente y responsable del proceso en cuestión, dejando patente la “disposición






para  brindar  el  apoyo  que  sea  necesario  en  materia  de  conflictos  de  interés  y






determinación de riesgos por conflictos de intereses, y determinación de corrupción y






fraude organizacional interno”. 






Como  se  expuso  en  dicho  informe  02-INF-2022,  en  el  proceso  de  selección  y






reclutamiento de personal -sea en condición de propietario, interino o suplente-, así






como el  resultado,  es decir,  el  nombramiento – en función del  ejercicio del  cargo






público-, confluyen una serie de situaciones que pueden analizarse como potenciales






riesgos, tales como, el riesgo de conflicto de intereses, el riesgo de corrupción, el






riesgo por violación al deber de probidad, puertas giratorias, para enunciar algunos






ejemplos. 






Este ha sido un tema que desde esta Oficina se ha llevado a diferentes espacios






dentro de la institución a efectos de valorar medidas que fortalezcan dicho proceso y






a su vez, generar propuestas de mejora para administrar los riesgos detectados.






Es así que, con el traslado del oficio N°PJ-DGH-SACJ-0387-2022 del 6 de abril del






2022,  suscrito  por  el  Consejo  de  la  Judicatura,  el  cual  contiene  la  propuesta  de






“Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”, esta






Oficina realizó otras consultas a instancias vinculadas o que pueden aportar a esta






temática, entre ellas, las personas encargadas del  Centro de Apoyo, Coordinación y






Mejoramiento  de la  Función Jurisdiccional  (CACMFJ),  licenciada Maricruz Chacón






Cubillo y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, asi como, al Magistrado Luis Porfirio






Sánchez Rodríguez, Coordinador de la Comisión de reforma al régimen disciplinario






(Comisión N° 2) y Coordinador de la Comisión de Ética del Poder Judicial, quienes






hicieron diferentes aportes y a su vez, coinciden en que la propuesta requiere ser






fortalecida, para lo cual es importante la valoración por parte de otras instancias que
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contribuyan con su visión para abordar en forma integral los riesgos detectados y






ofrecer una regulación más robusta. 






El  Magistrado  Sánchez  Rodríguez,  es  del  criterio  de  que la  propuesta  plantea la






oportunidad de abordar el tema en el contexto del proyecto de reforma legal (de la






Ley Orgánica del Poder Judicial) que está culminando la Comisión N° 2, por existir






atinencia; postura que resulta adecuada y abre la posibilidad de solventar de mejor






forma esta materia junto a otros temas vinculados con la iniciativa del Consejo de la






Judicatura. 






De igual forma, el Magistrado Sánchez Rodríguez, como integrante de la Comisión de






Transparencia y anticorrupción, consideró oportuno y necesario que esta Comisión se






pronunciara en este proceso por ser un asunto de interés ya que ha sido objeto de






discusión y análisis en su seno. 






Consultada la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de






Transparencia,  señaló  como una oportunidad de avanzar  en esta  materia  que se






incorpore esta Comisión y tenga la posibilidad de generar un trabajo articulado con






otras instancias y presentar un documento integrado que aborde las diferentes aristas






que inciden en ese proceso a cargo de Gestión Humana. 






Como se desprende, existe coincidencia de que la institución debe regular el proceso






de reclutamiento y selección de personal desde el eje de conflictos de intereses, que






incluye el nombramiento de personas suplentes, iniciativa que está reflejada en la






propuesta presentada por el Consejo de la Judicatura; sin embargo, resulta necesario






considerar  otros  aspectos  para  robustecer  la  propuesta,  y  para  esos  efectos,  se






considera conveniente la participación de otros entes para que, de forma integrada






consoliden una propuesta de reforma. 
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En razón de lo expuesto, dejo planteado el informe en el sentido de que, es necesario






que la reforma presentada sea analizada en otros espacios con instancias vinculadas






para valorar en forma íntegra los diferentes riesgos que se presentan en este tipo de






procesos, con el fin de consolidar un instrumento que fortalezca la iniciativa; para lo






cual se solicita se remita a la Comisión de Transparencia para que, atendiendo el






objeto  de  ese  órgano,  se  coordine  lo  necesario  y  se  remita  una  propuesta






consolidada para su análisis y discusión en Corte. 






Quedo a sus órdenes. 






Sin otro particular sobre el asunto,






Atentamente,






MSc. Kennia Alvarado Villalobos






Oficial de Cumplimiento






kalvaradov@poder-judicial.go.cr
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San José, 20 de julio de 2022





N° 7280-2022





Al contestar refiérase a este # de oficio





 





 





Señor Magistrado





Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente





Consejo de la Judicatura





 





Estimado señor





 





 





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 37-2022 celebrada el 18 de julio de 2022, que literalmente dice:





 





“ARTÍCULO VI





 





Documento N° 2056-2022 / 8097-2022





 





En la sesión N° 19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial y previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que en el plazo de 10 días hábiles, contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.





 





Luego, en oficio N° 4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 





 





Finalmente, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II, previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración.





 





La máster Marcela Zúñiga Jiménez, jefa interina de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0776-2022 del 08 de julio de 2022, remite la transcripción del acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, el cual en su parte dispositiva literalmente indica:





 





“[…]





 





Este Consejo avala el traslado del acuerdo de Corte Plena, sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para su análisis y discusión en Corte.  Procede comunicar lo anterior a la Corte Plena.





 





SE ACORDÓ: 1) Se remite el acuerdo a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial.  2) Comunicar a la Corte Plena que este Consejo traslado el acuerdo a la Comisión de Transparencia atendiendo el objeto de ese órgano”.





 





- 0 -





 





Se acordó: Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, y, en consecuencia, estar a la espera de la remisión de la propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para el análisis y discusión de este órgano. Se declara acuerdo firme.”





 





 





Atentamente, 





 





 





 





 





Licda. Silvia Navarro Romanini





Secretaria General





                                                                       Corte Suprema de Justicia





 





 





Cc:





Sección Administrativa de Carrera Judicial





Licda. Annie Caroline Ramírez Solano, Encargada Pendientes Secretaria General de la Corte





Diligencias / Refs: (2056-2022 / 8097-2022)
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[bookmark: _Hlk29476459]San José, 20 de julio de 2022



N° 7280-2022



Al contestar refiérase a este # de oficio











[bookmark: _Hlk78292312]Señor Magistrado



Lic. Orlando Aguirre Gómez, Presidente



Consejo de la Judicatura







Estimado señor











Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 37-2022 celebrada el 18 de julio de 2022, que literalmente dice:







[bookmark: _Toc108779149]“ARTÍCULO VI







Documento N° 2056-2022 / 8097-2022







En la sesión N° 19-2022 celebrada el 25 de abril de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la comunicación del Consejo de la Judicatura remitida mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0387-2022, referente a la propuesta de modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial y previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a conocimiento de las señoras magistradas y los señores magistrados, para que en el plazo de 10 días hábiles, contados a partir del recibo de ese acuerdo, remitieran las observaciones que a bien tuvieran.







Luego, en oficio N° 4698-2022 del 12 de mayo del 2022, se remitió a estudio e informe de la Oficina de Cumplimiento la propuesta de “Modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de la Carrera Judicial”. 







Finalmente, en sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II, previamente a resolver lo que corresponda, se dispuso remitir las observaciones enviadas por las magistradas Solano y Zúñiga y por la máster Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento, al Consejo de la Judicatura, para su valoración.







[bookmark: _Hlk109113498]La máster Marcela Zúñiga Jiménez, jefa interina de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-0776-2022 del 08 de julio de 2022, remite la transcripción del acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, el cual en su parte dispositiva literalmente indica:







“[…]







Este Consejo avala el traslado del acuerdo de Corte Plena, sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para su análisis y discusión en Corte.  Procede comunicar lo anterior a la Corte Plena.







SE ACORDÓ: 1) Se remite el acuerdo a la Comisión de Transparencia para que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial.  2) Comunicar a la Corte Plena que este Consejo traslado el acuerdo a la Comisión de Transparencia atendiendo el objeto de ese órgano”.







- 0 -







Se acordó: Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión N° CJ-025-2022, celebrada el 30 de junio del año en curso, artículo VIII, y, en consecuencia, estar a la espera de la remisión de la propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial para el análisis y discusión de este órgano. Se declara acuerdo firme.”











Atentamente, 



















Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



						Corte Suprema de Justicia











 



Cc:



Sección Administrativa de Carrera Judicial



Licda. Annie Caroline Ramírez Solano, Encargada Pendientes Secretaria General de la Corte



Diligencias / Refs: (2056-2022 / 8097-2022)
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Dirección de Gestión Humana 
San José, Barrio González Lahmann  



Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945 



  Sección Administrativa de la Carrera Judicial 
carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr 



Teléfono: 2295-3781 ext. 01-3781 



 



PJ-DGH-SACJ-1673-2022 
07 de diciembre de 2022 



Señor 



Carlos Toscano Mora Rodriguez 
Secretario General de la Corte 
Presente 



 
Estimado señor: 
 



En atención a la solicitud de informe contenida en el oficio N° 7280-2022 relacionado con la 
referencia N° 2056-2022 de la Secretaria General de la Corte, se indica que la gestión fue 
atendida mediante oficio PJ-DGH-SACJ-0776-2022 de fecha 08 de julio del presente año, el 



cual fue enviado mediante correo electrónico a la cuenta secrecorte@Poder-Judicial.go.cr  el 
12 de julio del mismo mes.  En dicho oficio se comunicó el acuerdo tomado por el Consejo de 
la Judicatura en la sesión CJ-025-2022, articulo VIII, celebrada el 30 de junio del presente año, 



que en lo que interesa indica: 
 



“SE ACORDÓ: 1) Se remite el acuerdo a la Comisión de Transparencia para 
que remita una propuesta consolidada sobre la modificación de los artículos 47 y 55 
del Reglamento de Carrera Judicial.  2) Comunicar a la Corte Plena que este Consejo 
traslado el acuerdo a la Comisión de Transparencia atendiendo el objeto de ese 
órgano.”  



 
Por lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el Consejo de la Judicatura, el informe 



deberá de ser requerido a la Comisión de Transparencia. Se adjunta el acuerdo completo.  



Atentamente,  



Atentamente, 
 
 



 
Mba. Lucrecia Chaves Torres  



Jefa 



Sección Administrativa de la Carrera Judicial  
Dirección de Gestión Humana 



 
CC. Comisión de Transparencia 



        Diligencias 
MJHS 
 





mailto:carrera-jud@Poder-Judicial.go.cr


mailto:secrecorte@Poder-Judicial.go.cr





						2022-12-07T15:00:54-0600


			MARIA LUCRECIA CHAVES TORRES (FIRMA)
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INFORME IV Trimestre 2022 COMISIÓN DE TRANSPARENCIA.docx
[bookmark: _Toc100301284][bookmark: _Hlk108536383]INFORME TRIMESTRAL DE LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN.

 IV TRIMESTRE 2022



Integración



En la actualidad, la Comisión de Transparencia se encuentra conformada por distintos jerarcas del área jurisdiccional, disciplinaria, administrativa y auxiliar de justicia, a saber: 



Magistrada Patricia Solano Castro, Sala Tercera (preside)

Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda quien preside

Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional 

Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Sala Primera

Sr. Carlo Díaz, Fiscal General de la República

Sr. Randall Zúñiga López, Director del Organismo de Investigación Judicial

Sr.  Estrellita Orellena, Presidenta del Tribunal de la Inspección Fiscal

Sr. Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno. 

Sra. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de la Dirección de Planificación.

Sra. Dinorah Álvarez Acosta, Consejo Superior

*Sr. Juan Carlos Pérez Murillo, Defensa Pública, en el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 15-2021 celebrada el día 19 de abril de 2021, se decidió autorizar la incorporación del máster Juan Carlos Pérez Murillo, Director de la Defensa Pública, en la Comisión de Transparencia y Anticorrupción del Poder Judicial, en el entendido que será en condición de invitado cuando la Comisión conozca temas que le atañen a la Defensa Pública. Lo anterior hasta tanto esta Corte Plena conozca el nuevo proyecto del Reglamento de Comisiones y se defina la forma en que las comisiones institucionales deberán estar integradas.



[bookmark: _Toc100301292][bookmark: _Hlk41644629]Reuniones realizadas por la Comisión de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción Penal durante el cuarto trimestre del 2022.



Durante del cuarto trimestre del año 2022, se han realizado un total de 3  sesiones de trabajo, las cuales a continuación se detallan:

1. Sesión ordinaria de la Comisión número 10-2022, la cual se llevó a cabo el día 18 de octubre  de 2022. 

2. Sesión ordinaria de la Comisión número 11-2022, la cual se llevó a cabo el día 15 de noviembre del 2022. 

3. Sesión ordinaria de la Comisión número 12-2022, la cual se llevó a cabo el día 19 de diciembre del 2022. 



Durante el cuarto trimestre del año 2022, se han tomado acuerdos y se ha mantenido informados a los integrantes de la Comisión de Transparencia de los siguientes temas que se detallan a continuación y a los cuales se le da el seguimiento respectivo: 





1. Se aprobaron las tres actas de cada una de las reuniones de interés. 

2. Se dio a conocer a los integrantes de la Comisión de Trasparencia el seguimiento del SEVRI 2022 (valoración de riesgos) para  la Comisión en cuanto a los objetivos estratégicos del Plan Anual Operativo, con  el fin de que manifestaran si tenían observaciones. 

3. Se puso en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Transparencia el avance del PAO de la Comisión de Transparencia el cual se completó en un 100% a nivel del Sistema de seguimiento PAO.

4. Se puso en conocimiento de los integrantes de la Comisión de Transparencia el informe del tercer trimestre para su aprobación y posterior envío a Corte Plena. 

5. Se tuvo reunión con los compañeros de la Auditoría Judicial en la cual se puso en conocimiento el informe parcial en borrador referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial. Posteriormente, mediante oficio N° 1574-122-IAC-APAI-2022 el señor Roberth García González, Director General, Auditoría Interna del Poder Judicial pone en conocimiento de los Integrantes de la Comisión de Transparencia el informe final referente al estudio sobre las medidas o controles establecidos para el cumplimiento del Reglamento regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, efectuado por la Sección Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación, del Despacho a su cargo. 

6. Se acordó ceder recursos en la subpartida 10502, del 926  a solicitud de Eimy Solano Castro, Coordinadora de la Unidad Administración Escuela Judicial, a fin de atender necesidades de pago de viáticos por parte de la Escuela Judicial.

7. Se presentó  a la Comisión de Transparencia el formulario de aplicación obligatoria para la declaración de intereses por parte de las personas a ser nombradas y las que realizan el nombramiento en cualquier puesto del Poder Judicial. Este es el primer resultado de las mesas de trabajo presenciales para la elaboración de propuesta sobre la modificación de los artículos 47 y 55 del Reglamento de Carrera Judicial, esto el  acuerdo de Corte Plena, sesión N° 32-2022 celebrada el 20 de junio de 2022, artículo II.

8. [bookmark: _Hlk119336364]Se informo a los integrantes de la Comisión, mediante oficio 382-OC-2022, que  la Oficina de Cumplimento, a la fecha ya ha generado el instrumento de metodología de riesgo de corrupción. 

9. [bookmark: _Hlk116567479]Se puso en conocimiento que mediante oficio 861-PLA-PE-2022 Ref. SICE: 815-2022, el Máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe Proceso de Planeación y Evaluación remitió a varias Oficinas y  Comisiones de la Institución el informe suscrito por Ing. Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con la publicación de los reportes de alineamiento del Plan Estratégico Institucional con los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

10. Se informó a los integrantes de la Comisión de Transparencia  que el pasado 10 de octubre se remitió correo al buzón de esta Comisión por medio del cual se envió el oficio el oficio 298-P-2022, de la Comisión de Nombramientos en el cual se indica que se tiene por recibida la misiva realizada por nuestra parte en torno a la designación de la Jefatura de la Escuela Judicial e informa que el concurso referido se tiene proyecto de publicarlo en el mes de noviembre de 2022. 

11. Se informó  a los integrantes de la Comisión de Transparencia  que se ha remitido al correo de la Comisión el oficio N° 3412-DE-2022, relacionado a los resultados de la primera entrega del seguimiento de la gestión para la continuidad de los servicios públicos críticos ante la emergencia sanitaria, correspondientes al Eje 1 Gestión de la Continuidad Institucional elaborado por la Contraloría General de la República. 



12. Se informó a los integrantes de la Comisión la confección del informe anual conforme lo solicitado mediante oficio DP569-2022 el cual fue remitido mediante el  oficio N° 010-Com. Transp.-2022 del 24 de noviembre de 2022

13. Se informó a los integrantes de la Comisión que  mediante oficio 982-PLA-EV-PE-2022 de la Dirección de Planificación se remitió a la  Secretaria General de la Corte el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. del Subproceso de Evaluación y el Ing. Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con la propuesta para realizar el “Taller de Rendición de Cuentas del Plan Estratégico Institucional (PEI) 2019-2024”.

14.  Mediante el oficio 1052-PLA-EV-2022 se remitio el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. del Subproceso de Evaluación, relacionado con el informe de seguimiento semestral al avance en el cumplimiento del PEI, con corte al 30 de junio 2022, con sus respectivos resultados por meta estratégica.

15.  Se informó a los integrantes de la Comisión de Transparencia sobre distintos aspectos de interés en torno al Congreso "I Congreso de Compliance Público: La responsabilidad de la Administración en la gestión de la integridad: Modelo de Compliance" que fue organizado para el mes de diciembre por parte de la Oficina de Cumplimiento.

16. [bookmark: x__Toc110425120][bookmark: x__Toc120197255]Se puso en conocimiento  el oficio 12053-22 de la Secretaria de la Corte, en el cual se informa a la Licda Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 103-2022 celebrada el 24 de noviembre de 2022,  que literalmente dice: “ARTÍCULO XIII  Documento N° 10774, 13524-2022  relacionado con la formulación presupuestaria 2024.

17. Se informó a los Integrantes de la Comisión de Transparencia sobre los pasos a seguir relacionados con la a Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial de Costa Rica, recientemente aprobada en sesión de Corte Plena N° 59-2022, celebrada el 21 de noviembre de 2022, artículo XXI. 

18. Mediante correo del 16 de diciembre de 2022 la Oficina de Cumplimiento remitió al correo de la Comisión de Transparencia el informe de labores correspondiente al periodo 2022. 







Es todo. Fabiola Quesada Jiménez 16 de enero del 2023.
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6.- RV Oficio N001-Com.Transp.-2023.msg
RV: Oficio N°001-Com.Transp.-2023

		From

		Kenia Alvarado Villalobos

		To

		Fabiola Quesada Jimenez

		Recipients

		fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días Fabi, 



Te renvío el oficio remitido a la señora Lisa Lesage y Priscilla Hernández, ambas servidoras de INL de la Embajada de los Estados Unidos, en el que se les informa la elaboración del Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción del Poder Judicial -y que ya conoció el Consejo Superior-, como uno de los productos realizados en el marco de la cooperación internacional brindada por esa entidad. 



 



Atentamente;



 







 



De: Despacho Magistrada Patricia Solano <despacho_mag_Solano@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 16 de enero de 2023 07:34
Para: LeSageL@state.gov; Hernandez, Priscilla M <HernandezPM2@state.gov>
CC: Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio N°001-Com.Transp.-2023



 



Buenas Días.



Con instrucciones de la Magistrada Patricia Solano Castro, en su condición de presidente de la Sala Tercera y Coordinadora de la Comisión de Transparencia; me permito remitirles el Oficio N°001-Com.Transp.-2023, para el trámite correspondiente. 



Quedo a su disposición.



 



Sin otro particular sobre el asunto.



 



 



 



Atentamente;



Anel Valverde Solís



Secretaria Ejecutiva



Despacho de la Magistrada Patricia Solano Castro



Presidente Sala Tercera



Vicepresidente Corte Suprema de Justicia



despacho_mag_solano@poder-judicial.go.cr



Tel. (506) 2295-4985
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Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción en el 
Poder Judicial. I Fase 



 



Introducción 
 



La Corte Plena en sesión 09-2019 del 4 de marzo de 2019, artículo XX aprobó la 



creación del Oficina de Cumplimiento y el seguimiento de los diagnósticos 



institucionales del proyecto de cooperación con la Embajada de los Estados Unidos 



de Norteamérica, denominado “Fortalecimiento de la capacidad humana 



institucional en la detección de fraude o corrupción y métodos anticorrupción”, con 



la finalidad de implementar las recomendaciones de los diagnósticos en materia de 



corrupción y detección del fraude que tienden al fortalecimiento de las capacidades 



institucionales para abordar este fenómeno.  



Entre las observaciones más relevantes se cita la elaboración de un modelo de 



análisis de riesgos asociados a infracciones al marco legal, la ética pública y el 



deber de probidad en perjuicio de la institucionalidad. Lo anterior, con un enfoque 



de prevención y centrado en la construcción de matrices de riesgos de corrupción 



a partir de su identificación y análisis que permita la mejora en los procesos y 



protocolos con mayor exposición. 



En este sentido, la Oficina de Cumplimiento como órgano técnico de la Comisión de 



Transparencia, y con el apoyo de National Center for State Courts (NCSC) -ente 



ejecutor del proyecto de cooperación por parte de la Embajada de Estados Unidos-



,  trabajó en la elaboración de la primera fase del modelo de gestión de riesgos 



de corrupción que facilite la identificación de este tipo de eventos a nivel 



institucional desde su definición, así como criterios en el análisis de la probabilidad 



de ocurrencia e impacto que su materialización provoque en el área de aplicación 



específica. 



Menester señalar que este modelo constituye una primera fase que se centra en 



(i) la identificación de riegos de corrupción, (ii) el análisis de probabilidad, ocurrencia 



impacto y la (iii) definición de la zona de riesgo.  











 
 



En una segunda etapa, se pretende desarrollar una metodología de (iv) evaluación 



de los controles y (v) la administración del riesgo; de forma tal que permitan un 



abordaje que involucre todas las fases de la gestión de riesgos de manera técnica 



y especializada.  



Por otra parte, resulta importante señalar que, en un ejercicio de un plan piloto, este 



Modelo se aplicó al proceso de adquisición de bienes y servicios del Poder Judicial, 



con la colaboración de la Dirección Ejecutiva, se implementó el instrumento 



permitiendo confirmar su utilidad y eficiencia para la gestión de riesgos de 



corrupción.  



El documento contiene los siguientes apartados:  



a) Marco conceptual: se define el fundamento que permiten la elaboración de 



este instrumento y los requerimientos atendidos, así como las expectativas 



de su implementación.  



b) Metodología: se describe el proceso técnico y profesional utilizado para la 



elaboración del Modelo de Gestión de riesgos de corrupción.  



c) Modelo: en este apartado se desarrolla el modelo y se exponen las fases o 



pasos para la gestión de riesgos de corrupción, las herramientas aplicadas y 



el resultado esperado.  



d) Conclusiones: finalmente, luego del trabajo realizado tanto en la 



construcción de este instrumento como en la aplicación del Modelo como 



plan piloto en el proceso de adquisición de bienes y servicios de la institución, 



se hace necesario pasmar una serie de observaciones y recomendaciones.   



 



1. Marco conceptual 
 



En la década de los años noventa del siglo XX, se han venido generando una serie 



de iniciativas enfocadas a la gestión de riesgos en las instituciones del sector público 



y privado, con el objetivo de hacer más transparente y eficiente su trabajo.  



Tratándose del sector público, esta gestión de riesgos se originó en las reglas y 



herramientas que se utilizaban en el sector financiero desde la década de los 



setentas y que fueron adaptadas a distintos contextos. 



Nuevos requerimientos regulatorios, cambios en el modelo de negocios a nivel 



mundial, desarrollo vertiginoso de la ciencia y tecnología que provocaron cambios 



en las relaciones de negocios y de servicios, exigencias de modelos eficientes y 











 
 



eficaces de los servicios públicos, el impulso de buenas prácticas de gobernanza 



en todos los sectores, entre otros, representaron cambios en el entorno y contexto, 



que evidenciaron la necesaria evolución del sistema de control internos, implicando 



un movimiento para centrarse en temas estratégicos y en la capacidad de lograr los 



objetivos propuestos de las organizaciones -operativos, tácticos y estratégicos-. 



(Contraloría General de la República, 2011) 



A partir de ello, se han generado herramientas de gestión de riesgos que han 



permitido administrar la posible ocurrencia de un conjunto de eventos y conductas 



que afectan negativamente el logro de los fines y objetivos organizacionales. 



Menester señalar que los riesgos en una institución son inevitables, esto debido a 



su naturaleza eventual e incierta, la cual genera que exista la probabilidad de que 



el evento suceda y, por lo tanto, traiga consigo consecuencias negativas a una 



institución/proceso. En este contexto, resulta necesario que las organizaciones, ya 



sean privadas o públicas, cuenten con “técnicas que permitan anticipar escenarios 



contingentes a efectos de amortiguar los golpes o efectos que los mismos puedan 



ocasionar” (Biderbost, 2017). A estas técnicas se les define como administración o 



gestión de riesgos. 



Con la aprobación de la Ley General de Control Interno N°8292 el 31 de julio de 



2002, se introduce en Costa Rica, la obligación de la implementación de los 



sistemas de control interno en las instituciones públicas (art. 7), consistente en las 



acciones que debe ejecutar la administración activa que aseguren la consecución 



de una serie de objetivos establecidos (art 8), entre las que se citan:  



a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, 



despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal. 



b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información. 



c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones. 



d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.  



Ese cuerpo normativo impone el deber de las instituciones públicas de realizar una 



valoración de riesgos que incluya su identificación y análisis, probabilidad e impacto 



de ocurrencia, la respuestas y administración de riesgos.    



Artículo 14.—Valoración del riesgo. En relación con la valoración del 



riesgo, serán deberes del jerarca y los titulares subordinados, entre 



otros, los siguientes: 



 











 
 



a) Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 



objetivos y las metas institucionales, definidos tanto en los planes 



anuales operativos como en los planes de mediano y de largo plazos. 



b) Analizar el efecto posible de los riesgos identificados, su importancia 



y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán 



para administrarlos. 



c) Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento adecuado del 



sistema de valoración del riesgo y para ubicarse por lo menos en un nivel 



de riesgo organizacional aceptable. 



d) Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las 



acciones por ejecutar. 



 



De igual forma, dicha legislación establece el Sistema Específico de valoración de 



riesgo Institucional (SEVRI), como mecanismo de aseguramiento de cumplimiento 



de los objetivos y competencias institucionales; a través de la adecuada evaluación 



del nivel de riesgos que enfrentan las organizaciones que les permita tomar medidas 



oportunas para su administración (Contraloría General de la República , 2006). En 



este sentido, el numeral 18 de la Ley General de Control Interno señala:  



 



Artículo 18.—Sistema específico de valoración del riesgo institucional. 



Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de 



valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea 



que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel 



de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y 



sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo. 



 



En virtud de lo anterior, desde el año 2005, el Poder Judicial ha venido 



sensibilizando y fomentando la valoración de riesgo operativos a nivel institucional, 



a través del SEVRI, implementación a cargo de la Unidad de Control Interno, 



adscrita al Consejo Superior. 



 



2. La corrupción como amenaza detectada en el Poder Judicial 
 











 
 



Organismos internacionales como el Banco Mundial y la OCDE (OCDE, 2020) han 



señalado la necesidad de crear instrumentos o metodologías que permitan la 



gestión de riesgos de corrupción, para identificar, analizar y administrar las 



particularidades y especificidades de este tipo de riesgo en el sector público. Dentro 



de este contexto países como Paraguay (Biderbost, 2017), México (Programa de 



las Naciones Unidas para el Desarrollo en México, 2020) y Colombia (Departamento 



Administrativo de la Función Pública, 2015) han generado un conjunto de 



normativas, políticas e instrumentos para la adecuada gestión del riesgo de 



corrupción que permita la definición de acciones para la prevención o reducción de 



impacto de estos riesgos. 



En el plano nacional, el fenómeno de la corrupción y su efecto pernicioso para la 



institucionalidad pública y el Estado de Derecho, es asumida por el Poder Judicial 



como una amenaza real que afecta el valor justicia y la independencia judicial.  



Es así que, a partir del año 20141 (Corte Plena, 2014), la institución centra esfuerzos 



por la adopción de medidas que coadyuven a combatir este flagelo, enfocándose 



en tres ejes: (i) gobernanza para el alineamiento organizacional, (ii) gestión del 



riesgo de corrupción y (iii) cumplimiento normativo.  



La gestión del riesgo de corrupción, el fraude organizacional y la infracción al deber 



de probidad, riesgo detectado a través de diagnósticos, resulta ser una de las 



funciones asignadas a la Oficina de Cumplimiento por parte de Corte Plena, que 



motivó la creación de esta instancia2 (Corte Plena, 2019). De ahí, la elaboración de 



la presente metodología enfocada en el abordaje de un riesgo específico.  



 
1 En este sentido: véase la creación de la Comisión para investigar la penetración del crimen 
organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial, informe final conocido y aprobado por Corte 
Plena en sesión número 055-2014, así como informe de la Comisión de Transparencia, aprobado 
por Corte  Plena en sesión número 09-19, donde se crea la Oficina de Cumplimiento 



2  Al respecto acta de Corte Plena número 09-19, aprobó: “(…) 2.1) Siguiendo las 



recomendaciones del Diagnóstico “Brechas de riesgo y buenas prácticas en torno a la prevención 



de la corrupción el fraude y las faltas a la ética y probidad dentro del Poder Judicial de Costa 



Rica” aprobar la formalización de una Oficina de Cumplimiento, adscrita directamente a la 



Comisión de Transparencia según lo indicado en el diagnóstico citado y que después le de 



seguimiento con la ejecución de las acciones, proyectos y seguimiento de los planes y 



diagnósticos señalados en el proyecto de cooperación con la Embajada de Estados Unidos de 



América, como parte del compromiso institucional para fortalecer al Poder Judicial en temas de 



Transparencia y acciones de prevención, control y respuesta para las amenazas y riesgos 



derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad (…)”.  











 
 



 



3. Gestión del Riesgo de Corrupción en el Poder Judicial 
 



En virtud de lo anterior, se entiende como Gestión de Riesgo de Corrupción, el 



conjunto sistemático de acciones coordinadas para administrar y controlar el riesgo 



de corrupción que afecte a la Institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. 



Menester señalar que la gestión de riesgo de corrupción busca identificar 



circunstancias de corrupción que perjudiquen el desempeño, la función pública, la 



prestación del servicio, el marco de legalidad y juridicidad, vinculados con el 



accionar y el comportamiento del personal judicial en los procesos de la institución; 



que desvíe o perjudique la prestación del servicio de administración de justicia y los 



objetivos institucionales.  



Como se desprende, el abordaje del riesgo de corrupción trasciende el enfoque 



eminentemente operativo, que busca determinar la probabilidad de ocurrencia de 



un hecho que puede afectar la ejecución y logro de objetivos más operativos de un 



proceso/tarea institucional. 



“El nivel genérico de gestión de riesgos intenta capturar la probabilidad 



de ocurrencia de un hecho (huelga de funcionarios, rotura de 



computadoras, sobre demanda temporal por parte de los ciudadanos, 



cobro indebido de dinero por parte de funcionario, etc.) que afecte la 



realización de una tarea administrativa concreta (emisión de la cédula de 



identidad). El nivel concreto de gestión de riesgos de corrupción, en 



tanto, busca identificar circunstancias de corrupción que afecten el 



trabajo habitual del organismo en cuestión (recepción no regulada de 



dinero por parte de un funcionario público para acelerar la expedición de 



una cédula de identidad)” (Biderbost, 2017) 



El siguiente gráfico se resumen los tipos de riesgos abordados en cada nivel de 



gestión. 



 
 











 
 



 



 



En este sentido, como se expondrá más adelante con mayor detalle, a efectos de 



esta metodología especializada en el riesgo de corrupción, resultó necesario, definir 



claramente el objeto de estudio, es decir, la corrupción, así como, establecer qué 



se debe entender por gestión del riesgo de corrupción; con la finalidad de asegurar 



la correcta alineación en la aplicación del modelo que permita el abordaje eficiente 



de dicho riesgo; evitando de esta forma, desviaciones por parte del operador de la 



herramienta por carecer de un marco conceptual claro. 



El riesgo de corrupción se define como la posibilidad de que por acción u omisión, 



se use el poder para poder desviar la gestión de lo público hacia un beneficio privado 



(Departamento Administrativo de la Función Pública, 2015). 



Por otra parte, como complemento de la especificidad del tipo de riesgo objeto de 



este modelo, resultó necesario, robustecer la etapa de identificación del riesgo de 



corrupción con un marco conceptual más amplio, desagregando de mejor forma el 



concepto de corrupción, para brindar herramientas que permitan mejorar la 



identificación de la fuente y causa de este riesgo.  



Asimismo, este modelo incorpora valores para el análisis de la probabilidad, el 



cálculo del impacto y la determinación de la zona de riesgo; aspectos que pretenden 











 
 



introducir un grado de objetividad a estas fases que le faciliten al operador, a través 



de esos elementos -objetivos-, clasificar y ubicar en el nivel correcto la consecuencia 



o impacto producido del riesgo de corrupción detectado, estableciendo además, la 



visualización clara de la situación que se enfrente a través del mapa de riesgos que 



ubica gráficamente el estado de la situación analizada.  



 



4. Marco normativo 
 



Finalmente, se cita a continuación, la principal normativa que sustenta el abordaje 



del fenómeno de la corrupción a través de la gestión de riesgos en la institución. 



 



Regulación  Artículo Contenido de interés 



Constitución Política 11, 33, 192 ● Princ. Legalidad, rendición de 
cuentas, transparencia, 
imparcialidad. 



● Princ. Igualdad y no 
discriminación. 



● Idoneidad comprobada 
 



Convención 
Interamericana contra la 
Corrupción. (Ley N° 7670, 
vigencia 28 de abril de 
1997) 



 



  



Convención de las 
Naciones Unidas contra 
la Corrupción. (Ley N° 
8557, vigencia 28 de 
diciembre 2006) 
 



  



Convención combate 
cohecho OCDE. (Ley N° 
9450, vigencia 23 de julio 
2017) 



  



Ley General de la 
Administración Pública  



11 
113 



● Principio de Legalidad. 
● Prevalencia del interés 



público. 
 











 
 



Ley contra la corrupción 
y el enriquecimiento 
ilícito en la función 
pública 



3  
4 
 



• Deber de Probidad  



• Violación al deber de probidad  



Ley General de Control 
Interno  



  



Normas de control 
interno para el sector 
público  



  



Directrices generales 
sobre principios y 
enunciados éticos a 
observar por parte de los 
jerarcas, titulares 
subordinados, 
funcionarios de la 
contraloría general de la 
república, auditorías 
internas y servidores 
públicos en general. D-2-
2004-CO 



  



Principios Éticos de los 
Funcionarios Públicos 
Decreto N° 33146 



  



Código de Ética del Poder 
Judicial 



  



Reglamento para la 
prevención, 
identificación y la gestión 
adecuada de los 
conflictos de interés en el 
Poder Judicial 



  



 



 



5. Proceso Construcción de la Metodología Riesgo de Corrupción, 
Poder Judicial 



 



Como se indicó, a partir de la creación de la Oficina de Cumplimiento (2019) se le 



definieron funciones para la identificación de amenazas provenientes de la 



corrupción, el fraude interno, las faltas a la ética y probidad; así como su prevención 



y control.   











 
 



Durante el 2019, y previo a la construcción de una metodología, la Oficina de 



Cumplimiento impulsó la capacitación de personal con conocimientos actualizados 



que permitan contribuir para la gestión de los riegos asociados con actos de 



corrupción, de igual forma, promover las sinergias necesarias a lo interno de la 



institución con oficinas y procesos estratégicos para la implementación del modelo 



de organización y gestión de lucha contra la corrupción, basado en el esquema de 



compliance público. 



En ese sentido de realizaron dos talleres de capacitación en normas ISO en el tema 



de Gestión de Riesgo y Sistemas de Gestión Antisoborno: 



• Primer Taller: “Antisoborno, Sistema de gestión -Norma INTE/ISO 



37001:2017”, Fechas: 20 y 27 de setiembre de 2019. 



• Segundo Taller: Gestión del Riesgo; INTE/ISO 31000, Fechas: 8, 15 de 



noviembre y 2 de diciembre de 2019 



Seguidamente se detallan los participantes a estas capacitaciones con el objetivo 



de desarrollar en las personas funcionaras, actualización de conocimiento, 



habilidades y actitudes en busca de una mayor eficiencia en el desarrollo de sus 



actividades. 



 



Participantes: 



 



• Consultoras:   



• Carolina Campos. Normas ISO Gestión de Riesgos 3100 



• Carolina Muñoz. Norma ISO Sistema de Gestión Antisoborno 37001 



• Kennia Alvarado Villalobos –Oficina de Cumplimiento 



• Randall Zúñiga Palacios – Oficina de Cumplimiento 



• Gustavo Solano Rivera – Contraloría de Servicios 



• Alexander Valverde - FAPTA 



• Allan Pow Wi Ching – Dirección de Planificación 



• Jason Alfaro Carballo- Inspección Judicial 



• Miguel Ovares Chavarria, Departamento de Proveeduría 



• Yurli Arguello Araya, Departamento de Proveeduría 











 
 



 



La participación de estos funcionarios sirvió de base para la formación de un equipo 



de trabajo, para el desarrollo de varios productos cocreados que permitan el 



abordaje, y gestión del riesgo de corrupción y conflictos de intereses. 



Posterior a esta capacitación, durante el 2020, y con el apoyo del ente ejecutor del 



Proyecto de Cooperación con la Embajada de Estados Unidos, se elaboró en una 



primera etapa, una metodología de Riesgo de Corrupción que permita la 



identificación, análisis y Plan de acción de este tipo de riesgo a nivel Institucional.   



Durante ese proceso de construcción y validación de la metodología se efectuaron 



dos talleres a cargo de la consultora Carolina Campos y el apoyo del National Center 



for State Court (NCSC) como ente ejecutor del Proyecto de Cooperación. 



Talleres: 



1. Fecha: 13 de julio de 2020 



2. Fecha: 4 de setiembre de 2020 



Participantes: 



• Consultora:  Carolina Campos - NCSC 



• Juan Carlos Astúa – Director, NCSC 



• Hellen Barrantes- NCSC 



• Kennia Alvarado Villalobos –Oficina de Cumplimiento 



• Randall Zúñiga Palacios – Oficina de Cumplimiento 



• Catalina Blanco Sánchez –Oficina de Cumplimiento 



• Gustavo Solano Rivera– Contraloría de Servicios 



• Alexander Valverde - FAPTA 



• Allan Pow Wi Ching – Dirección de Planificación 



• Nacira Valverde Bermudez- Directora de Planificación 



• Indira Alfaro Castillo- Oficina de Control Interno 



• Roberth García Gonzalez- Auditoría Interna 











 
 



• Rafael León – Secretaria Técnica de Ética y Valores 



• Jonathan Carvajal- Auditoría Interna 



• Jaison Alfaro- Inspección Judicial 



• Hermes Zamora Atencio – Oficina de Control Interno 



 



6. Gestión de Riesgos de Corrupción. 
 



a. Aspectos generales del Modelo. Definiciones de referencia 
 



A continuación, se exponen los conceptos relevantes que sirven de marco 



referencial de ese modelo.  



 



Contexto Externo 



Se refiere a las condiciones y relaciones entre 



la entidad (proceso) y el ambiente en el cual 



opera y que generan fortalezas, debilidades, 



oportunidades, y amenazas, con información 



referente a los riesgos de corrupción de la 



entidad.  



 



Contexto Interno 



Comprende los objetivos del proceso, en el 



entorno interno en el cual opera 



(procedimientos, normativa, estructura 



organizacional, valores, etc) 



 



Corrupción 



Uso indebido del poder y de los recursos 



públicos para ventaja personal o beneficio de 



terceros en perjuicio del interés general. 



 



Factores de Riesgo de Corrupción 



(fuentes o causas) 



 



Son aquellas condiciones del proceso con 



una mayor interacción del contexto y las 



necesidades de las partes interesadas, lo 



cual incrementa las probabilidades de un 



riesgo de corrupción. Son los aspectos que 











 
 



podrían ocasionar que el riesgo se haga 



realidad. 



 



Gestión Riesgo de Corrupción 



Es el conjunto de acciones coordinadas para 



administrar y controlar la Institución/proceso 



con respecto al riesgo de corrupción. 



 



 



Impacto 



Efecto de la ocurrencia del riesgo de 



corrupción sobre los objetivos del Poder 



Judicial; generalmente se da sobre las 



personas o los bienes materiales o 



inmateriales con incidencias importantes 



tales como; daños físicos, fallecimiento, 



pérdidas económicas, de información, de 



bienes, de imagen, de credibilidad y de 



confianza, interrupción del servicio y daño 



material. 



Mapa de riesgo de corrupción 



El mapa de riesgo representa gráficamente la 



ubicación de los riesgos, dependiendo de la 



probabilidad de ocurrencia y el impacto 



cuantitativo o cualitativo que se produce en 



caso de que se materialice el riesgo. Permite 



reflejar los riesgos más representativos del 



proceso u organización. 



Partes Interesadas 



Persona u organización que puede afectar, 



verse afectada, o percibirse como afectada 



por una decisión o actividad, pudiendo ser 



interna o externa a la organización” (Sistema 



de Gestión Antisoborno ISO 37001, 



Definiciones 3.3.) 



 



Probabilidad de ocurrencia 



Frecuencia (Número de veces) en la que se 



podría presentar un evento o se ha 



presentado y /o factibilidad (posibilidad) de 



que suceda el evento. La probabilidad se 



expresa con una escala de valores 



cuantitativos y cualitativos. 



 











 
 



Riesgo 



 



Probabilidad de que ocurra un evento, cuyas 



consecuencias dificulten o impidan el logro 



de los objetivos de un despacho u oficina en 



particular o de la institución en general.   



 



Riesgo de corrupción 



Probabilidad u ocurrencia de un evento que, 



haciendo uso indebido del poder y de los 



recursos públicos para ventaja personal o 



beneficio de terceros, perjudique el interés 



general. 



 



 



 



7. Modelo de Gestión del Riesgo de Corrupción 
 



Como se expuso líneas atrás, se entiende por Gestión de Riesgo de Corrupción, el 



conjunto sistemático de acciones coordinadas para administrar y controlar el riesgo 



de corrupción que afecte a la Institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. 



Es un estilo de administración tendiente a aminorar la probabilidad de ocurrencia de 



un episodio de corrupción, mitigar su impacto y, en consecuencia, favorecer el 



cumplimiento de los objetivos de la organización y procesos de la entidad en la que 



se aplica. 



Este modelo se compone de diferentes fases, los cuales tiene componentes 



determinados. A continuación, se describirán cada uno de ellos:  



 



a. Fase 1. Planeación de la Gestión del Riesgo de Corrupción 
 



En esta primera fase es importante contextualizar el proceso al cual se realizará la 



gestión de riesgo de corrupción. El producto principal de esta etapa es conocer 



información relevante del proceso en estudio. Para ello, resulta necesario 



determinar los factores que afectan positiva o negativamente el cumplimiento de la 



misión y los objetivos de la institución o el proceso; estableciendo el contexto en 



que se desenvuelve, ya sea interno o externo. 



Los elementos principales a analizar son: 











 
 



 



❖ Contexto Externo: Se refiere a las condiciones y relaciones entre la entidad 



(proceso) y el ambiente en el cual opera y que generan fortalezas, 



debilidades, oportunidades, y amenazas, con información referente a los 



riesgos de corrupción de la entidad.  



❖ Contexto Interno: Comprende los objetivos del proceso, en el entorno 



interno en el cual opera (procedimientos, normativa, estructura 



organizacional, valores, etc) 



❖ Partes interesadas: “Persona u organización que puede afectar, verse 



afectada, o percibirse como afectada por una decisión o actividad, pudiendo 



ser interna o externa a la organización” (Sistema de Gestión Antisoborno ISO 



37001, Definiciones 3.3.) 



 



El análisis de estos elementos permitirá determinar un componente de suma 



relevancia, nos referimos a los factores o agentes generadores de riesgo de 



corrupción. Se busca de manera general determinar una serie de situaciones que, 



por sus particularidades, pueden originar prácticas corruptas. 



 



 



 



Factores de Riesgo de Corrupción:  



 



  



 



 



 



De igual forma, en esta fase de planeación, se recomienda el análisis de hechos de 



corrupción si los hay presentados en los últimos años sobre el proceso en estudio, 



considerar las quejas planteadas vinculadas, además, las denuncias e 



investigaciones desarrolladas; así como los actos de corrupción presentados en 



proceso similares. 



Son aquellas 



condiciones/actividades del 



proceso con una mayor 



interacción del contexto y las 



necesidades de las partes 



interesadas, lo cual 



incrementa las probabilidades 



de un riesgo de corrupción. 



 











 
 



 



b. Fase 2. Identificación del Riesgo de Corrupción 
 



Para el Modelo de Gestión de Riesgos de Corrupción, la fase de identificación es 



un proceso crítico, dado que permitirá determinar y delimitar correctamente el objeto 



de estudio, insumo que es el preámbulo para orientar adecuadamente el análisis 



del riesgo y sus consecuencias.  



Para facilitar esta etapa de identificación, el Modelo desarrolla un marco conceptual 



que se compone de los conceptos claves de referencia, así como su definición, esto 



permite generar una descripción del riesgo de corrupción de forma clara y precisa. 



Los conceptos claves de referencia y su definición, a continuación:  



 



RIESGO DE CORRUPCIÓN 
 



“PROBABILIDAD U OCURRENCIA DE UN 
EVENTO QUE, HACIENDO USO INDEBIDO 
DEL PODER Y DE LOS RECURSOS 
PÚBLICOS PARA VENTAJA PERSONAL O 
BENEFICIO DE TERCEROS, PERJUDIQUE EL 
INTERÉS GENERAL.” 
 



 



 



La definición del concepto compuesto, riesgo de corrupción, no es suficiente para 



logar el cometido de esta fase. Para coadyuvar en la identificación del tipo de riesgo 



en análisis, resulta necesario desagregar el anterior concepto compuesto -gestión 



de corrupción- y desarrollar sus componentes claves, como método o herramienta 



que responda a la especificidad del riesgo -de corrupción-.  











 
 



• Uso del poder: Utilización o aprovechamiento de aquella 



facultad otorgada por ley, con ocasión de investidura pública, para 



el desempeño del cargo público. 



• Desviar la gestión de lo público: Desviar la gestión de lo 



público, ejerciendo la facultad y competencias otorgadas en razón 



de la investidura pública, con una finalidad distinta a la conferida 



para el cumplimiento de sus deberes y competencias públicas. 



• Ventaja personal o de terceros:  Obtención de un beneficio o 



utilidad sea en forma directa o indirecta, para sí o para un tercero. 



• Que perjudique el Interés General: Conjunto de valores, 



objetivos y funciones encomendadas constitucional y 



normativamente a los poderes públicos, que buscan la satisfacción 



de la colectividad. 



 



Partiendo de la definición de Riesgo de corrupción -y sus componentes claves-, 



como herramienta orientadora de la etapa de identificación, responder a las 



siguientes interrogantes facilita el resultado de esta fase.  



 



¿Qué?  
 



El proceso específico que se necesita 
proteger/vigilar debido a que puede ser vulnerable 
a un riesgo de corrupción.  



¿Quién?  
 



Los posibles actores más expuestos a posibles riesgos 
de corrupción. 



¿Dónde y 
cuándo?  
 



Detalles del lugar y momento donde podría realizarse 
el acto de corrupción 



¿Por qué? 
 



Cuáles son las razones por las que se cometería un 
acto de corrupción y el beneficio para la persona que 
lo comete 



¿Cómo? Los posibles factores (internos y externos) que facilitan 
o dificultan la materialización de un hecho de 
corrupción. 



 



 



c. Fase 3. Análisis del Riesgo de Corrupción 
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Esta etapa tiene como principal objetivo medir el riesgo inherente. Es decir, 



determinar la probabilidad de ocurrencia del riesgo y sus consecuencias o impacto, 



con el fin de establecer la zona de riesgo inicial. 



Producto principal. 



El principal producto de la etapa será la construcción del mapa de 



zonas de riesgos definiendo la gravedad inicial del o los riesgos de 



corrupción que se identificaron en el paso anterior de acuerdo con 



el riesgo inherente. 



 



8. ¿Cómo se evalúan los riesgos de corrupción? 
 



Como se indicó, es necesario medir el riesgo inherente el cual 



corresponde a la primera calificación del riesgo de corrupción. Éste 



se medirá calculando la probabilidad y el impacto de cada riesgo. 



 



 



 



Probabilidad 



Frecuencia (número de veces) en la que se podría presentar 



un evento o se ha presentado y /o factibilidad (posibilidad) de 



que suceda el evento. La probabilidad se expresa con una 



escala de valores cuantitativos y cualitativos. 



 



 



 



 



Impacto 



Efecto de la ocurrencia del riesgo de corrupción sobre los 



objetivos del Poder Judicial; generalmente se da sobre las 



personas o los bienes materiales o inmateriales con 



incidencias importantes tales como; daños físicos, 



fallecimiento, pérdidas económicas, de información, de bienes, 



de imagen, de credibilidad y de confianza, interrupción del 



servicio y daño material. 



 



 



 



9. Pasos para la evaluación del riesgo. 
 











 
 



 



 



 



 



10.  ¿Cómo se calcula la probabilidad de un riesgo de corrupción? 
 



Para el cálculo de la probabilidad de ocurrencia de un riesgo de corrupción se 



presenta la siguiente escala de cinco niveles de probabilidad: 



 



TABLA DE PROBABILIAD 



VALOR NIVEL FACTIBILIDAD (externo-interno) FRECUENCIA 
(Estadístico) 



10 Improbable Exposición mínima. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo son mínimas.  



No ha ocurrido en 
los últimos tres 
años. 











 
 



30 Poco probable Poca exposición. Las condiciones 
para la materialización del riesgo 
son bajas. 



Ha sucedido al 
menos una vez en 
los últimos tres 
años.  



50 Probable Exposición ocasional. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo son esporádicas. 



Se presentó una 
vez en los últimos 
dos años.  



70 Bastante 
Probable 



Exposición frecuente. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo son viables para que se 
presente. 



Se ha presentado 
una vez en el último 
año.  



90 Muy Probable Exposición constante. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo permiten que pueda 
ocurrir en cualquier momento. 



Se ha presentado 
más de una vez al 
año.  



Condiciones externas: factores económicos, culturales, sociales, etc.  
Condiciones internas: controles, procedimientos, organización del trabajo, etc.  



 



 



11.  ¿Qué información se puede utilizar para medir la probabilidad? 
 



• ➢ Informes anuales 



• ➢ Prácticas y experiencias institucionales 



• ➢ Informes periodísticos 



• ➢ Estudios o investigaciones existentes 



• ➢ Hallazgos de auditorías 



• ➢ Registros administrativos o judiciales. 



• ➢ Denuncias de la Inspección Judicial 



• ➢ Gestiones en la Contraloría de Servicios 



 



12.  ¿Cómo se calcula el impacto de un riesgo de corrupción? 
 











 
 



El valor de impacto se establece según el grado en que las consecuencias o efectos 



puedan perjudicar al Poder Judicial, si se materializa el riesgo. Esta valoración se 



obtiene de la siguiente tabla, con la descripción de cada nivel: 



 



a. Criterios para determinar el nivel de impacto de los riesgos de corrupción. 
 



 



Nivel de impacto: Como complemento para la valoración del nivel de impacto, 



seguidamente se presentan cinco escenarios como referencia en torno a las 



consecuencias del riesgo. Según la cantidad de respuestas afirmativas (Sí), así será 



el nivel de impacto. 



Por lo tanto, si contesta todas las opciones con “Sí”, el resultado que obtendrá es 



de “5” en la escala de nivel de impacto (Muy Alto) y así sucesivamente en 



decremento. 



Tipo Descripción Sí No 



Procesos 



disciplinarios y 



penales 



Incluye las penas o sanciones derivadas 



del incumplimiento de las leyes y 
    



Valor Nivel Descripción 



1 Muy bajo 
Consecuencias mínimas en los procesos analizados para 



la Oficina y la Institución. 



2 Bajo 
Consecuencias menores en los procesos analizados para 



la Oficina y la Institución. 



3 Moderado 
Consecuencias relevantes en los procesos analizados 



para la Oficina y la Institución. 



4 Alto 
Consecuencias significativas en los procesos analizados 



para la Oficina y la Institución. 



5 Muy alto 
Consecuencias críticas en los procesos analizados para la 



Oficina y la Institución. 



 











 
 



regulaciones o conductas contrarias al 



deber de probidad. 



Servicio al usuario 



Impacto en el cumplimiento de la gestión 



pública con consecuencia en el servicio y 



acceso a la justicia.  



    



Aspectos 



económicos y 



activos 



Incluye los efectos negativos sobre los 



recursos institucionales, así como la 



afectación en los activos. 



    



Imagen 



institucional 



Incluye la pérdida de confianza, 



credibilidad y percepción negativa sobre la 



institución por parte de la ciudadanía en 



general. 



    



Procesos 



operativos 



Incluye el incumplimiento de 



procedimientos, directrices y manuales 



internos generando retrasos, sobrecarga 



de trabajo e inejecución de actividades. 



    



 



b. Cálculo del Riesgo Inherente 
 



El Riesgo inherente corresponde a aquél que se enfrenta el proceso en ausencia de 



acciones de control efectivas. La evaluación del riesgo inherente permite definir la 



zona del riesgo inicial en la que se encuentra y, por lo tanto, actuar en consecuencia. 



Para calcular el riesgo inherente es necesario utilizar el valor numérico que se le dio 



a la probabilidad y al impacto en los pasos anteriores. Para ello se deberá aplicar la 



siguiente fórmula: 



(Probabilidad) * (Impacto) = Riesgo Inherente 



Donde, la probabilidad se multiplica por el impacto y da como resultado el riesgo 



inherente. 



Ejemplo: 



Un riesgo con un nivel de probabilidad “MUY PROBABLE” tendrá el valor numérico 



de 90; si el Impacto es MUY ALTO tendrá un valor numérico de 5. Por lo tanto, el 



riesgo inherente se calculará de la siguiente manera: 



Ejemplo: (90) * (5) = 450. 











 
 



 



 



13.  ¿Cómo se definen las zonas de riesgo? 
 



Una vez que se obtiene el riesgo inherente, se puede ubicar en las zonas de riesgos 



para determinar la gravedad inicial del riesgo hacia el proceso. Para ello, se 



recomienda utilizar una matriz de zonas de riesgos la cual define cuatro zonas 



distintas: 



 



 



Zonas de riesgo 



 



Fuente: Oficina de Cumplimiento. 



 



A partir de la matriz anterior se podrá definir aquellos riesgos iniciales prioritarios, 



así como analizar las medidas de control que se deban tomar de acuerdo con el 



riesgo inherente de cada uno. 



 



 



14. Clasificación del riesgo. 
 



 











 
 



 



Fuente: Oficina de Cumplimiento. 



 



Para una mayor comprensión se describen las zonas de riesgo en las cuales se 



ubican los riesgos a partir de los resultados de la calificación; así como el tratamiento 



de cada zona. 



 



 



 



 



a) Zona de 



Riesgo Bajo: 



 



Puntaje: De 1 a 30 puntos. 



• Probabilidad: Poco probable o improbable. 



• Impacto: Muy bajo - Bajo. 



 



• Tratamiento: Los riesgos de corrupción de estas zonas se 



encuentran en un nivel que puede administrarse o reducirse 



con los controles establecidos por la Oficina o el proceso. 



 



 



 



 



b) Zona de 



Riesgo 



Moderada: 



 



• Puntaje: De 31 - 149 puntos. 



• Probabilidad: Improbable, Poco Probable, Probable, Bastante 



Probable y Muy Probable. 



• Impacto: Muy Bajo, Bajo, Moderado, Alto y Muy Alto. 



 



• Tratamiento: Deben tomarse las acciones necesarias para 



llevar los riesgos a la Zona de Riesgo Baja. 



Nota: En todo caso se requiere que las oficinas tomen las 



medidas para el riesgo de corrupción llevarlo a la Zona de 



Riesgo Baja. 



 



 



 



 



c) Zona de 



Riesgo Alta: 



 



• Puntaje: De 150 - 280 puntos. 



• Probabilidad: Muy Probable, Bastante Probable, Probable y 



Poco Probable. 



• Impacto: Bajo, Moderado, Alto y Muy Alto. 



 











 
 



• Tratamiento: Deben tomarse las medidas necesarias para 



llevar los riesgos a la Zona de Riesgo Moderada, Baja o 



eliminarlo. Fortalecer las medidas de supervisión en las 



actividades del proceso. 



Nota En todo caso se requiere que el proceso se enfoque por 



eliminar el riesgo de corrupción o por lo menos llevarlo a la 



Zona de Riesgo Baja. 



 



 



 



d) Zona de 



Riesgo 



Extrema: 



 



• Puntaje: De 281 - 450 puntos. 



• Probabilidad: Muy Probable y Bastante Probable. 



• Impacto: Alto y Muy Alto. 



 



• Tratamiento: Los riesgos de corrupción de la Zona de Riesgo 



Extrema requieren de un tratamiento prioritario. Evaluación del 



proceso, reforzar mecanismos de supervisión y rendición de 



cuentas. 



 



 



  











 
 



 



Conclusiones  
 



Conforme al marco normativo, la administración pública está conminada a gestionar 



en forma adecuada los riesgos que amenacen la consecución de sus objetivos.  



En el caso concreto, en el Poder Judicial, existe acuerdos del órgano de gobierno 



que confirman la detección del riesgo de corrupción, situación que enfrentó al 



órgano con la responsabilidad de adoptar las medidas necesarias para administrar 



ese hallazgo ante la amenaza que representa para el cumplimiento del marco 



regulatorio, el ejercicio ético de la función pública y el servicio de administración de 



justicia, con un impacto negativo para el disfrute de los derechos y garantías 



fundamentales, entre ellas, el acceso a la justicia.  



La construcción de este Modelo de Gestión de Riesgos responde a la detección de 



esa amenaza específica de corrupción, fraude organizacional e infracción al deber 



de probidad, a ello responde, la necesaria especificidad de la metodología creada.  



Lo anterior, en razón de que la gestión de riesgos en general no es suficiente ni 



eficiente para abordar este tipo de eventos específicos y complejos -actos de 



corrupción-, dado que responde a riesgos operativos que se presentan y afectan la 



ejecución y logro de objetivos más operativos de un proceso/tarea institucional. 



El Modelo de Gestión del Riesgo de Corrupción desarrolla una metodología que se 



caracteriza -y distingue de la gestión de riesgos en general-, por lo siguiente:  



➢ Definición de marco conceptual: consiste en definir claramente el objeto de 



estudio, es decir, la corrupción, así como, establecer qué se debe entender 



por gestión del riesgo de corrupción; con la finalidad de asegurar la correcta 



alineación en la aplicación del modelo que permita el abordaje eficiente de 



dicho riesgo; evitando de esta forma, desviaciones por parte del operador de 



la herramienta por carecer de un marco conceptual claro. 



 



➢ Fortalecimiento de la etapa de identificación del riesgo de corrupción con un 



marco conceptual más amplio, desagregando de mejor forma el concepto de 



corrupción, para brindar herramientas que permitan mejorar la identificación 



de la fuente y causa de este riesgo.  



 



➢ Asimismo, este modelo incorpora valores para el análisis de la probabilidad, 



el cálculo del impacto y la determinación de la zona de riesgo; aspectos que 











 
 



pretenden introducir un grado de objetividad a estas fases que le faciliten al 



operador, a través de esos elementos -objetivos-, clasificar y ubicar en el 



nivel correcto la consecuencia o impacto producido del riesgo de corrupción 



detectado, estableciendo además, la visualización clara de la situación que 



se enfrente a través del mapa de riesgos que ubica gráficamente el estado 



de la situación analizada.  



En consecuencia, el presente Modelo de Gestión del Riesgo de Corrupción es un 



instrumento metodológico especializado que resulta de aplicación a procesos 



sensibles y críticos que responde a la identificación, análisis y administración de 



eventos de corrupción que incida en la consecución de los objetivos estratégicos 



del servicio de administración de justicia.  
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Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción en el 
Poder Judicial. I Fase 


 


Introducción 
 


La Corte Plena en sesión 09-2019 del 4 de marzo de 2019, artículo XX aprobó la 


creación del Oficina de Cumplimiento y el seguimiento de los diagnósticos 


institucionales del proyecto de cooperación con la Embajada de los Estados Unidos 


de Norteamérica, denominado “Fortalecimiento de la capacidad humana 


institucional en la detección de fraude o corrupción y métodos anticorrupción”, con 


la finalidad de implementar las recomendaciones de los diagnósticos en materia de 


corrupción y detección del fraude que tienden al fortalecimiento de las capacidades 


institucionales para abordar este fenómeno.  


Entre las observaciones más relevantes se cita la elaboración de un modelo de 


análisis de riesgos asociados a infracciones al marco legal, la ética pública y el 


deber de probidad en perjuicio de la institucionalidad. Lo anterior, con un enfoque 


de prevención y centrado en la construcción de matrices de riesgos de corrupción 


a partir de su identificación y análisis que permita la mejora en los procesos y 


protocolos con mayor exposición. 


En este sentido, la Oficina de Cumplimiento como órgano técnico de la Comisión de 


Transparencia, y con el apoyo de National Center for State Courts (NCSC) -ente 


ejecutor del proyecto de cooperación por parte de la Embajada de Estados Unidos-


,  trabajó en la elaboración de la primera fase del modelo de gestión de riesgos 


de corrupción que facilite la identificación de este tipo de eventos a nivel 


institucional desde su definición, así como criterios en el análisis de la probabilidad 


de ocurrencia e impacto que su materialización provoque en el área de aplicación 


específica. 


Menester señalar que este modelo constituye una primera fase que se centra en 


(i) la identificación de riegos de corrupción, (ii) el análisis de probabilidad, ocurrencia 


impacto y la (iii) definición de la zona de riesgo.  







 
 


En una segunda etapa, se pretende desarrollar una metodología de (iv) evaluación 


de los controles y (v) la administración del riesgo; de forma tal que permitan un 


abordaje que involucre todas las fases de la gestión de riesgos de manera técnica 


y especializada.  


Por otra parte, resulta importante señalar que, en un ejercicio de un plan piloto, este 


Modelo se aplicó al proceso de adquisición de bienes y servicios del Poder Judicial, 


con la colaboración de la Dirección Ejecutiva, se implementó el instrumento 


permitiendo confirmar su utilidad y eficiencia para la gestión de riesgos de 


corrupción.  


El documento contiene los siguientes apartados:  


a) Marco conceptual: se define el fundamento que permiten la elaboración de 


este instrumento y los requerimientos atendidos, así como las expectativas 


de su implementación.  


b) Metodología: se describe el proceso técnico y profesional utilizado para la 


elaboración del Modelo de Gestión de riesgos de corrupción.  


c) Modelo: en este apartado se desarrolla el modelo y se exponen las fases o 


pasos para la gestión de riesgos de corrupción, las herramientas aplicadas y 


el resultado esperado.  


d) Conclusiones: finalmente, luego del trabajo realizado tanto en la 


construcción de este instrumento como en la aplicación del Modelo como 


plan piloto en el proceso de adquisición de bienes y servicios de la institución, 


se hace necesario pasmar una serie de observaciones y recomendaciones.   


 


1. Marco conceptual 
 


En la década de los años noventa del siglo XX, se han venido generando una serie 


de iniciativas enfocadas a la gestión de riesgos en las instituciones del sector público 


y privado, con el objetivo de hacer más transparente y eficiente su trabajo.  


Tratándose del sector público, esta gestión de riesgos se originó en las reglas y 


herramientas que se utilizaban en el sector financiero desde la década de los 


setentas y que fueron adaptadas a distintos contextos. 


Nuevos requerimientos regulatorios, cambios en el modelo de negocios a nivel 


mundial, desarrollo vertiginoso de la ciencia y tecnología que provocaron cambios 


en las relaciones de negocios y de servicios, exigencias de modelos eficientes y 







 
 


eficaces de los servicios públicos, el impulso de buenas prácticas de gobernanza 


en todos los sectores, entre otros, representaron cambios en el entorno y contexto, 


que evidenciaron la necesaria evolución del sistema de control internos, implicando 


un movimiento para centrarse en temas estratégicos y en la capacidad de lograr los 


objetivos propuestos de las organizaciones -operativos, tácticos y estratégicos-. 


(Contraloría General de la República, 2011) 


A partir de ello, se han generado herramientas de gestión de riesgos que han 


permitido administrar la posible ocurrencia de un conjunto de eventos y conductas 


que afectan negativamente el logro de los fines y objetivos organizacionales. 


Menester señalar que los riesgos en una institución son inevitables, esto debido a 


su naturaleza eventual e incierta, la cual genera que exista la probabilidad de que 


el evento suceda y, por lo tanto, traiga consigo consecuencias negativas a una 


institución/proceso. En este contexto, resulta necesario que las organizaciones, ya 


sean privadas o públicas, cuenten con “técnicas que permitan anticipar escenarios 


contingentes a efectos de amortiguar los golpes o efectos que los mismos puedan 


ocasionar” (Biderbost, 2017). A estas técnicas se les define como administración o 


gestión de riesgos. 


Con la aprobación de la Ley General de Control Interno N°8292 el 31 de julio de 


2002, se introduce en Costa Rica, la obligación de la implementación de los 


sistemas de control interno en las instituciones públicas (art. 7), consistente en las 


acciones que debe ejecutar la administración activa que aseguren la consecución 


de una serie de objetivos establecidos (art 8), entre las que se citan:  


a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, 


despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal. 


b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información. 


c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones. 


d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.  


Ese cuerpo normativo impone el deber de las instituciones públicas de realizar una 


valoración de riesgos que incluya su identificación y análisis, probabilidad e impacto 


de ocurrencia, la respuestas y administración de riesgos.    


Artículo 14.—Valoración del riesgo. En relación con la valoración del 


riesgo, serán deberes del jerarca y los titulares subordinados, entre 


otros, los siguientes: 


 







 
 


a) Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 


objetivos y las metas institucionales, definidos tanto en los planes 


anuales operativos como en los planes de mediano y de largo plazos. 


b) Analizar el efecto posible de los riesgos identificados, su importancia 


y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán 


para administrarlos. 


c) Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento adecuado del 


sistema de valoración del riesgo y para ubicarse por lo menos en un nivel 


de riesgo organizacional aceptable. 


d) Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las 


acciones por ejecutar. 


 


De igual forma, dicha legislación establece el Sistema Específico de valoración de 


riesgo Institucional (SEVRI), como mecanismo de aseguramiento de cumplimiento 


de los objetivos y competencias institucionales; a través de la adecuada evaluación 


del nivel de riesgos que enfrentan las organizaciones que les permita tomar medidas 


oportunas para su administración (Contraloría General de la República , 2006). En 


este sentido, el numeral 18 de la Ley General de Control Interno señala:  


 


Artículo 18.—Sistema específico de valoración del riesgo institucional. 


Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de 


valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea 


que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel 


de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y 


sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo. 


 


En virtud de lo anterior, desde el año 2005, el Poder Judicial ha venido 


sensibilizando y fomentando la valoración de riesgo operativos a nivel institucional, 


a través del SEVRI, implementación a cargo de la Unidad de Control Interno, 


adscrita al Consejo Superior. 


 


2. La corrupción como amenaza detectada en el Poder Judicial 
 







 
 


Organismos internacionales como el Banco Mundial y la OCDE (OCDE, 2020) han 


señalado la necesidad de crear instrumentos o metodologías que permitan la 


gestión de riesgos de corrupción, para identificar, analizar y administrar las 


particularidades y especificidades de este tipo de riesgo en el sector público. Dentro 


de este contexto países como Paraguay (Biderbost, 2017), México (Programa de 


las Naciones Unidas para el Desarrollo en México, 2020) y Colombia (Departamento 


Administrativo de la Función Pública, 2015) han generado un conjunto de 


normativas, políticas e instrumentos para la adecuada gestión del riesgo de 


corrupción que permita la definición de acciones para la prevención o reducción de 


impacto de estos riesgos. 


En el plano nacional, el fenómeno de la corrupción y su efecto pernicioso para la 


institucionalidad pública y el Estado de Derecho, es asumida por el Poder Judicial 


como una amenaza real que afecta el valor justicia y la independencia judicial.  


Es así que, a partir del año 20141 (Corte Plena, 2014), la institución centra esfuerzos 


por la adopción de medidas que coadyuven a combatir este flagelo, enfocándose 


en tres ejes: (i) gobernanza para el alineamiento organizacional, (ii) gestión del 


riesgo de corrupción y (iii) cumplimiento normativo.  


La gestión del riesgo de corrupción, el fraude organizacional y la infracción al deber 


de probidad, riesgo detectado a través de diagnósticos, resulta ser una de las 


funciones asignadas a la Oficina de Cumplimiento por parte de Corte Plena, que 


motivó la creación de esta instancia2 (Corte Plena, 2019). De ahí, la elaboración de 


la presente metodología enfocada en el abordaje de un riesgo específico.  


 
1 En este sentido: véase la creación de la Comisión para investigar la penetración del crimen 
organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial, informe final conocido y aprobado por Corte 
Plena en sesión número 055-2014, así como informe de la Comisión de Transparencia, aprobado 
por Corte  Plena en sesión número 09-19, donde se crea la Oficina de Cumplimiento 


2  Al respecto acta de Corte Plena número 09-19, aprobó: “(…) 2.1) Siguiendo las 


recomendaciones del Diagnóstico “Brechas de riesgo y buenas prácticas en torno a la prevención 


de la corrupción el fraude y las faltas a la ética y probidad dentro del Poder Judicial de Costa 


Rica” aprobar la formalización de una Oficina de Cumplimiento, adscrita directamente a la 


Comisión de Transparencia según lo indicado en el diagnóstico citado y que después le de 


seguimiento con la ejecución de las acciones, proyectos y seguimiento de los planes y 


diagnósticos señalados en el proyecto de cooperación con la Embajada de Estados Unidos de 


América, como parte del compromiso institucional para fortalecer al Poder Judicial en temas de 


Transparencia y acciones de prevención, control y respuesta para las amenazas y riesgos 


derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad (…)”.  







 
 


 


3. Gestión del Riesgo de Corrupción en el Poder Judicial 
 


En virtud de lo anterior, se entiende como Gestión de Riesgo de Corrupción, el 


conjunto sistemático de acciones coordinadas para administrar y controlar el riesgo 


de corrupción que afecte a la Institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. 


Menester señalar que la gestión de riesgo de corrupción busca identificar 


circunstancias de corrupción que perjudiquen el desempeño, la función pública, la 


prestación del servicio, el marco de legalidad y juridicidad, vinculados con el 


accionar y el comportamiento del personal judicial en los procesos de la institución; 


que desvíe o perjudique la prestación del servicio de administración de justicia y los 


objetivos institucionales.  


Como se desprende, el abordaje del riesgo de corrupción trasciende el enfoque 


eminentemente operativo, que busca determinar la probabilidad de ocurrencia de 


un hecho que puede afectar la ejecución y logro de objetivos más operativos de un 


proceso/tarea institucional. 


“El nivel genérico de gestión de riesgos intenta capturar la probabilidad 


de ocurrencia de un hecho (huelga de funcionarios, rotura de 


computadoras, sobre demanda temporal por parte de los ciudadanos, 


cobro indebido de dinero por parte de funcionario, etc.) que afecte la 


realización de una tarea administrativa concreta (emisión de la cédula de 


identidad). El nivel concreto de gestión de riesgos de corrupción, en 


tanto, busca identificar circunstancias de corrupción que afecten el 


trabajo habitual del organismo en cuestión (recepción no regulada de 


dinero por parte de un funcionario público para acelerar la expedición de 


una cédula de identidad)” (Biderbost, 2017) 


El siguiente gráfico se resumen los tipos de riesgos abordados en cada nivel de 


gestión. 


 
 







 
 


 


 


En este sentido, como se expondrá más adelante con mayor detalle, a efectos de 


esta metodología especializada en el riesgo de corrupción, resultó necesario, definir 


claramente el objeto de estudio, es decir, la corrupción, así como, establecer qué 


se debe entender por gestión del riesgo de corrupción; con la finalidad de asegurar 


la correcta alineación en la aplicación del modelo que permita el abordaje eficiente 


de dicho riesgo; evitando de esta forma, desviaciones por parte del operador de la 


herramienta por carecer de un marco conceptual claro. 


El riesgo de corrupción se define como la posibilidad de que por acción u omisión, 


se use el poder para poder desviar la gestión de lo público hacia un beneficio privado 


(Departamento Administrativo de la Función Pública, 2015). 


Por otra parte, como complemento de la especificidad del tipo de riesgo objeto de 


este modelo, resultó necesario, robustecer la etapa de identificación del riesgo de 


corrupción con un marco conceptual más amplio, desagregando de mejor forma el 


concepto de corrupción, para brindar herramientas que permitan mejorar la 


identificación de la fuente y causa de este riesgo.  


Asimismo, este modelo incorpora valores para el análisis de la probabilidad, el 


cálculo del impacto y la determinación de la zona de riesgo; aspectos que pretenden 







 
 


introducir un grado de objetividad a estas fases que le faciliten al operador, a través 


de esos elementos -objetivos-, clasificar y ubicar en el nivel correcto la consecuencia 


o impacto producido del riesgo de corrupción detectado, estableciendo además, la 


visualización clara de la situación que se enfrente a través del mapa de riesgos que 


ubica gráficamente el estado de la situación analizada.  


 


4. Marco normativo 
 


Finalmente, se cita a continuación, la principal normativa que sustenta el abordaje 


del fenómeno de la corrupción a través de la gestión de riesgos en la institución. 


 


Regulación  Artículo Contenido de interés 


Constitución Política 11, 33, 192 ● Princ. Legalidad, rendición de 
cuentas, transparencia, 
imparcialidad. 


● Princ. Igualdad y no 
discriminación. 


● Idoneidad comprobada 
 


Convención 
Interamericana contra la 
Corrupción. (Ley N° 7670, 
vigencia 28 de abril de 
1997) 


 


  


Convención de las 
Naciones Unidas contra 
la Corrupción. (Ley N° 
8557, vigencia 28 de 
diciembre 2006) 
 


  


Convención combate 
cohecho OCDE. (Ley N° 
9450, vigencia 23 de julio 
2017) 


  


Ley General de la 
Administración Pública  


11 
113 


● Principio de Legalidad. 
● Prevalencia del interés 


público. 
 







 
 


Ley contra la corrupción 
y el enriquecimiento 
ilícito en la función 
pública 


3  
4 
 


• Deber de Probidad  


• Violación al deber de probidad  


Ley General de Control 
Interno  


  


Normas de control 
interno para el sector 
público  


  


Directrices generales 
sobre principios y 
enunciados éticos a 
observar por parte de los 
jerarcas, titulares 
subordinados, 
funcionarios de la 
contraloría general de la 
república, auditorías 
internas y servidores 
públicos en general. D-2-
2004-CO 


  


Principios Éticos de los 
Funcionarios Públicos 
Decreto N° 33146 


  


Código de Ética del Poder 
Judicial 


  


Reglamento para la 
prevención, 
identificación y la gestión 
adecuada de los 
conflictos de interés en el 
Poder Judicial 


  


 


 


5. Proceso Construcción de la Metodología Riesgo de Corrupción, 
Poder Judicial 


 


Como se indicó, a partir de la creación de la Oficina de Cumplimiento (2019) se le 


definieron funciones para la identificación de amenazas provenientes de la 


corrupción, el fraude interno, las faltas a la ética y probidad; así como su prevención 


y control.   







 
 


Durante el 2019, y previo a la construcción de una metodología, la Oficina de 


Cumplimiento impulsó la capacitación de personal con conocimientos actualizados 


que permitan contribuir para la gestión de los riegos asociados con actos de 


corrupción, de igual forma, promover las sinergias necesarias a lo interno de la 


institución con oficinas y procesos estratégicos para la implementación del modelo 


de organización y gestión de lucha contra la corrupción, basado en el esquema de 


compliance público. 


En ese sentido de realizaron dos talleres de capacitación en normas ISO en el tema 


de Gestión de Riesgo y Sistemas de Gestión Antisoborno: 


• Primer Taller: “Antisoborno, Sistema de gestión -Norma INTE/ISO 


37001:2017”, Fechas: 20 y 27 de setiembre de 2019. 


• Segundo Taller: Gestión del Riesgo; INTE/ISO 31000, Fechas: 8, 15 de 


noviembre y 2 de diciembre de 2019 


Seguidamente se detallan los participantes a estas capacitaciones con el objetivo 


de desarrollar en las personas funcionaras, actualización de conocimiento, 


habilidades y actitudes en busca de una mayor eficiencia en el desarrollo de sus 


actividades. 


 


Participantes: 


 


• Consultoras:   


• Carolina Campos. Normas ISO Gestión de Riesgos 3100 


• Carolina Muñoz. Norma ISO Sistema de Gestión Antisoborno 37001 


• Kennia Alvarado Villalobos –Oficina de Cumplimiento 


• Randall Zúñiga Palacios – Oficina de Cumplimiento 


• Gustavo Solano Rivera – Contraloría de Servicios 


• Alexander Valverde - FAPTA 


• Allan Pow Wi Ching – Dirección de Planificación 


• Jason Alfaro Carballo- Inspección Judicial 


• Miguel Ovares Chavarria, Departamento de Proveeduría 


• Yurli Arguello Araya, Departamento de Proveeduría 







 
 


 


La participación de estos funcionarios sirvió de base para la formación de un equipo 


de trabajo, para el desarrollo de varios productos cocreados que permitan el 


abordaje, y gestión del riesgo de corrupción y conflictos de intereses. 


Posterior a esta capacitación, durante el 2020, y con el apoyo del ente ejecutor del 


Proyecto de Cooperación con la Embajada de Estados Unidos, se elaboró en una 


primera etapa, una metodología de Riesgo de Corrupción que permita la 


identificación, análisis y Plan de acción de este tipo de riesgo a nivel Institucional.   


Durante ese proceso de construcción y validación de la metodología se efectuaron 


dos talleres a cargo de la consultora Carolina Campos y el apoyo del National Center 


for State Court (NCSC) como ente ejecutor del Proyecto de Cooperación. 


Talleres: 


1. Fecha: 13 de julio de 2020 


2. Fecha: 4 de setiembre de 2020 


Participantes: 


• Consultora:  Carolina Campos - NCSC 


• Juan Carlos Astúa – Director, NCSC 


• Hellen Barrantes- NCSC 


• Kennia Alvarado Villalobos –Oficina de Cumplimiento 


• Randall Zúñiga Palacios – Oficina de Cumplimiento 


• Catalina Blanco Sánchez –Oficina de Cumplimiento 


• Gustavo Solano Rivera– Contraloría de Servicios 


• Alexander Valverde - FAPTA 


• Allan Pow Wi Ching – Dirección de Planificación 


• Nacira Valverde Bermudez- Directora de Planificación 


• Indira Alfaro Castillo- Oficina de Control Interno 


• Roberth García Gonzalez- Auditoría Interna 







 
 


• Rafael León – Secretaria Técnica de Ética y Valores 


• Jonathan Carvajal- Auditoría Interna 


• Jaison Alfaro- Inspección Judicial 


• Hermes Zamora Atencio – Oficina de Control Interno 


 


6. Gestión de Riesgos de Corrupción. 
 


a. Aspectos generales del Modelo. Definiciones de referencia 
 


A continuación, se exponen los conceptos relevantes que sirven de marco 


referencial de ese modelo.  


 


Contexto Externo 


Se refiere a las condiciones y relaciones entre 


la entidad (proceso) y el ambiente en el cual 


opera y que generan fortalezas, debilidades, 


oportunidades, y amenazas, con información 


referente a los riesgos de corrupción de la 


entidad.  


 


Contexto Interno 


Comprende los objetivos del proceso, en el 


entorno interno en el cual opera 


(procedimientos, normativa, estructura 


organizacional, valores, etc) 


 


Corrupción 


Uso indebido del poder y de los recursos 


públicos para ventaja personal o beneficio de 


terceros en perjuicio del interés general. 


 


Factores de Riesgo de Corrupción 


(fuentes o causas) 


 


Son aquellas condiciones del proceso con 


una mayor interacción del contexto y las 


necesidades de las partes interesadas, lo 


cual incrementa las probabilidades de un 


riesgo de corrupción. Son los aspectos que 







 
 


podrían ocasionar que el riesgo se haga 


realidad. 


 


Gestión Riesgo de Corrupción 


Es el conjunto de acciones coordinadas para 


administrar y controlar la Institución/proceso 


con respecto al riesgo de corrupción. 


 


 


Impacto 


Efecto de la ocurrencia del riesgo de 


corrupción sobre los objetivos del Poder 


Judicial; generalmente se da sobre las 


personas o los bienes materiales o 


inmateriales con incidencias importantes 


tales como; daños físicos, fallecimiento, 


pérdidas económicas, de información, de 


bienes, de imagen, de credibilidad y de 


confianza, interrupción del servicio y daño 


material. 


Mapa de riesgo de corrupción 


El mapa de riesgo representa gráficamente la 


ubicación de los riesgos, dependiendo de la 


probabilidad de ocurrencia y el impacto 


cuantitativo o cualitativo que se produce en 


caso de que se materialice el riesgo. Permite 


reflejar los riesgos más representativos del 


proceso u organización. 


Partes Interesadas 


Persona u organización que puede afectar, 


verse afectada, o percibirse como afectada 


por una decisión o actividad, pudiendo ser 


interna o externa a la organización” (Sistema 


de Gestión Antisoborno ISO 37001, 


Definiciones 3.3.) 


 


Probabilidad de ocurrencia 


Frecuencia (Número de veces) en la que se 


podría presentar un evento o se ha 


presentado y /o factibilidad (posibilidad) de 


que suceda el evento. La probabilidad se 


expresa con una escala de valores 


cuantitativos y cualitativos. 


 







 
 


Riesgo 


 


Probabilidad de que ocurra un evento, cuyas 


consecuencias dificulten o impidan el logro 


de los objetivos de un despacho u oficina en 


particular o de la institución en general.   


 


Riesgo de corrupción 


Probabilidad u ocurrencia de un evento que, 


haciendo uso indebido del poder y de los 


recursos públicos para ventaja personal o 


beneficio de terceros, perjudique el interés 


general. 


 


 


 


7. Modelo de Gestión del Riesgo de Corrupción 
 


Como se expuso líneas atrás, se entiende por Gestión de Riesgo de Corrupción, el 


conjunto sistemático de acciones coordinadas para administrar y controlar el riesgo 


de corrupción que afecte a la Institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. 


Es un estilo de administración tendiente a aminorar la probabilidad de ocurrencia de 


un episodio de corrupción, mitigar su impacto y, en consecuencia, favorecer el 


cumplimiento de los objetivos de la organización y procesos de la entidad en la que 


se aplica. 


Este modelo se compone de diferentes fases, los cuales tiene componentes 


determinados. A continuación, se describirán cada uno de ellos:  


 


a. Fase 1. Planeación de la Gestión del Riesgo de Corrupción 
 


En esta primera fase es importante contextualizar el proceso al cual se realizará la 


gestión de riesgo de corrupción. El producto principal de esta etapa es conocer 


información relevante del proceso en estudio. Para ello, resulta necesario 


determinar los factores que afectan positiva o negativamente el cumplimiento de la 


misión y los objetivos de la institución o el proceso; estableciendo el contexto en 


que se desenvuelve, ya sea interno o externo. 


Los elementos principales a analizar son: 







 
 


 


❖ Contexto Externo: Se refiere a las condiciones y relaciones entre la entidad 


(proceso) y el ambiente en el cual opera y que generan fortalezas, 


debilidades, oportunidades, y amenazas, con información referente a los 


riesgos de corrupción de la entidad.  


❖ Contexto Interno: Comprende los objetivos del proceso, en el entorno 


interno en el cual opera (procedimientos, normativa, estructura 


organizacional, valores, etc) 


❖ Partes interesadas: “Persona u organización que puede afectar, verse 


afectada, o percibirse como afectada por una decisión o actividad, pudiendo 


ser interna o externa a la organización” (Sistema de Gestión Antisoborno ISO 


37001, Definiciones 3.3.) 


 


El análisis de estos elementos permitirá determinar un componente de suma 


relevancia, nos referimos a los factores o agentes generadores de riesgo de 


corrupción. Se busca de manera general determinar una serie de situaciones que, 


por sus particularidades, pueden originar prácticas corruptas. 


 


 


 


Factores de Riesgo de Corrupción:  


 


  


 


 


 


De igual forma, en esta fase de planeación, se recomienda el análisis de hechos de 


corrupción si los hay presentados en los últimos años sobre el proceso en estudio, 


considerar las quejas planteadas vinculadas, además, las denuncias e 


investigaciones desarrolladas; así como los actos de corrupción presentados en 


proceso similares. 


Son aquellas 


condiciones/actividades del 


proceso con una mayor 


interacción del contexto y las 


necesidades de las partes 


interesadas, lo cual 


incrementa las probabilidades 


de un riesgo de corrupción. 


 







 
 


 


b. Fase 2. Identificación del Riesgo de Corrupción 
 


Para el Modelo de Gestión de Riesgos de Corrupción, la fase de identificación es 


un proceso crítico, dado que permitirá determinar y delimitar correctamente el objeto 


de estudio, insumo que es el preámbulo para orientar adecuadamente el análisis 


del riesgo y sus consecuencias.  


Para facilitar esta etapa de identificación, el Modelo desarrolla un marco conceptual 


que se compone de los conceptos claves de referencia, así como su definición, esto 


permite generar una descripción del riesgo de corrupción de forma clara y precisa. 


Los conceptos claves de referencia y su definición, a continuación:  


 


RIESGO DE CORRUPCIÓN 
 


“PROBABILIDAD U OCURRENCIA DE UN 
EVENTO QUE, HACIENDO USO INDEBIDO 
DEL PODER Y DE LOS RECURSOS 
PÚBLICOS PARA VENTAJA PERSONAL O 
BENEFICIO DE TERCEROS, PERJUDIQUE EL 
INTERÉS GENERAL.” 
 


 


 


La definición del concepto compuesto, riesgo de corrupción, no es suficiente para 


logar el cometido de esta fase. Para coadyuvar en la identificación del tipo de riesgo 


en análisis, resulta necesario desagregar el anterior concepto compuesto -gestión 


de corrupción- y desarrollar sus componentes claves, como método o herramienta 


que responda a la especificidad del riesgo -de corrupción-.  







 
 


• Uso del poder: Utilización o aprovechamiento de aquella 


facultad otorgada por ley, con ocasión de investidura pública, para 


el desempeño del cargo público. 


• Desviar la gestión de lo público: Desviar la gestión de lo 


público, ejerciendo la facultad y competencias otorgadas en razón 


de la investidura pública, con una finalidad distinta a la conferida 


para el cumplimiento de sus deberes y competencias públicas. 


• Ventaja personal o de terceros:  Obtención de un beneficio o 


utilidad sea en forma directa o indirecta, para sí o para un tercero. 


• Que perjudique el Interés General: Conjunto de valores, 


objetivos y funciones encomendadas constitucional y 


normativamente a los poderes públicos, que buscan la satisfacción 


de la colectividad. 


 


Partiendo de la definición de Riesgo de corrupción -y sus componentes claves-, 


como herramienta orientadora de la etapa de identificación, responder a las 


siguientes interrogantes facilita el resultado de esta fase.  


 


¿Qué?  
 


El proceso específico que se necesita 
proteger/vigilar debido a que puede ser vulnerable 
a un riesgo de corrupción.  


¿Quién?  
 


Los posibles actores más expuestos a posibles riesgos 
de corrupción. 


¿Dónde y 
cuándo?  
 


Detalles del lugar y momento donde podría realizarse 
el acto de corrupción 


¿Por qué? 
 


Cuáles son las razones por las que se cometería un 
acto de corrupción y el beneficio para la persona que 
lo comete 


¿Cómo? Los posibles factores (internos y externos) que facilitan 
o dificultan la materialización de un hecho de 
corrupción. 


 


 


c. Fase 3. Análisis del Riesgo de Corrupción 
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Esta etapa tiene como principal objetivo medir el riesgo inherente. Es decir, 


determinar la probabilidad de ocurrencia del riesgo y sus consecuencias o impacto, 


con el fin de establecer la zona de riesgo inicial. 


Producto principal. 


El principal producto de la etapa será la construcción del mapa de 


zonas de riesgos definiendo la gravedad inicial del o los riesgos de 


corrupción que se identificaron en el paso anterior de acuerdo con 


el riesgo inherente. 


 


8. ¿Cómo se evalúan los riesgos de corrupción? 
 


Como se indicó, es necesario medir el riesgo inherente el cual 


corresponde a la primera calificación del riesgo de corrupción. Éste 


se medirá calculando la probabilidad y el impacto de cada riesgo. 


 


 


 


Probabilidad 


Frecuencia (número de veces) en la que se podría presentar 


un evento o se ha presentado y /o factibilidad (posibilidad) de 


que suceda el evento. La probabilidad se expresa con una 


escala de valores cuantitativos y cualitativos. 


 


 


 


 


Impacto 


Efecto de la ocurrencia del riesgo de corrupción sobre los 


objetivos del Poder Judicial; generalmente se da sobre las 


personas o los bienes materiales o inmateriales con 


incidencias importantes tales como; daños físicos, 


fallecimiento, pérdidas económicas, de información, de bienes, 


de imagen, de credibilidad y de confianza, interrupción del 


servicio y daño material. 


 


 


 


9. Pasos para la evaluación del riesgo. 
 







 
 


 


 


 


 


10.  ¿Cómo se calcula la probabilidad de un riesgo de corrupción? 
 


Para el cálculo de la probabilidad de ocurrencia de un riesgo de corrupción se 


presenta la siguiente escala de cinco niveles de probabilidad: 


 


TABLA DE PROBABILIAD 


VALOR NIVEL FACTIBILIDAD (externo-interno) FRECUENCIA 
(Estadístico) 


10 Improbable Exposición mínima. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo son mínimas.  


No ha ocurrido en 
los últimos tres 
años. 







 
 


30 Poco probable Poca exposición. Las condiciones 
para la materialización del riesgo 
son bajas. 


Ha sucedido al 
menos una vez en 
los últimos tres 
años.  


50 Probable Exposición ocasional. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo son esporádicas. 


Se presentó una 
vez en los últimos 
dos años.  


70 Bastante 
Probable 


Exposición frecuente. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo son viables para que se 
presente. 


Se ha presentado 
una vez en el último 
año.  


90 Muy Probable Exposición constante. Las 
condiciones para la materialización 
del riesgo permiten que pueda 
ocurrir en cualquier momento. 


Se ha presentado 
más de una vez al 
año.  


Condiciones externas: factores económicos, culturales, sociales, etc.  
Condiciones internas: controles, procedimientos, organización del trabajo, etc.  


 


 


11.  ¿Qué información se puede utilizar para medir la probabilidad? 
 


• ➢ Informes anuales 


• ➢ Prácticas y experiencias institucionales 


• ➢ Informes periodísticos 


• ➢ Estudios o investigaciones existentes 


• ➢ Hallazgos de auditorías 


• ➢ Registros administrativos o judiciales. 


• ➢ Denuncias de la Inspección Judicial 


• ➢ Gestiones en la Contraloría de Servicios 


 


12.  ¿Cómo se calcula el impacto de un riesgo de corrupción? 
 







 
 


El valor de impacto se establece según el grado en que las consecuencias o efectos 


puedan perjudicar al Poder Judicial, si se materializa el riesgo. Esta valoración se 


obtiene de la siguiente tabla, con la descripción de cada nivel: 


 


a. Criterios para determinar el nivel de impacto de los riesgos de corrupción. 
 


 


Nivel de impacto: Como complemento para la valoración del nivel de impacto, 


seguidamente se presentan cinco escenarios como referencia en torno a las 


consecuencias del riesgo. Según la cantidad de respuestas afirmativas (Sí), así será 


el nivel de impacto. 


Por lo tanto, si contesta todas las opciones con “Sí”, el resultado que obtendrá es 


de “5” en la escala de nivel de impacto (Muy Alto) y así sucesivamente en 


decremento. 


Tipo Descripción Sí No 


Procesos 


disciplinarios y 


penales 


Incluye las penas o sanciones derivadas 


del incumplimiento de las leyes y 
    


Valor Nivel Descripción 


1 Muy bajo 
Consecuencias mínimas en los procesos analizados para 


la Oficina y la Institución. 


2 Bajo 
Consecuencias menores en los procesos analizados para 


la Oficina y la Institución. 


3 Moderado 
Consecuencias relevantes en los procesos analizados 


para la Oficina y la Institución. 


4 Alto 
Consecuencias significativas en los procesos analizados 


para la Oficina y la Institución. 


5 Muy alto 
Consecuencias críticas en los procesos analizados para la 


Oficina y la Institución. 


 







 
 


regulaciones o conductas contrarias al 


deber de probidad. 


Servicio al usuario 


Impacto en el cumplimiento de la gestión 


pública con consecuencia en el servicio y 


acceso a la justicia.  


    


Aspectos 


económicos y 


activos 


Incluye los efectos negativos sobre los 


recursos institucionales, así como la 


afectación en los activos. 


    


Imagen 


institucional 


Incluye la pérdida de confianza, 


credibilidad y percepción negativa sobre la 


institución por parte de la ciudadanía en 


general. 


    


Procesos 


operativos 


Incluye el incumplimiento de 


procedimientos, directrices y manuales 


internos generando retrasos, sobrecarga 


de trabajo e inejecución de actividades. 


    


 


b. Cálculo del Riesgo Inherente 
 


El Riesgo inherente corresponde a aquél que se enfrenta el proceso en ausencia de 


acciones de control efectivas. La evaluación del riesgo inherente permite definir la 


zona del riesgo inicial en la que se encuentra y, por lo tanto, actuar en consecuencia. 


Para calcular el riesgo inherente es necesario utilizar el valor numérico que se le dio 


a la probabilidad y al impacto en los pasos anteriores. Para ello se deberá aplicar la 


siguiente fórmula: 


(Probabilidad) * (Impacto) = Riesgo Inherente 


Donde, la probabilidad se multiplica por el impacto y da como resultado el riesgo 


inherente. 


Ejemplo: 


Un riesgo con un nivel de probabilidad “MUY PROBABLE” tendrá el valor numérico 


de 90; si el Impacto es MUY ALTO tendrá un valor numérico de 5. Por lo tanto, el 


riesgo inherente se calculará de la siguiente manera: 


Ejemplo: (90) * (5) = 450. 







 
 


 


 


13.  ¿Cómo se definen las zonas de riesgo? 
 


Una vez que se obtiene el riesgo inherente, se puede ubicar en las zonas de riesgos 


para determinar la gravedad inicial del riesgo hacia el proceso. Para ello, se 


recomienda utilizar una matriz de zonas de riesgos la cual define cuatro zonas 


distintas: 


 


 


Zonas de riesgo 


 


Fuente: Oficina de Cumplimiento. 


 


A partir de la matriz anterior se podrá definir aquellos riesgos iniciales prioritarios, 


así como analizar las medidas de control que se deban tomar de acuerdo con el 


riesgo inherente de cada uno. 


 


 


14. Clasificación del riesgo. 
 


 







 
 


 


Fuente: Oficina de Cumplimiento. 


 


Para una mayor comprensión se describen las zonas de riesgo en las cuales se 


ubican los riesgos a partir de los resultados de la calificación; así como el tratamiento 


de cada zona. 


 


 


 


 


a) Zona de 


Riesgo Bajo: 


 


Puntaje: De 1 a 30 puntos. 


• Probabilidad: Poco probable o improbable. 


• Impacto: Muy bajo - Bajo. 


 


• Tratamiento: Los riesgos de corrupción de estas zonas se 


encuentran en un nivel que puede administrarse o reducirse 


con los controles establecidos por la Oficina o el proceso. 


 


 


 


 


b) Zona de 


Riesgo 


Moderada: 


 


• Puntaje: De 31 - 149 puntos. 


• Probabilidad: Improbable, Poco Probable, Probable, Bastante 


Probable y Muy Probable. 


• Impacto: Muy Bajo, Bajo, Moderado, Alto y Muy Alto. 


 


• Tratamiento: Deben tomarse las acciones necesarias para 


llevar los riesgos a la Zona de Riesgo Baja. 


Nota: En todo caso se requiere que las oficinas tomen las 


medidas para el riesgo de corrupción llevarlo a la Zona de 


Riesgo Baja. 


 


 


 


 


c) Zona de 


Riesgo Alta: 


 


• Puntaje: De 150 - 280 puntos. 


• Probabilidad: Muy Probable, Bastante Probable, Probable y 


Poco Probable. 


• Impacto: Bajo, Moderado, Alto y Muy Alto. 


 







 
 


• Tratamiento: Deben tomarse las medidas necesarias para 


llevar los riesgos a la Zona de Riesgo Moderada, Baja o 


eliminarlo. Fortalecer las medidas de supervisión en las 


actividades del proceso. 


Nota En todo caso se requiere que el proceso se enfoque por 


eliminar el riesgo de corrupción o por lo menos llevarlo a la 


Zona de Riesgo Baja. 


 


 


 


d) Zona de 


Riesgo 


Extrema: 


 


• Puntaje: De 281 - 450 puntos. 


• Probabilidad: Muy Probable y Bastante Probable. 


• Impacto: Alto y Muy Alto. 


 


• Tratamiento: Los riesgos de corrupción de la Zona de Riesgo 


Extrema requieren de un tratamiento prioritario. Evaluación del 


proceso, reforzar mecanismos de supervisión y rendición de 


cuentas. 


 


 


  







 
 


 


Conclusiones  
 


Conforme al marco normativo, la administración pública está conminada a gestionar 


en forma adecuada los riesgos que amenacen la consecución de sus objetivos.  


En el caso concreto, en el Poder Judicial, existe acuerdos del órgano de gobierno 


que confirman la detección del riesgo de corrupción, situación que enfrentó al 


órgano con la responsabilidad de adoptar las medidas necesarias para administrar 


ese hallazgo ante la amenaza que representa para el cumplimiento del marco 


regulatorio, el ejercicio ético de la función pública y el servicio de administración de 


justicia, con un impacto negativo para el disfrute de los derechos y garantías 


fundamentales, entre ellas, el acceso a la justicia.  


La construcción de este Modelo de Gestión de Riesgos responde a la detección de 


esa amenaza específica de corrupción, fraude organizacional e infracción al deber 


de probidad, a ello responde, la necesaria especificidad de la metodología creada.  


Lo anterior, en razón de que la gestión de riesgos en general no es suficiente ni 


eficiente para abordar este tipo de eventos específicos y complejos -actos de 


corrupción-, dado que responde a riesgos operativos que se presentan y afectan la 


ejecución y logro de objetivos más operativos de un proceso/tarea institucional. 


El Modelo de Gestión del Riesgo de Corrupción desarrolla una metodología que se 


caracteriza -y distingue de la gestión de riesgos en general-, por lo siguiente:  


➢ Definición de marco conceptual: consiste en definir claramente el objeto de 


estudio, es decir, la corrupción, así como, establecer qué se debe entender 


por gestión del riesgo de corrupción; con la finalidad de asegurar la correcta 


alineación en la aplicación del modelo que permita el abordaje eficiente de 


dicho riesgo; evitando de esta forma, desviaciones por parte del operador de 


la herramienta por carecer de un marco conceptual claro. 


 


➢ Fortalecimiento de la etapa de identificación del riesgo de corrupción con un 


marco conceptual más amplio, desagregando de mejor forma el concepto de 


corrupción, para brindar herramientas que permitan mejorar la identificación 


de la fuente y causa de este riesgo.  


 


➢ Asimismo, este modelo incorpora valores para el análisis de la probabilidad, 


el cálculo del impacto y la determinación de la zona de riesgo; aspectos que 







 
 


pretenden introducir un grado de objetividad a estas fases que le faciliten al 


operador, a través de esos elementos -objetivos-, clasificar y ubicar en el 


nivel correcto la consecuencia o impacto producido del riesgo de corrupción 


detectado, estableciendo además, la visualización clara de la situación que 


se enfrente a través del mapa de riesgos que ubica gráficamente el estado 


de la situación analizada.  


En consecuencia, el presente Modelo de Gestión del Riesgo de Corrupción es un 


instrumento metodológico especializado que resulta de aplicación a procesos 


sensibles y críticos que responde a la identificación, análisis y administración de 


eventos de corrupción que incida en la consecución de los objetivos estratégicos 


del servicio de administración de justicia.  
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